
B) LEGISLACIdN EXTRANJERA 

COSTA RICA 

LEY N? 3667 (12-111-1966, G. 19-111-1966). Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa. 

T f T U L O  PRIMERO 

La Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

Naturaleza, extensión y limites de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

Articulo 10 1. Por la presente ley se regula 
la Jurisdicción contencioso-administrativa esta- 
blecida en el artículo 49 de la Constitución Po- 
lítica, encargada de conocer de las pretensiones 
que se deduzcan en relación con la legalidad de 
los actos y disposiciones de la Administración 
Pública sujetos al Dserecho Administrativo. 

2. Los motivos de ilegalidad comprenderán 
cualquier infracción del ordenamiento jurídico, 
incluso la falta de jurisdicción o competencia, 
el quebrantamiento de formalidades esenciales, 
y la desviación de  poder. 

3. Constituirá desviación de poder el ejerci- 
cio de potestades administrativas para fines dis- 
tintos de los fijados por la ley. 

4. Para los efectos del pirrafo lo  se enten- 
derá por Administración Pública: 

a) El Poder Ejecutivo; 

b) Los Poderes Legislativo y Judicial en 
cuanto realizan, excepcionalmente, función ad- 
ministrativa, y 

c) Las municipalidades, instituciones autó- 
nomas y todas las demás entidades de Dere- 
cho PúMico. 

Artículo 20 Conocerá t ambih  la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa: 

a) De lo relativo al cumplimiento, interpre- 
tación, resolución y efectos de los contratos, 
cualquiera que sea su naturaleza jurídica, cele- 
brados por el Estado y demis entidades de 
Derecho Público, cuando tuvieren por finali- 
dad obras y servicios públicos de toda especie; 

b) De las cuestiones que se susciten sobre la 
responsabilidad patrimonial del Estado y de- 
más entidades, de la Administración Pública; 

c) De las cuestiones que la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y demás leyes atribuyen exclu- 
sivamente a la vía civil de hacienda; y 

d) De toda otra cuestión que la ley le atri- 
buya especialmente. 

Articulo 30 1. Para los fines del inciso c) del 
artículo anterior, de los juicios atribuidos a la 
vía civil de hacienda, los ordinarios se tramita- 
rán de conformidad con la presente ley, y los 
demás, de acuerdo con la tramitación señalada 
en el Código de Procedimientos Civiles o en 
leyes especiales. 

2. En el  roced di miento ordinario será indi- 
ferente que la parte estime el caso como de 
Derecho Público o Privado, y el Tribunal, 
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REPERTORIO A N U A L  DE LEGISLACION 1966 

de ser necesario, procederá en la forma pre- 
vista en el artículo 24. párrafo 20 

Artículo 40 No corresponderán a la Jurisdic- 
ción Contencioso-Administrativa: 

a) Las cuestiones de índole penal y aquellas 
otras que, aunque relacionadas con actos de la 
Administración Pública, correspondan a la ju- 
risdicción de trabajo; y 

b) Las cuestiones que se susciten sobre los 
actos de relación entre los Poderes del Estado 
o con motivo de las relaciones internacionales 
de la República, sin perjuicio de las indemni- 
zaciones que fueren procedentes, cuya determi- 
nación sí corresponde a la Jurisdicción Con- 
tencioso-Administrativa. 

Articulo 50 1. La competencia de la Jurisdic- 
ción Contencioso-Administrativa se extenderá 
al conocimiento y decisión de las cuestiones 
prejudiciales o incidentales no pertenecientes 
a la materia, directamente relacionadas con un 
juicio contencioso-administrativo, salvo las de 
carácter penal. 

2. La decisión que pronuncie, no producirá 
efecto fuera del proceso en que se dicte, y po- 
drá ser revisada por la jurisdicción correspon- 
diente. 

Articulo 60 1. La Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa es improrrogable. 

2. Cuando el Tribunal apreciare de oficio 
la falta de jurisdicción, deberá oír previamente 
a las partes. 

3. En todo caso, tal declaración será fundada 
y se dictará, indicando siempre la jurisdicción 
concreta que se estime competente; si la parte 
demante se apersonare ante ella en el plazo de 
un mes, se entenderá haberlo efectuado en la 
fecha en que se inició el plazo para interponer 
el juicio contencioso-administrativo, siempre que 
hubiere planteado este siguiendo las indica- 
ciones de la notificación administrativa o esta 
fuere defectuosa. 

4. Cuando surgiere algún conflicto jurisdic- 
cional entre la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa y otras que implique variación del 
Tribunal ad quem, se elevarán los autos a la 

Sala de Casación, para que dentro del octavo 
día lo resuelva. 

Los drganos 

Disposiciones generales 

Articulo 70 La Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa se ejercerá por los siguientes 6r- 
ganos: 

a) Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
y Civil de Hacienda; 

b) Salas Civiles de la Corte Suprema de Jus- 
ticia, y Tribunales Superiores que se crearen; y 

c) Sala de Casación de la Corte Suprema 
de Justicia. 

Articulo 80 Además de lo previsto al respecto 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, los Jue- 
ces de lo contencioso-administrativo estarán su- 
jetos a lo siguiente: 

a) Será motivo de impedimento el haber dic- 
tado el acto o disposición impugnados o haber 
contribuido a dictarlos; y 

b) Podrán ser recusados cuando tengan 
parentesco, dentro del cuarto grado de consan- 
guinidad o segundo de afinidad, con las 
autoridades superiores de la jerarquía adminis- 
trativa autora del acto sometido a su conoci- 
miento y decisión; o cuando se encuentren en 
relación con la Autoridad o con los funcionarios 
que hubieren dictado el acto o informado res- 
pecto del mismo, en alguna de las circunstan- 
cias mencionadas en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, respecto de los litigantes. 

T f  T U L 0  SEGUNDO 

Las partes 

Capacidad procesal 

Articulo 90 Tendrán capacidad procesal, ante 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa: 
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T E X T O S  LEGISLATIVOS E X T R A N J E R O S  

a) Las personas que la ostenten con arreglo 
a la legislación civil; y 

b) La Contraloría General de la República, 
para los fines de lo dispuesto en el artículo 
11, plirrafo 20, inciso b). 

Legitimación 

Articulo 10. 1. Podrán demandar la declara- 
ción de ilegalidad y, en su caso la anulación de 
los actos y de las disposiciones de la Adminis- 
tración Pública: 

a) Los que tuvieren interés legítimo y direc- 
to en ello; y 

b) Las Entidades, Corporaciones e Institu- 
ciones de Derecho Público y cuantas entidades 
ostenten la representación y defensa de inte- 
reses de carácter general o corporativo, cuando 
el juicio tuviere por objeto la impugnación 
directa de disposiciones de carácter general de 
la Administración central o descentralizada, que 
les afectaren directamente, salvo lo previsto en 
el inciso siguiente. 

2. No obstante, las disposiciones de carácter 
general que hubieren de ser cumplidas por los 
administrados directamente, sin necesidad de 
un previo acto de requerimiento o sujeción in- 
dividual, podrán ser impugnadas por las perso- 
nas indicadas en el inciso a) del párrafo ante- 
rior. 

3. Si se pretendiere, además el reconocimien- 
to de una situacibn jurídica individualizada y 
su restablecimiento, con o sin reparación pa- 
trimonial, únicamente podrán promover la ac- 
ción el titular de un derecho subjetivo derivado 
del ordenamiento que se considere infringido 
por el acto o disposición impugnados. 

4. La Administración podrá accionar contra 
un acto propio, firme y creador de algún dere- 
cho subjetivo, cuando el órgano superior de la 
jerarquía administrativa que lo dictó, haya 
declarado en resolución fundada, que es lesivo 
a los intereses públicos que ella representa. 

5. No podrán interponer juicio contencioso- 
administrativo, en relación con los actos y las 
disposiciones de una entidad pública: 

a) Los órganos de la misma; y 
b) Los particulares, cuando actúen por de- 

legación o como simples agentes o mandatarios 
de esa entidad. 

Articulo 11. Se considerará parte demandada: 

a) A la entidad autora del acto o la dispo- 
sición a que se refiere el juicio, salvo que se 
trate de actuación del Poder Ejecutivo, de sus 
órganos o la de los otros Poderes en función 
administrativa, caso en el cual se demandará 
al Estado; 

b) A las personas en cuyo favor se deriven 
derechos del propio acto o disposición impug- 
nados. 

2. Para los efectos de lo dispuesto en el 
inciso a) del párrafo anterior, cuando una 
Entidad dictare algún acto o disposición, que 
no quede firme sin previo control, autoriza- 
ción, aprobación o conocimiento -de oficio 
o a instancia de parte-, de la Administración 
estatal o de otra Entidad administrativa, se 
entenderá por parte demandada: 

a) El Estado o la Entidad que dictó el acto 
o disposición fiscalizados, si el resultado de la 
fiscalización ha sido aprobatorio; 

11) La Entidad fiscalizada y la que ha ejer- 
cido la fiscalización, si ésta no ha aprobado 
el acto o la disposición impugnados, salvo que 
ambos órganos fueren parte del Poder Eje- 
cutivo, en cuyo caso se demandará al Estado; 
o que la fiscalización desaprobatoria la haya 
ejercido la Contraloría General de la Repú- 
blica, caso en que regirá el inciso a) de este 
párrafo, sin perjuicio de que la Contraloría 
pueda intervenir como coadyuvante. 

Articulo 12. 1. Podrá intervenir en el pro- 
ceso, como parte coadyuvante del demandado, 
cualquier persona que tuviere interés directo 
en el mantenimiento del acto o de la dispo- 
sición que motiva la acción contencioso-admi- 
nistrativa. 

2. También podrá intervenir como coadyu- 
vante de la Administración que demandare la 
anulación de sus propios actos, quien tuviere 
interés directo en dicha pretensión. 

3. La oposición a la intervención del coad- 
yuvante, se tramitará por la vía incidental, 
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REPERTORIO ANUAL DE LEGISLACZÓN 1966 

dentro de los tres días posteriores a la notifi- 
cación del apersonamiento respectivo. 

Articulo 13. 1 .  Cuando la legitimación de las 
partes derivare de alguna relación jurídica 
trasmisible, el causahabiente podrá suceder, en 
cualquier estado del proceso, a la persona que 
inicialmente hubiese actuado como parte. 

2. Si en curso una reclamación, en vía admi- 
nistrativa o jurisdiccional, se transfiriere, por 
disposición legal, la competencia o atribución 
respectiva a otra Entidad con personería jurí- 
dica propia, la pretensión se continuará con 
el órgano sustituto, al que se le remitirá el 
expediente administrativo o contra el que se 
tendrá por enderezada la demanda, de oficio 
o a gestión de parte. 

Articulo 14 .  Los Colegios Profesionales, Sin- 
dicatos, Cámaras, Cooperativas. Asociaciones 
y demás entidades constituidas legalmente para 
velar por intereses profesionales o económicos 
determinados, estarán legitimados como parte, 
en defensa de estos intereses o derechos. 

Representación y defensa de las partes 

Articulo 15. 1. La representación y defensa 
de la Administración del Estado, ante la Ju- 
risdicción Contencioso-Administrativa, corres- 
ponderá a la Procuraduría General de la Re- 
pública. 

2. Los funcionarios de la Procuraduría Ge- 
neral de la República no podrán allanarse a 
las demandas dirigidas contra la Administración 
estatal, sin estar autorizados para ello por el 
Consejo de Gobierno, o, en su caso, por el res- 
pectivo Poder o Entidad. 

3. Sin embargo, si estimaren que el acto 
impugnado no se ajusta a Derecho, lo harán 
saber, en comunicación razonada, al Ministro 
o al Superior de que depende el órgano autor 
del acto, para que acuerde lo que estime 
procedente, en cuyo caso podrán solicitar la 
suspensión del proceso por el plazo de un mes. 

Articulo 16. La representación y defensa de 

las Entidades descentralizadas, o de los particu- 
lares, se regirá por las respectivas leyes orgá- 
nicas o por la legislaci6n común, en su caso. 

Articulo 17. 1.  Las personas que actúen como 
demandados en virtud de lo dispuesto en el 
párrafo 1, inciso b), del artículo 11, o como 
coadyuvantes, con excepción de la Contraloría 
General de la República, deberán litigar uni- 
dos y bajo una misma representación y direc- 
ción, siempre que sus posiciones no sean con- 
trarias. 

2. Si en el plazo que se les concediere no 
se pusieran de acuerdo para ello, el Tribunal 
resolverá lo que estime procedente. 

TfTULO TERCERO 

Objeto del juicio 

Actas impugnables 

Articulo 18. 1.  La acción será admisible en 
relación con las disposiciones y actos de la 
Administración que no sean susceptibles de 
ulterior recurso en vía administrativa, ya sean 
definitivos o de trámite; y en cuanto a estos 
últimos. si deciden directa o indirectamente 
el fondo del asunto, de tal modo que pongan 
término a aquella vía o hagan imposible G 

suspendan su continuación. 

2. La impugnación de las disposiciones de 
carácter general se regirá por lo previsto en 
el artículo 20. 

Articulo 19. 1 .  Cuando se formulare alguna 
petición ante la Administración Pública y esta 
no notificare su decisión en el plazo de dos 
meses, el interesado podrá considerar desesti- 
mada su instancia, al efecto de formular, frente 
a esta denegación presunta, el correspondiente 
reclamo administrativo o jurisdiccional, según 
proceda, o esperar la resolución expresa de su 
petición. 

2. En todo caso, la denegación presunta no 
excluirá el deber de la Administración de  dictar 
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T E X T O S  LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 

una resolución expresa debidamente fundada, 
dentro del plazo de un año señalado en el 
párrafo 2 del artículo 37. 

Artículo 20. 1. Las disposiciones de carácter 
general de la Administración del Estado, hIu- 
nicipalidades, Instituciones Autónomas y demás 
Entidades Públicas, podrán ser impugnadas di- 
rectamente, por ilegalidad, ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa, una vez aprobadas 
definitivamente en vía administrativa. 

2. Podrán serlo igualmente, por razones de 
constitucionalidad, tales disposiciones y los de- 
más actos de la Administración Pública, cuando 
ello no corresponda declararlo a la Corte 
Plena. 

3. También será admisible la impugnación 
de los actos de aplicacibn específica de las 
disposiciones generales, fundada en que éstas 
no son conformes a Derecho. 

4. La falta de impugnación directa de una 
disposición o la desestimación de la acción 
que frente a ella se hubiere interpuesto, no 
impedirán la impugnación de los actos de 
aplicación individual, fundada en el supuesto 
previsto en el párrafo anterior. 

Articulo 21.  1 .  No se admitirá la acción 
contencioso-administrativa respecto de: 

a) Los actos consentidos expresamente o por 
no haber sido recurridos en tiempo y forma, 
los que sean reproducción de otros anteriores 
ya definitivos o firmes, y los confirmados de los 
consentidos; y 

b) Las resoluciones que pongan término a la 
vía administrativa como previa a la judicial. 

2. En todo caso, se admitirá la impugnación 
contra los actos a que se refiere el inciso a) 
del párrafo anterior, cuando fueren nulos de 
pleno derecho y estén surtiendo efectos; pero 
ello Únicamente para fines de su anulación t. 
inaplicabilidad futura. 

der la declaración de no ser conformes a 
Derecho y, en su caso, la anulación de los 
actos y de las disposiciones susceptibles de 
impugnación, según el Capítulo anterior. 

Articulo 23. La parte demandante, a que 
se refiere el articulo 10, párrafo 3, podrá pre- 
tender, además de lo previsto en el artículo 
que antecede, el reconocimiento de una situa 
ción jurídica individualizada y la adopción 
de las medidas necesarias para el pleno resta- 
blecimiento de la misma, entre ellas la indem- 
nización de los daños y perjuicios, cuando 
proceda. 

"lrtici~lo 24. 1. La Jurisdiccih Contencioso- 
Administrativa juzgará dentro de los límites 
de las pretensiones formuladas por las partes 
y de las alegaciones deducidas para funda- 
mentar la acción y la oposición. 

2. No obstante, si el Tribunal al dictar 
sentencia estimare que la cuestión sometida a 
su conocimiento pudiera no haber sido apre- 
ciada debidamente por las partes, por existir 
en apariencia otros motivos susceptibles de 
fgridar la acción o la defensa, los someterá 
a aquéllas mediante providencia en la que, 
advirtiendo que no prejuzga el fallo definitivo, 
los expondrá y concederá a los interesados 
un plazo de ocho días para que formulen las 
alegaciones que estimen oportunas, con sus- 
pensión del plazo para pronunciar el fallo. 

Acumulación 

Artic~ilo 25. 1. Serán acumulables en un 
proceso las pretensiones que no sean incom- 
patibles entre sí y que se deduzcan en relación 
con un mismo acto o disposición. 

2. Lo serán igualmente las que se refieran 
a varios actos o disposiciones, cuando unos 
sean reproducción, confirmación o ejecución 
de otros o exista entre ellos cualquier conexión 
directa. 

Pretensiones de las partes Articulo 26. 1. El actor podrá acumular en 
su demanda cuantas pretensiones reúnan los 

Articulo 22. El demandante podrá preten- requisitos señalados en el artículo anterior. 
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2. Si el Tribunal no estimare pertinente la 
acumulación, ordenará a la parte cuáles accio- 
nes debe interponer por separado, concedién- 
dole un plazo de un mes para que lo haga; 
y si la parte no lo efectuare, se tendrá por 
c$uca aquella acción respecto de la cual no 
se hubiere dado cumplimiento a lo ordenado. 

Articulo 27. 1 .  Si antes de formalizarse la 
demanda, se dictare algún acto o disposición 
que guardare la relación a que se refiere el 
artículo 25, con el que está siendo objeto 
de ella, el demandante podrá solicitar la am- 
pliación de la acción al nuevo acto adminis- 
trativo o disposición dentro del plazo que 
señala el artículo 37. 

2. Solicitada la ampliación, se suspenderá 
el trámite del proceso en tanto no se pu- 
bliquen, respecto de ella, los anuncios que 
preceptúa el artículo 39 y se remita al Tribu- 
nal el expediente administrativo a que se 
refiere el nuevo acto o disposición. 

3. Interpuestos varios procesos contencioso- 
administrativo con ocasión de actos o dispo- 
siciones en los que concurra alguna de las 
circunstancias señaladas en el artículo 25, el 
Tribunal podrá, en cualquier momento y previa 
audiencia de las partes, decretar la acumulación, 
de oficio o a instancia de alguna de ellas. 

Cuantia de la acción 

Articulo 28. 1. La cuantía de la acción con- 
tencioso-administrativa se fijará en el escrito 
de interposición. 

2. Cuando asf no se hiciere, el Tribunal 
de oficio o a instancia de parte, requerirá al 
demandante para que la fije, concediéndole al 
efecto un plazo no mayor de cinco días, trans- 
currido el cual, sin haberlo realizado, se estará 
a la que fije el Tribunal, previa audiencia 
del demandado. 

3. Si el demandado no estuviere de acuerdo 
con la cuantía fijada por el demandante, lo 
expondrá por escrito al Tribunal, dentro del 
término y en la forma que prevC el CMigo 
de Procedimientos Civiles. 

Artículo 29. 1. La cuantía de la acción con- 
tencioso-administrativa será determinada por 
el valor de la pretensión objeto de la misma. 

2. Cuando existan varios demandantes, se 
atenderá al valor de la pretensión deducida 
por cada uno de ellos y no a la suma de 
todos. 

3. En los supuestos de acumulación, la cuantia 
será determinada por la suma del valor de 
las pretensiones objeto de aquella; pero no 
conferirá a las de cuantía inferior a diez mi1 
colones el recurso de casación. 

Articulo 30. 1. Para fijar el valor de la pre- 
tensión, se tendrán en cuenta las normas de 
la legislación procesal civil, con las especiali- 
dades siguientes: 

a) Cuando se solicite solamente la anula- 
ción del acto, se atenderá al contenido econó- 
mico del mismo, para lo cual se tendrán en 
cuenta el débito principal y los intereses al 
día de interposición, pero no los recargos, 
las costas ni otra clase de responsabilidad; y 

b) Cuando el demandante solicite, además 
de la anulación, el reconocimiento de una 
situación jurídica individualizada, la cuantia 
se determinará: 

1. Por el valor integro del objeto del re- 
clamo, si la Administracibn hubiere denegado 
totalmente, en vía administrativa, las preten- 
siones del demandante; y 

11. Por la diferencia de valor entre el re- 
clamo y la suma aceptada en el acto que 
motivó la acción, si la Administración hubiere 
reconocido parcialmente, en vía administrativa, 
las pretensiones del demandante. 

2. En todo caso, se reputarán de cuantía 
inestimable las acciones dirigidas a impugnar 
directamente las disposiciones generales. 
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TfTULO CUARTO 

Procedimiento 

Procedimiento ordinario o general 

Diligencias preliminares 

Articulo 31. 1. Será requisito para admitir 
la acción contencioso-administrativa el agota- 
miento de la vía administrativa. 

2. Este trámite se entenderá cumplido: 
a) Cuando se haya hecho uso en tiempo y 

forma de todos los recursos administrativos 
que tuviere el negocio; y 

b) Cuando la ley lo disponga expresamente. 

3. En todo caso, cuando lo impugnado 
emanare directamente de la jerarquía superior 
de la respectiva entidad administrativa y ca- 
reciere de ulterior recurso administrativo, de- 
berá formularse recurso de reposición o recon- 
sideración ante el mismo órgano que ha dictado 
el acto o la disposición, en el plazo de dos 
meses, a contar de la fecha en que se noti- 
fique o publique el acto, con los requisitos 
a que se refiere el artículo 38. 

Articulo 32. Se exceptuarán del recurso de 
reposición: 

a) Los actos presuntos, en virtud del silencio 
administrativo regulado en el artículo 19; 

b) Los actos no manifestados por escrito; y 
c) Las disposiciones de carácter general, en 

los supuestos previstos en los dos primeros 
párrafos del artículo 20. 

Articulo 33. 1. Transcurridos dos meses desde 
la interposición del recurso de reposición, sin 
que se haya producido y notificado la corres- 
pondiente resolución, se entenderá desestimado 
y quedará expedita la vía contencioso-admi- 
nistrativa. 

2. Si recayere resolución expresa, el plazo 
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para formular la acción se contará desde la 
notificación de la misma. 

3. La falta de agotamiento de la vía admi- 
nistrativa dará lugar a su alegación, por vía 
de defensa previa, si el Tribunal no apreciare 
el defecto en la oportunidad prevista en el 
artículo 41. 

4. Si así no se hiciere, para todos los efectos 
se tendrá por cumplido el trámite, sin perjui- 
cio de lo que resultare acerca de la firmeza o 
consentimiento del acto o de la disposición, 
por no haber sido recurridos administrativa- 
mente en tiempo y forma. 

Artículo 34. 1. La acción se deducirá indis- 
tintamente contra el acto que sea objeto de la 
reposición, contra el que resolviere ésta ex- 
presaniente o por silencio administrativo, o 
contra ambos a la vez. 

2. No obstante, si el acto que decida el 
recurso de reposición reformare el impugnado, 
la acción se deducirá contra aquP1, sin necesidad 
de nueva reposición. 

Artíczilo 35. 1. Cuando la propia Admi- 
nistración autora de algún acto declarativo 
de derechos, pretendiere demandar su anula- 
cihri ante la Jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa, deberá previamente declararlo lesivo 
a los intereses públicos, económicos o de otra 
naturaleza, en el plazo de cuatro años, a 
contar de la fecha en que hubiere sido dictado. 

2. Los actos dictados por un Departamento 
Ministerial no podrán ser declarados lesivos 
por un Ministro de distinto ramo, pero si por 
el Consejo de Gobierno, previa consulta a la 
Procuraduría General de la República. 

Interposición y admisión de la demanda 

Artículo 36. l .  La acción, cuando no se trate 
del proceso de lesividad, se iniciará por un  
escrito reducido a indicar el acto o disposición 
por razón del cual se reclama y a solicitar que 
se tenga por interpuesto el proceso. 

2. A dicho escrito se acompañará: 
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a) El documento que acredite la represen- 
tación del compareciente, cuando no sea el 
mismo interesado; 

b) El documento que acredite la representa- 
ción del personero de la Administración de- 
mandada, o, al menos, indicación del acuerdo 
de su nombramiento y publicación en el 
Diario Oficial; 

c) El documento que acredite la personería 
con que el demandante se presente en juicio, 
cuando la ostente por habersela trasmitido 
otro por herencia o por cualquier otro título; y 

d) Copia del acto o traslado del acto o de 
la disposición impugnados, o, cuando menos, 
indicación del expediente en que haya recaído 
o del periódico óficial en que se haya publi- 
cado. 

3. Si no se acompañaren tales documentos 
o los presentados fueren incompletos y, en 
general, siempre que el Tribunal estime que 
no concurren los requisitos necesarios para la 
validez de la comparecencia, señalará un plazo 
de diez días para que el demandante subsane 
el defecto, y si no lo hiciere, ordenará archi- 
var las actuaciones. 

4. El juicio formulado por la Administración 
autora de algún acto declarado lesivo, se ini- 
ciará con la presentación de la demanda a 
que se refiere el artículo 46, a la que se 
acompañará el expediente administrativo y 
tambien una copia certificada de la declara- 
ción de lesividad, cuando ésta no constare en 
aquel. 

Articulo 37. 1 .  El plazo para interponer el 
juicio será de dos meses, que se contará: 

a) Cuando el acto impugnado deba notifi- 
carse personalmente, desde el día siguiente 
al de la notificación; y 

b) En el caso de que no proceda la noti- 
ficación personal, desde el día siguiente al de 
la publicación oficial del acto o de la dispo- 
sición. 

2. En los supuestos de actos presuntos, por 
silencio administrativo, el plazo será de un 
año desde el día siguiente a aquel en  que 
se entienda desestimada la petición, salvo si 
con posterioridad -dentro de dicho plazo de 

un año- recayere acuerdo expreso, en cuyo 
caso será el indicado en el pirrafo anterior. 

3. El plazo para que la Administración utilice 
el proceso de  lesividad, será también de dos 
meses a partir del dia siguiente a aquel en que 
lo impugnado se declare lesivo a los intereses 
públicos. 

Articulo 38. 1 .  Las notificaciones y publi- 
caciones deberán reunir los requisitos ordena- 
dos por las leyes sobre procedimiento admi- 
nistrativo o, en su defecto, por las del procedi- 
miento civil, y los exigidos por las que regulen 
la publicación de las disposiciones de carácter 
general. 

2. Sin el cumplimiento de tales requisitos, no 
se tendrán por válidas ni producirán efectos 
legales ante la Jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa, salvo que los interesados, dándose 
por enterados, utilicen en tiempo y forma la 
acción. 

Artículo 39. El Tribunal, como primera pro. 
videncia, acordará que se anuncie, por una vez, 
sucintamente, en el "Boletín Judicial" y en 
un diario de circulaci6n nacional, la inter- 
posición de la acción, todo a costa de la parte 
actora. El aviso advertiri a los interesados el 
derecho que tienen de apersonarse en los autos. 

Articulo 40. 1. Al ordenar lo previsto en el 
articulo anterior, el Tribunal solicitará el 
expediente administrativo a la Entidad que 
hubiere dictado el acto o la disposición im- 
pugnados. 

2. El expediente deberá ser remitido en  el 
plazo máximo de ocho días, contado desde 
que se reciba el oficio, bajo la personal y 
directa responsabilidad del Jefe de la depen- 
dencia en que obrare el expediente. 

3. Si en el plazo señalado no se hubiere 
recibido el expediente, el Tribunal, de oficio, 
concederá un nuevo plazo de tres días, con 
apercibimiento de decretar el apremio corporal 
contra el funcionario remiso, si no se remitiere 
el expediente en el plazo indicado. 

4. Si transcurrido este último plazo no se 
hubiere remitido el expediente, el Tribunal 
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impondrá a los responsables de la desobedien- 
cia, una multa de cincuenta a quinientos colo- 
nes, que hará efectiva por medio de la res- 
pectiva Autoridad Judicial de Policía, a la 
cual se comunicará la imposición de la multa; 
y si esta no fuere satisfecha dentro del plazo 
no mayor de treinta días que al efecto les con- 
cederá esa autoridad, se convertirá en arresto 
a razón de dos colones por cada día. El 
importe de la multa se girará a favor del 
Colegio de Abogados. 

Articulo 41. 1. Si el Tribunal lo considerare 
procedente, declarará no haber lugar a la 
admisión del reclamo aun sin pedir el expe- 
diente administrativo, cuando constare de modo 
inequívoco y manifiesto: 

a) La falta de jurisdicción con arreglo al 
Capítulo Primero del Título Primero; 

b) Que la acción se deduce contra alguno 
de los actos no susceptibles de impugnación 
conforme a las reglas del Capítulo Primero del 
Título Tercero, excepto en el supuesto pre- 
visto en el párrafo final del artículo 21. 

c) Que ha caducado el plazo de interposición 
de la acción; y 

d) Que no está agotada la vía administrativa. 

2. El Tribunal, antes de declarar la inad- 
misión, hará saber a las partes el motivo en 
que se funde, para que, en el término de 
diez dias, aleguen lo que estimen procedente 
y acompañen los documentos a que hubiere 
lugar. 

3. Contra el auto que acordare la inadmi- 
sión por los motivos previstos en los incisos 
a), b) y c) del párrafo 1, se d a r h  los recursos 
ordinarios; y también el de casación, según la 
cuantía. 

4. Si se tratare del motivo a que se refiere 
el inciso d) , el Tribunal procederá en la 
forma prevista en el párrafo final del artículo 
96. 

Emplazamiento 

Articulo 42. La Administración demandada 
se entenderá emplazada y apersonada por la 
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notificación, a su representante legal, de la re- 
solución en que se solicite la remisión del 
expediente administrativo. 

Articulo 43 .  1. La publicación ordenada en 
el artículo 39 servirá de emplazamiento a las 
personas que, con arreglo al artículo 11, pá- 
rrafo 1, inciso b), estén legitimadas como parte 
demandada. 

2. El aviso servirá tambikn de emplazamiento 
a los coadyuvantes, a menos que se tratare 
de la Contraloría General de la República en 
el supucsto previsto por el mismo artículo 
11, párrafo 2.  inciso b), caso en el cual se le 
notificará, en su sede, la respectiva resolución. 

Articulo 4 4 .  1. El emplazamiento de los 
demandados, en el proceso de lesividad, se 
efectuará individualmente por el Tribunal, en 
la misma forma dispuesta para el proceso 
civil. 

2. Cuando el demandante supiere el domici- 
lio de las personas a que se refiere el párrafo 
1. del artículo precedente, deberá indicarlo al 
Tribunal, en el escrito de interposición, so pena 
de nulidad a fin de que sean emplazados 
también en la forma prevista para el proceso 
civil. 

Ariículo 45.  1. Los demandados y coadyu- 
vantes emplazados en virtud del aviso a que 
se refiere el artículo 39, podrán apersonarse en 
autos hasta el momento en que, con arreglo 
al artículo 47, párrafo 1, hayan de ser empla- 
zados para contestar la demanda, sin que e! 
plazo de apersonamiento pueda ser inferior 
a ocho días, contados a partir de la última 
publicación del aviso. 

2. Los directamente emplazados deberán com- 
parecer en el plazo de ocho días, a contar del 
siguiente a la notificación respectiva. 

3. En todo caso, si no se apersonaren dentro 
del referido plazo, continuará, el procedi- 
miento. sin que haya lugar a practicarles, en 
estrados o en cualquier otra forma, notifica- 
ciones de clase alguna. 

4. Si se apersonaren posteriormente, se les 
tendrá por parte, sin que por ello pueda retro- 
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traerse ni interrumpirse el curso del procedi- 
miento, excepto cuando el demandante, cono- 
ciéndolo, no hubiere indicado el domicilio don- 
de debían haber sido emplazados. 

Demanda y contestación 

Articulo 46. 1. Recibido el expediente ad- 
ministrativo o vencido el plazo previsto por 
el artículo 40, párrafo 3, el Tribunal acor- 
dará que el demandante deduzca la demanda 
en el plazo de treinta días. 

2. Si la demanda no fuere presentada en 
dicho plazo, de oficio se declarará caduca la 
acción y se devolverá, en su caso, el expe- 
diente administrativo. 

Articulo 47. 1. Presentada la demanda, se 
dará traslado de ella a las partes legitimadas 
como demandadas y coadyuvantes que estu- 
vieren apersonadas, para que la contesten en 
el plazo que señale el Tribunal, que no podrá 
ser inferior a quince ni mayor de treinta 
días. 

2. Si la parte no contestare la demanda en 
el plazo concedido al efecto, a petición de la 
contraria se tendrá por contestada afirmativa- 
mente en cuanto a los hechos, y a la parte en 
estado de rebeldía, sin perjuicio de que pueda 
comparecer en cualquier estado del proceso, 
entendiendose con ella la sustanciación, pero 
sin que esta pueda retroceder por motivo 
alguno. 

3. Será aplicable a la parte rebelde lo dis- 
puesto por el artículo 45, párrafo 3, salvo que 
tuviere oficina señalada, ante el Tribunal, para 
atender notificaciones. 

Articulo 48. 1. En los escritos de demanda 
y contestación se consignarán, con la debida 
separación, los hechos, los fundamentos de 
derecho y las pretensiones y excepciones que 
se deduzcan, en apoyo de las cuales podrán 
alegarse cuantas razones procedan, aunque no 
hubieren sido expuestas en la vía adminis- 
trativa. 

2. Lo relativo a presentación de documentos 
se regirá por la legislación procesal civil. 

Articulo 49. 1. Si las partes estimaren que el 
expediente administrativo no está completo, 
podrán solicitar, dentro del primer tercio del 
plazo concedido para formular la demanda o 
contestación, que se reclamen los antecedentes 
necesarios para completarlo. 

2. El Tribunal acordará lo pertinente, sin 
recurso alguno, en el plazo de tres días. 

3. De acogerse la solicitud, el plazo corres- 
pondiente quedará suspendido, mientras la 
Administración no complete el expediente, en 
el plazo y forma previstos en el artículo 40. 

S E C C I ~ N  QUINTA 

Defensas previas 

Articulo 50. 1. Los demandados y coadyu- 
vantes podrán alegar, dentro de los dos pri- 
meros tercios del emplazamiento para con- 
testar, las siguientes defensas previas: 

a) Las que funden en los motivos que, con 
arreglo al artículo 60, podrían determinar la 
inadmisibilidad de la acción; 

b) La litis-pendencia; y 

c) La falta de agotamiento de la vía admi- 
nistrativa. 

2. Del escrito correspohdiente se dará au- 
diencia por tres días al demandante, quien 
podrá ejercitar la facultad prevista en el articu- 
lo 96. 

Articulo 51.  1 .  Transcurrido el plazo para 
invocar defensas previas, no se les dará curso 
ni se atenderán sin perjuicio de la facultad con- 
ferida al Tribunal por el articulo 60. 

2. Las defensas previas no suspenderán el 
plazo para contestar la demanda. 

Articulo 52. 1. No se dará recurso alguno 
contra el auto que desestime las defensas pre- 
vias, sin menoscabo tambikn de lo previsto 
en el artículo 60; y el que las acoja, tendrá 
los ordinarios y el de casación, según la cuan- 
tía. 
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2. En el auto que declare con lugar las 
defensas previas se declarará, a la vez, sin 
curso la demanda. 

3. Firme dicho auto, se devolverá el expe- 
diente administrativo a la oficina de proce- 
dencia. 

Prueba 

Articulo 53 .  1. No procederá el recibimiento 
del proceso prueba cuando hubiere confor- 
midad acerca de los hechos entre las partes, 
aunque una de éstas fuese la Administración 
Pública. 

2. Se recibirá, por consiguiente, el proceso 
a prueba, cuando exista disconformidad en 
cuanto a los hechos y éstos fuesen de indudable 
trascendencia, a juicio del Tribunal, para la 
resolución del caso. 

Articulo 54. 1. La Administración Pública 
no podrá ser obligada a absolver posiciones por 
medio de sus agentes, pero todos ellos, cual- 
quiera sea su jerarquía, estarán obligados a 
suministrar los informes que el Tribunal les 
solicitare. 

2. Admitido por el Tribunal el interroga- 
torio correspondiente. la parte contraria podrá, 
dentro del plazo de tres días, formular un 
contrainterrogatorio al funcionario, que admi- 
tirá el Tribunal si fuese pertinente. 

3. El Tribunal podrá formular también las 
preguntas o repreguntas que estime del caso. 

4. Si el funcionario no contestare o lo hiciere 
con evasivas, podrán ser tenidas por exactas las 
manifestaciones que la parte hubiere hecho 
acerca de los hechos respectivos. 

5. Los despachos con los interrogatorios, 
correspondientes serán entregados, bajo cono- 
cimiento, a quien represente en el juicio a la 
autoridad de quien dependa el funcionario cuyo 
testimonio se requiere por informe. 

6. El mismo representante estará obligado 
a presentar al Tribunal la contestación dentro 
del plazo señalado, o, en su defecto, la prueba 
de que entregó el despacho a su destinatario. 
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Articulo 55. 1 .  Recibida la contestación, se 
hará saber a las partes, las que, al igual que 
el Tribunal, dentro de un plazo de tres días, 
podrán solicitar cualquier adición o aclaración 
pertinentes. 

2. Admitida la adición o aclaración, se expe- 
dir& nuevo despacho, en la forma y términos 
previstos en el artículo precedente: pero redu- 
cido a la mitad el plazo de contestación. 

Articulo 56. l .  Los informes se considerarán 
dados bajo juramento. 

2. Por consiguiente, cualquier inexactitud 
o falsedad, hará incurrir al funcionario en las 
penas del perjurio o del falso testimonio, según 
la naturaleza de los hechos contenidos en el 
informe. 

Articulo 57.  1. El resultado de las pruebas 
que el Tribunal ordenare para mejor proveer, 
se pondrá en conocimicnto de las partes, las 
cuales podrán, en el plazo de tres días, alegar 
cuanto estimen conveniente acerca de su alcan- 
ce e importancia. 

2. Cuando la Administración Pública viniere 
obligada a realizar algún depósito de dinero 
para atender gastos del proceso, como hono- 
rarios de peritos, dietas de testigos, etcétera, 
el Tribunal le concederá un plazo prudencial 
para que lo haga, teniendo en cuenta la tra- 
mitación legal que, según la Entidad de que 
se tratare, sea necesaria para la emisión del 
acuerdo de pago correspondiente, sin que pueda 
exceder de dos meses. 

Conclusiones 

Articulo 58. 1. Concluida la fase de alega- 
ciones o la probatoria, en su caso, el Tribunal 
concederá a las partes un plazo no menor 
de ocho ni mayor de quince días para que 
formulen unas conc:usiones sucintas acerca de 
los hechos alegados, la prueba practicada y los 
fundamentos jurídicos en que, respectivamente, 
apoyen sus pretensiones. 

2. En el escrito de conclusiones, el demari- 
dante podrá solicitar que la sentcncia formule 
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pronunciamiento concreto sobre la existencia 
y cuantía de los daños y perjuicios de cuyo 
resarcimiento se trate, si constaren ya probados 
en autos. 

Sentencia 

Articulo 59. 1 .  La sentencia pronunciará al- 
guno de los fallos siguientes: 

a) Inadmisibilidad de la acción; y 
b) Procedencia o improcedencia de la acción. 

2. Contendrá, además, el pronunciamiento 
que corresponda respecto de las costas. 

Articulo 60. Se declarará la inadmisibilidad 
de la acción en los casos siguientes: 

a) Que su conocimiento no correspondiere a 
la Jurisdicción contencioso-administrativa; 

b) Que se hubiere interpuesto por persona 
incapaz, no representada debidamente o no 
legitimada; 

c) Que tuviere por objeto actos no suscep- 
tibles de impugnación, a tenor del artículo 21; 

d) Que recayere sobre cosa juzgada, que 
podrá apreciar de oficio el Tribunal; 

e) Que los escritos de interposición de la 
acción o de formalización de la demanda se 
hubieren presentado fuera de los plazos res- 
pectivos; y 

f) Que dichos escritos adolecieron de defec- 
tos formales que impidan verter pronuncia- 
miento en cuanto al fondo. 

Articulo 61. 1. La sentencia desestimará la 
acción cuando el acto o disposición impug- 
nados se ajustaren a Derecho. 

2. La acción será declarada procedente cuan- 
do el acto o la disposición incurriere en cual- 
quier forma de infracción del Ordenamiento 
Jurídico. 

Articulo 62. Si la sentencia acogiere la ac- 
ción: 

a) Declarará no ser conforme a Derecho y, 
en su caso, anulará total o parcialmente el 
acto o la disposición impugnados; 

b) Si se hubiere'n deducido las pretensiones 
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a que se refiere el artículo 23, reconocerá la 
situación jurídica individualizada y adoptará 
cuantas medidas sean necesarias para su pleno 
restablecimiento y reconocimiento; y 

c) Si se hubiere pretendido el resarcimiento 
de daños o la indemnización de perjuicios, 
la sentencia podrá formular pronunciamiento 
concreto sobre la existencia y cuantía de 
los mismos, siempre que constare probada en los 
autos; en otro caso, se limitará a declarar el 
derecho y quedará al periodo de ejecución de 
sentencia la determinación de la correspon- 
diente cuantía. 

Articulo 63. 1. La sentencia que acordare 
la inadmisibilidad o desestimación de la ac- 
ción, sólo producirá efectos entre las partes. 

2. La que anulare el acto o la disposición, 
producirá efectos entre las partes y respecto 
de las personas afectadas por los mismos. 

Articulo 64. Las partes podrán solicitar la 
aclaración o adición de las sentencias en los 
términos previstos en la ley procesal civil. 

S E C C I ~ N  NOVENA 

Otros modos de terminación del proceso 

Articulo 65. 1 .  El demandante podrá desistir 
del proceso comenzado antes de recaer sen- 
tencia. 

2. El desistimiento dará fin al proceso ini- 
ciado, pero la pretensión podrá ejercitarse en 
nuevo proceso, si no hubiere caducado. 

3. Para desistir no será necesario el consen- 
timiento de la parte demandada ni de los 
coadyuvantes. 

4. El Tribunal dictará resolución en la que 
declarará terminado el procedimiento y orde- 
nará archivar las actuaciones y la devolución 
del expediente administrativo. 

5. Si fueren varios los demandantes, el pro- 
ceso continuará respecto de aquellos que no 
hubieren desistido. 

Articulo 66. 1. Los demandados podrán alla- 
narse a la pretensión. 
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2. En tal supuesto, el Tribunal, sin más 
trámites, citará para sentencia, que será dictada 
de conformidad con las pretensiones del deman- 
dante, salvo si ello supusiere una infracción 
manifiesta del Ordenamiento Jurídico o fuere 
demandada la Administración estatal, en cuyo 
caso dictará la sentencia que estime justa y 
conforme a I)ereclio. 

3. Si fueren varios los demandados, el pro- 
cedimiento seguirá respecto de aquellos que no 
se hubieren allanado. 

Articulo 67. 1. Si hallándose en tramitación 
el proceso, la Administración demandada reco- 
noiiere totalmente, en vía administrativa, las 
pretensiones del demandante, cualquiera de 
las partes podrá ponerlo en conoci&ento del 
Tribunal, si la Administración no lo hiciere. 

2. El Tribunal, previa comprobación de lo 
alegado, declarará terminado el proceso y orde- 
nará archivarlo y la devolución del expediente 
administrativo. 

3. Si se tuviere por concluido el proceso o 
se desistiere de 61 por haber dictado la Admi- 
nistración el acto a que se refiere el párrafo 
1, y, después la misma Administración dictare 
un nuevo acto revocatorio de aquél, el deman- 
dante podrá interponer otra vez la acción, sin 
previo recurso administrativo o de reposición, 
contándose el plazo desde el día siguiente a 
la notificación o publicación del acto revoca- 
torio. 

Articulo 68. 1. Presentada la demanda, si 
antes de recaer sentencia se detuviere el proce- 
dimiento durante seis meses, por culpa del ac- 
tor, se declarará caducado el proceso, de oficio 
o a gestión de parte. 

2. En este caso, el Tribunal dictará resolu- 
ción en los términos del parráfo 4, del artículo 
65. 

3. La resolución que denegare la caducidad 
del proceso tendrá los recursos ordinarios. 

4. Y la que la declare, los mismos y el de 
casación, según la cuantía. 

Articulo 69. 1. En los supuestos de desisti- 
miento, satisfacción extraprocesal de la preten- 

sión y caducidad del proceso, no habrá conde- 
natoria en costas. 

2. Sin embargo, se impondrá el pago de las 
procesales y personales causadas, si la parte in- 
teresada lo reclamare, por adición, dentro de los 
tres días posteriores a la notificación del auto 
que tenga por concluido el procedimiento, y 
siempre que el Tribunal hallare mérito para 
la condenatoria. 

3. En tal supuesto, el término para recurrir 
del auto que tuviere por concluido el proce- 
dimiento, se contará a partir del siguiente a la 
notificación de la resolución que estimare o 
denegare la adición. 

Recursos 

Articulo 70. Salvo lo dispuesto por esta ley, 
los recursos se regirán por la legislación proce. 
sal civil. 

Articulo 71. 1 .  Los coadyuvantes podrán ape- 
lar con independencia de las partes principales. 

2. No obtante, si les fuere exigida, deberán 
rendir la garantía que la ley de procedimiento 
civil determina para los terceros interesados 
apelantes, excepto si se tratare de la Contralo- 
ría General de la República. 

Articulo 72. La admisión de la apelación en 
ambos efectos no impedirá que el interesado, 
en cualquier momento, solicite la adopción de 
las medidas cautelares que sean pertinentes para 
asegurar, en su oportunidad, la ejecución de la 
sentencia. 

Articulo 73. Cuando el Superior dejare sin 
efecto la sentencia que haya declarado la inad- 
misibilidad de la acción, resolverá, al mismo 
tiempo, sobre el fondo del negocio. 

Articulo 7 4 .  Se dará también recurso de ca- 
sación por la forma contra la sentencia que 
declare la inadmisibilidad de la acción, si la 
cuantía excede de diez mil colones o es ines- 
timable. 
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Articulo 75.  En ningún caso podrá interpo- 
nerse recurso de revisión despues de transcu- 
rridos cinco años de la sentencia firme que hu- 
biere podido motivarlo. 

De la ejecución de  sentencia 

Articulo 76. Firme la sentencia, el Tribunal 
dictará o dispondrá, a solicitud de parte, las 
medidas necesarias y apropiadas para su pronta 
y debida ejecución. 

Artículo 77. 1 .  Cuando la Administración 
Pública fuere condenada al pago de una can- 
tidad líquida, deberá acordarlo y verificarlo de 
inmediato, si hubiere presupuesto. 

2. Si para ello fuere preciso alguna reforma 
de presupuesto o la promulgación de uno ex- 
traordinario, se iniciará la tramitación respec- 
tiva dentro de los tres meses siguientes. 

Articulo 78.  1. Para tales efectos, firme la 
sentencia o la resolución que determine la suma 
líquida, el Tribunal, tambien a petición de 
parte, expedirá comunicación para la Oficina 
de Presupuesto y la Contraloría General de la 
República, que deberá entregar bajo conoci- 
miento. 

2. Pasados tres meses del recibo de la comu- 
nicación, dichas dependencias no cursarán o 
aprobarán, en su caso, ningún presupuesto or- 
dinario o extraordinario de la Administración 
obligada al pago, si en los mismos no se con- 
templa la partida necesaria para el cumpli- 
miento de la sentencia o sentencias. 

3. En el pago deberá seguirse un orden rigu- 
roso de presentación o comunicación. 

4. En todo caso, cuando la Administración 
demandada alegare, dentro de los 30 dias pos- 
teriores a la firmeza del fallo, que el cumpli- 
miento de este, en sus propios terminos, habría 
de producir trastorno grave a su Hacienda para 
la realización de sus fines normales o para la 
atención de sus obligaciones previamente con- 
traídas, podrá, mediante aprobación de la Con- 
traloria General de la República, fijar la mo- 

dalidad de pago que de cumplimiento al fallo 
en la forma que sea menos gravosa para el Te- 
soro Público, sin perjuicio de lo que al respecto 
convengan las partes. 

Artículo 79. Aunque la sentencia no lo dis- 
pusiere, la Administración vendrá obligada al 
pago de intereses por todo el tiempo de atraso 
en la ejecución. 

Articulo 80. 1 .  Si la sentencia recayere sobre 
bienes que la autoridad administrativa estuviere 
autorizada a expropiar, podrá solicitar que se 
suspenda la ejecución, declarando que, dentro 
de los quince días siguientes, iniciará el corres- 
pondiente juicio de expropiación. 

2. Vencido ese termino sin que se haya 
iniciado este juicio, a petición de parte se se- 
guirá adelante la ejecución. 

Articulo 81. 1. Será caso de responsabilidad 
civil y penal la infracción de lo preceptuado 
en los artículos anteriores acerca de la ejecu- 
ción de las sentencias. 

2. Los funcionarios o empleados a quienes 
se ordenare el cumplimiento de la sentencia, 
no podrán excusarse en la obediencia jerár- 
quica; pero para deslindar su responsabilidad, 
podrán hacer constar por escrito, ante el Tri- 
bunal, las alegaciones pertinentes. 

3. La renuncia del funcionario requerido por 
el Tribunal, o el vencimiento del periodo de 
su nombramiento, no le eximirá de las respon- 
sabilidades, si ello se produce despues de haber 
recibido la comunicación que le mandaba cum- 
plir la sentencia. 

4. Si los supuestos del párrafo anterior ocu- 
rrieren antes de la notificación de la sentencia, 
quien reemplace al funcionario deberá darle 
cumplimiento inmediato, bajo pena de las san- 
ciones correspondientes. 

5. A falta de normas más severas, la inejecu- 
ción de las sentencias será castigada con prisión 
de uno a cinco años. 

6. Los funcionarios culpables no podrán go- 
zar de los beneficios de libertad provisional, sus- 
pensión de la pena, libertad condicional o in- 
dulto, ni podrán desempeñar cargos públicos 
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durante cinco años después del cumplimiento 
de la condena. 

Procedimientos especiales 

Materia tributaria o impositiva 

Articulo 82. El procedimiento se ajustará a 
lo dispuesto en esta Sección, cuando la impug- 
nación tuviere por objeto cualquier acto o dis- 
posición sobre fijación o liquidación de im- 
puestos, contribuciones, tasas, multas y demás 
rentas o creditos públicos definitivamente es- 
tablecidos en vía administrativa, y no fuere la 
Administración la que demanda contra su pro- 
pio acto. 

Artículo 83. 1 .  De Ia impugnación conocerá 
en única instancia el Tribunal Superior respec- 
tivo. 

2. En el escrito de interposición se fijará 
concretamente el valor de la pretensión ejerci- 
tada, y al mismo se acompañará el docun~ento 
que acredite el pago, en la caja de la Entidad 
de que se tratare, de la cantidad respectiva, 
cuando ello sea exigido así por las leyes tri- 
butarias. 

3. Si el documento ya constare en el expe- 
diente administrativo, bastará con que se in- 
dique así. 

4. El plazo de interposición será de treinta 
días, a partir de la notificación del acto o dis- 
posición. 

5. E1 expediente administrativo deberá re- 
mitirse en el plazo Unico de cinco días, con 
aplicación, en su caso, de lo previsto en el ar- 
ticulo 40. 

6. Los plazos de formalización de la demanda 
y contestación, serán de quince días. 

7. Las defensas previas deberán invocarse en 
el escrito de contestación. 

8. El plazo para evacuar Ia prueba pertinen- 

te, que habrá de ofrecerse en los escritos de 
demanda y contestación, será de diez días. 

9. En ningún caso se accederá a la suspensión 
de la ejecución del acto o disposición impug- 
nados. 

10. Contra lo que resolviere en definitiva el 
Tribunal, se darh recurso de casación, según la 
cuantía. 

11. Cuando la resolución final fuere favora- 
ble total o parcialmente al contribuyente y 
éste se hubiere visto obligado a pagar, la Ad- 
ministracibn demandada vendrá obligada a re- 
conocer intereses sobre la suma respectiva, desde 
el momento del depósito al día de su devolu- 
ción. 

Materia municipal 

Articulo 81. La impugnación jurisdiccional 
establecida en el artículo 173 de la Constitu- 
cibn Política, será de conocimiento del Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo y Civil de 
Hacienda. 

Articulo 85. Por consiguiente, denegado el 
veto del Gobernador o la revocatoria interpues- 
ta por el particular, la Municipalidad elevará 
los autos al Tribunal, previo emplazamiento, 
según la distancia, de las partes y demfis inte- 
resados. 

Articulo 86. 1. Recibidas las actuaciones, el 
Juzgado dará ocho días a las partes e interesa- 
dos apersonados, para que formulen conclu- 
siones. 

2. Luego, dictará la resolución final. 

3. Lo así resuelto, si recayere sobre el fondo, 
no impedirá que las partes discutan la situa- 
ción en la vía plenaria judicial correspondiente, 
según la naturaleza del derecho y del título 
de que se tratare. 

4. En todo caso, si dicho pronunciamiento 
fuere adverso a la Municipalidad, para que 
esta pueda accionar en la vía correspondiente, 
será necesario que previamente lo declare lesivo 
a los intereses públicos, sin que pueda ne- 
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garse a ejecutarlo mientras no sea dejado sin 
efecto por los Tribunales de Justicia. 

5. Cuando la Municipalidad, denegare un 
reclamo expresa o presuntamente, y diere por 
agotada la vía administrativa, será innecesario 
apelar ante el Juzgado, para los efectos de acu- 
dir a la acción respectiva. 

SECCI~N TERCERA 

Separacidn de Directores de Entidades 
Descentralizadas 

Articulo 87. La impugnación contra los actos 
que de cualquier modo dispusieren la separa- 
ción, antes del vencimiento del periodo respec- 
tivo, de algún Director de las Entidades des- 
centralizadas, deberá interponerse, sin recurso 
previo de reposición, dentro del dkcimoquinto 
día. a partir de la notificación o de la publi- 
cación. 

Artículo 88. 1. Conocerá de la impugnación 
el Tribunal Superior respectivo. 

2. Recibido el escrito de interposición, el 
Tribunal solicitará la remisión del expediente 
administrativo dentro del plazo único de cinco 
días, con aplicación, en su caso, de lo previsto 
on el artículo 40. 

3. Los plazos de formalización de la demanda 
y contestación, serán de quince días. 

4. Las pruebas deberán ser ofrecidas en los 
escritos de demanda y contestación, y se eva- 
cuarán a la brevedad del caso, sin que el plazo 
pueda exceder de quince días. 

5. El plazo para formular conclusiones será 
de seis días. 

6. La anulación de lo impugnado equivaldrá 
a la restitución del demandante en su cargo, 
salvo que ya estuviere vencido el periodo, caso 
en el cual se impondrá el pago de daños y 
perjuicios. 

7. En todo caso, el reclamante tendrá siem- 
pre derecho el pago de las dietas o salarios 
caídos, si lo pidiere en la demanda. 

8. La sentencia estimatoria implicará, además, 

la anulación del acto que haya designado sus- 
tituto del reclamante. 

9. Al sustituto se le tendrá por emplazado 
en virtud de la reclamación del expediente ad- 
ministrativo, sin que proceda la excusa de que 
la autoridad reclamada no le comunicó lo perti- 
nente. 

10. Contra lo resuelto por la Sala, se dará re- 
curso de casación con independencia de la 
cuantía. 

SECCI~N CUARTA 

De los contratos de la administración 
y de las licitaciones 

Artículo 89. Será de conocimiento del Tribu- 
nal Superior respectivo, la impugnación de los 
contratos de la Administración Pública y de la 
decisión final que recayere en toda licitación 
del Estado. 

Articulo 90. 1. El recurso se interpondrá 
dentro del plazo de tres dias a partir del si- 
guiente al de la notificación o de la publica- 
ción respectiva. 

2. Recibido el escrito de interposición, el 
Tribunal pedirá el expediente administrativo, 
que deberá ser remitido dentro del plazo único 
de cinco días, con aplicación, en su caso, de lo 
previsto en el artículo 40. 

3. Por la petición del expediente, quedarán 
emplazados el órgano administrativo y los de- 
más. interesados, a fin de que dentro de tres 
días ocurran ante el Tribunal. 

4. Recibido el expediente o vencido el plazo 
para su remisión, se dará al impugnante un 
plazo de ocho dias para que formalice la 
demanda. 

5. Recibida la demanda, el Tribunal oirá por 
ocho días a los interesados que hayan con- 
currido al emplazamiento. 

6. Contestada la audiencia si fuere proceden- 
te la recepción de las pruebas ofrecidas en los 
escritos de demanda y contestación, se evacuarán 
a la mayor brevedad sin que el plazo pueda 
exceder de ocho días. 
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7. En supuestos de urgencia, el Tribunal 
podrá reducir los plazos prudencialmente. 

8. La resolución del Tribunal no tenrdrá 
recurso. 

Disposiciones comunes 

Suspensicín del acto o de la Disposicicín 
impugnados 

Articulo 91. 1. La interposición de la deman- 
da no impedirá a la Administración ejecutar 
el acto o la disposición impugnada, salvo que el 
Tribunal acordare, a instaiicia del demandante, 
la suspensión. 

2. Procederá ésta cuando la ejecución hu- 
biere de ocasionar daños o perjuicios de re- 
paración imposible o difícil. 

Articulo 92. 1. La suspensión podrá pedirse 
en cualquier estado del proceso y se sustan- 
ciará en legajo separado. 

2. De la solicitud, el Tribunal dará audien- 
cia por tres días a la Administración deman- 
clada. 

3. Transcurrido el plazo, con contestación o 
sin ella, el Tribunal resolverá lo procedente. 

4. En casos especialísimos, podrá el Tribu- 
nal, desde el escrito de interposición y prima 
facie, ordenar la suspensión, siempre a petición 
del demandante. 

Articulo 93. 1. Cuando el Tribunal ordenare 
la suspensión de plano o cuando se lo solici- 
tare la parte demandada en el otro supuesto, 
exigirá, si pudiere resultar algún daño o perjui- 
cio a los intereses públicos o de tercero, la 
caución suficiente para responder de ellos. 

2. La caución habrá de constituirse en depó- 
sito de dinero efectivo, valores públicos o aval 
bancario. 

3. La orden de suspensión no se llevará a 

efecto mientras la caución no esté constituida 
y acreditada en autos. 

1. Levantada la suspensión, al término del 
proceso o por cualquier otra causa que no sea 
el acuerdo de las partes, la Administración o 
persona que pretendiere tener derecho a in- 
demnización de los daños y perjuicios causa- 
dos por la suspensión, deberá solicitarlo ante 
el Tribunal por los trámites de los incidentes, 
dentro de los dos meses siguientes a la fecha 
del levantamiento; y si no se formulare la so- 
licitud dentro de dicho plazo, o no se acredi- 
tare el derecho, se cancelará seguidamente la 
garantía constituida y se devolverá, en su caso, 
el depósito a quien corresponda. 

5. Cuando la parte demandante no gestionare 
los autos principales con la. diligencia del caso, 
el Tribunal podrá levantar la suspensión, a 
gestión cie parte. 

6. El Tribunal comunicará la suspensión a 
la Adniinistración respectiva, siendo aplicable 
a la efectividad de la misma lo dispuesto en el 
Capítulo Tercero de este Título. 

Incidentes e invalidez de los actos procesales 

Articulo 94. Todas las cuestiones incidentales 
que se suscitaren en el proceso, incluso las que 
se refieran a la nulidad de actuaciones, se sus- 
tanciarán en legajo separado y sin suspender 
el curso de los autos. 

Articulo 95. 1. La nulidad de un acto no 
implicará la de los anteriores ni la de los su- 
cesivos que fueren independientes de él. 

2. El Tribunal que pronunciare la nulidad 
de actuaciones deberá disponer, siempre que 
fuere posible, la conservación de aquellos actos 
cuyo contenido pudiere mantenerse a pesar de 
la infracción origen de la nulidad. 

Articdo 96. 1. Cuando se alegare que alguno 
de los actos de las partes no reúnen los requi- 
sitos legales, la que se hallare en tal supuesto 
podrá subsanar el defecto dentro de los diez 
días siguientes a aquel en que se notificare la 
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alegación, siempre que con anterioridad no se 
le hubiere concedido plazo expreso pnra el 
cumplimiento del requisito. 

2. Cuando el Tribunal apreciare de oficio la 
existencia de alguno de los defectos a que se 
refiere al párrafo anterior, dictará resolución 
en la que los reseñe y otorgue el mencionado 
plazo para la subsanación, con suspensión, en 
su caso, del fijado para dictar sentencia. 

3. Si el defecto consistiere en que la acción 
es prematura por no haberse agotado la vía 
administrativa, y fuere denunciado en la for- 
ma prevista en  el párrafo 3 del artículo 33, 
el Tribunal requerirá al demandante para que 
formule el recurso administrativo del caso en 
el plazo de diez días, y si se acreditare dentro 
de  los cinco siguientes haberlo deducido, que- 
dará en suspenso el procedimiento hasta que 
sea resuelto en forma expresa o presunta. 

SECCI~N TERCERA 

Costas 

Articulo 97. Todos los escritos y actuaciones 
deberán extenderse en el papel sellado corres- 
pondiente a la cuantía del asunto, con las ex- 
cepciones que el Código Fiscal u otras leyes 
establezcan. 

Articulo 98. La parte vencida podrá ser exo- 
nerada del pago de las costas: 

a) Cuando mediare oportuno allanamiento 
de la Administración a las pretensiones del 
demandante; pero no se la eximirá si la deman- 
da reprodujere sustancialmente lo pedido en 
la reclamación administrativa denegada, y esa 
denegación fundare la acción; 

b) Cuando la sentencia se dictare en virtud 
de pruebas cuya existencia verosímilmente no 
haya conocido la contraria y por causa de ello 
se hubiere justificado la oposición de la parte; 
Y 

c) Cuando por la naturaleza de las cuestio- 
nes debatidas haya habido, a juicio del Tribu- 
nal, motivo bastante para litigar. 

Articulo 99. 1. No habrá lugar a la condena- 
toria en costas cuando la parte vencedora hu- 
biese incurrido en plus petitio. 

2. Habrá plus petitio cuando la diferencia 
entre lo reclamado y lo obtenido en definitiva 
fuere de un 15% o más, a no ser que las bases 
de la demanda fuesen expresamente considera- 
das provisionales o su determinación dependie- 
re del arbitrio judicial o dictamen de peritos. 

3. Cuando no pudiere fijarse la suma en 
sentencia, la condenatoria en costas, si proce- 
diere, tendrá el carácter de provisional, para 
los fines de lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Articulo 100. 1. Con el sesenta y cinco por 
ciento de las costas personales que deben abo- 
narse a la Administración del Estado, se cons- 
tituirá un fondo especial, a ia orden del Tri-  
bunal, para atender únicamente a las condenas 
en costas personales que se impongan a la mis. 
ma Administración. 

2. El treinta y cinco por ciento (3573 res- 
tante corresponderá, en cada caso, al abogado 
del Estado que haya dirigido el proceso, aun- 
que laborare a sueldo fijo, siendo entendi- 
do que si hubiesen participado varios, la dis- 
tribución se hará en relación con el trabajo 
realizado por cada uno. 

3. La circunstancia de que los fondos del 
párrafo 1, no alcanzaren para cubrir determi- 
nadas costas personales impuestas a la Admi- 
nistración del Estado, no impedirá que el inte- 
resado formule directamente el cobro ante &d. 

4. Si se tratare de las demás Entidades Públi- 
cas, el sesenta y cinco por ciento les será girado 
y el resto al abogado director del juicio, aunque 
laborare a sueldo fijo. Queda a salvo lo dis- 
puesto en los respectivos contratos de trabajo. 

5. Para el pago de las costas, en todo caso, 
regirán los artículos 78, 79 y 81. 

Articulo 101. La parte coadyuvante no deven- 
gará ni pagará costas más que por razón de las 
alegaciones o incidentes que ella promueva con 
independencia de la parte principal. 

CAP~TULO SEXTO 

Disposiciones finales 

Articulo 102. Al devolverse cualquier expe- 
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diente administrativo, la Secretaria del Tribunal 
pondri constancia de la resolución final recaída 
en el proceso, con indicación de su fecha y del 
rírgario que la dictó, así como del número y ano 
del expediente. 

Articulo 103. En lo no previsto en esta ley 
regirán, como supletorios, el Código de I'roce- 
dimientos Civiles y lai disposiciones orgánicas 
generales del Poder Judicial. 

Articulo 104. La presente ley regirá a partir 

del primero de marzo de mil novecientos se- 
senta y seis. 

A ~ t i c u l o  105. 1. Se deroga la ley N? 1226 de 
15 de noviembre de 1950 (Sobre el juicio Con- 
tencioso-Administrativo). 

2. El inciso 1) del artículo 86 de la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial se leerá así: "1) De 
los juicios contencioso-administrativos". 

3. Quedan modificadas todas las leyes que 
se opongan a la presente, en la parte en que 
deban aplicarse a la materia contencioso-admi- 
nistrativa, entre ellas los artículos 96, 227 pá- 
rrafo 20 y 228 del Código de Procedimientos 
Civiles, los artículos 17, 18 y 19 de la Ley Orgá- 
nica de Procuraduría General de la República 
(N0 S3 de I ?  de diciembre de 1928 y Decreto- 
Ley N? 40 de 2 de junio de 1948) ; y los ar- 
tículos 10, 11, 13 y 15 de la ley N? 11 de 10 de 
septiembre de 1923, reformados por la N? 1401 

de 6 de diciembre de 1951 (impugnación de 
acuerdos municipales) . 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

I .  Las acciones contencioso-administrativas in- 
terpuestas con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley, cualquiera que sea su estado 
procesal, continuarán sustanciándose en todos 
sus trámites y recursos por las normas que re- 
gían a la fecha de su iniciación. 

IZ. Las que se interpusieren después de la 
vigencia de esta Ley, se ajustarán a lo en ella 
dispuesto, pero el plazo para interposición de 
las que se refieran a actos dictados con ante- 
rioridad, será el establecido en la legislación 
que se deroga. 

I I I .  1. El Poder Ejecutivo deberá someter 
a conocimiento de la Asamblea Legislativa, 
dentro del plazo de seis meses, un  proyecto 
de presupuesto extraordinario para atender y 
pagar todas las condenatorias judiciales que 
existieren contra la Administración del Es- 
tado. 

2. Si para ello fuere necesario emitir Bonos, 
los interesados podrán recibirlos a la par en 
pago de sus acreencias, o esperar posibilidades 
presupuestarias para que el pago se les haga 
en dinero efectivo. 

3. Dentro del mismo plazo de seis meses de- 
berán las demás Entidades Públicas pagar 
cuanta suma deban con motivo de sentencias 
judiciales. 

I V .  Mientras no se establezcan los Tribuna- 
les Superiores previstos en el artículo 70, inci- 
so b),  conocerán las Salas Civiles, según dis- 
tribución que acordará la Corte Plena, de las 
impugnaciones a que se refieren los artículos 
83, párrafo l?, 88, párrafo l? y 89. 
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CUBA 

LEY N? 1186 (25-IV-1966, G. O. 29-IV-1966). 
Ley Orgánica de la Junta Central de Pla- 
nificación. 

Disposiciones generales 

Articulo l .  La Junta Central de Planifica- 
ción se regirá en lo sucesivo por las disposi- 
ciones de la presente Ley. 

Articulo 2 .  La Junta Central de Planifica- 
ción es el organismo de la Administración 
Nacional encargado de asistir al Gobierno 
Revolucionario en el ejercicio de sus funciones 
de dirección de la economía nacional y, espe- 
cialmente, de planificación del desarrollo eco- 
nómico y social del país. 

Articulo 3 .  La Junta Central de Planifica- 
ción será el centro único responsable de esta- 
blecer el sistema nacional de planificación y 
las bases para el sistema nacional de estadís- 
tica y contabilidad, correspondihdole asegu- 
rar la unidad de política, métodos y procedi- 
mientos en cada una de estas actividades. 

Articulo f .  Las cifras directivas de los planes 
económicos anuales elaborados por la Junta 
Central de Planificación serán elevadas a la 
consideración del Consejo de Ministros y una 
vez aprobadas tendrán fuerza de Ley. 

De las funciones de la Junta Central de 
Plan ificacidn 

Articulo 5 .  La Junta Central de Planifica- 
ción tendrá las siguientes funciones: 

a)  Elaborar planes perspectivos, a mediano 
y largo plazo que sean la expresión cuan- 
titativa de las orientaciones fundamenta- 
les trazadas por el Gobierno Revolucio- 
nario con vista a lograr el desarrollo 
sostenido de la economía nacional. 

Preparar, dentro del marco de la con- 
cepción perspectiva, los planes anuales 
que definan los objetivos y recursos para 
el año que se planifica en el grado re- 
querido de profundidad y detalle y asi- 
mismo aseguren la inclusión de las tareas 
prioritarias determinadas por el Gobierno 
Revolucionario. 
Realizar o dirigir investigaciones y estu- 
dios encaminados a mejorar la calidad 
de los métodos de planificación y cdlculo 
y a introducir innovaciones en el siste- 
ma de dirección de la economía. 
Evaluar la marcha de la economía na- 
cional en su conjunto y en sus aspectos 
fundamentales y proponer o introducir 
modificaciones a los planes. 
Proponer, ejecutar y supervisar, en lo 
que le competa, el régimen de precios. 
Elaborar y proponer el Programa Nacio- 
nal de Estadistica y los sistemas nacio- 
nales de estadistica y contabilidad, ga- 
rantizando que sirvan a los intereses de 
la elaboración y el control del plan. 
Autorizar y ajustar las disponibilidades 
de fondos para gastos corrientes de los 
organismos. 
Evaluar las iniciativas o medidas sobre 
reorganización del aparato estatal. 
Evaluar los proyectos de leyes u otras 
disposiciones generales directamente re- 
lacionadas con los problemas de la eco- 
nomía nacional. 
Cualesquiera otras funciones que le en- 
comiende el Gobierno Revolucionario en 
relación con la dirección de la economía 
nacional. 

Del Presidente del organismo 

Articulo 6.  La Junta Central de Planifica- 
ción será regida y administrada por un Pre- 
sidente, quien tendrá la responsabilidad de 
asegurar el cumplimiento de las directivas po- 
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lítico-económicas trazadas por el Gobierno 
Revolucionario y ejercerá la alta dirección de 
los asuntos correspondientes al Organismo, del 
que ostentará la representación legal. 

El Presidente de la Junta Central de Plani- 
ficación será designado y removido libremente 
por el Presidente de la República y el Primer 
Ministro, y será Ministro del Gobierno. 

Arliciclo 7. Corresponderá al Presidente de 
la Junta Central de Planificación: 

a) Dictar las instrucciones pertinentes sobre 
el sistema de elaboración y control del 
plan de la economía nacional. 

b) Presentar al Consejo de hIinistros el 
proyecto de cifras directivas del plan 
anual. 

c) Tomar medidas tendientes al desarrollo y 
unificación de los sistemas de contabili- 
dad y estadísticas en todo el aparato es- 
tatal, y dictar las medidas necesarias para 
lograr la vinculación más eficiente entre 
las tareas de planificación y control, la 
estadística y el sistema de contabilidad 
nacional. 
Delegar la responsabilidad de elaborar y 
controlar determinadas partes del plan 
en los organismos y empresas que al 
efecto designe. 
Dictar las normas y disposiciones necesa- 
rias para el ejercicio de las funciones del 
Organismo. 

Articulo 8. El Presidente de la Junta Central 
de Planificación podrá delegar facultades en 
otros funcionarios del Organismo, así como re- 
clamar el conocimiento y decisión de cualquier 
asunto, en el estado en  que se encuentre. 

Articitlo 9. En l a  Junta Central de Plani- 
ficación existirá un Consejo de Dirección, a 
fin de asesorar a su Presidente en las materias 
en que así lo requiera, que se integrará y 
funcionara. en la forma que éste determine. 

De la organización de la Junta 

Articulo 10. Para el ejercicio de sus funcio- 

nes la Junta Central de Planificación tendrá 
la organización básica siguiente: 

a) Viceministerio de Desarrollo Económico. 
b) Viceministerio de Balances Nacionales. 

c) Viceministerio de Planificación Sectorial. 
d) Dirección Central de Estadística. 
e) Dirección General de Administración. 

f) Dirección de Organización y Métodos. 

La Dirección Central de Estadística, la Di- 
rección General de Administración y la Direc- 
ción de Organización y MCtodos estarán ads- 
critas a la Presidencia de la Junta Central 
de Planificación y funcionarán bajo la super- 
visión directa del jefe del Organismo. 

Articztlo 11. L a  estruc.tura del Organismo, con 
determinación precisa de las funciones corres- 
pondientes a cada unidad administrativa, ni- 
veles de decisión, responsabilidades y relaciones 
internas de trabajo, estará contenido en un 
Reglamento Orgánico que someterá el Jefe 
del Organismo a la aprobación del Presidente 
de la República. 

Artículo 12. Los Viceministros serán noni- 
brados y removidos por el Presidente de la 
República, a propuesta del Jefe del Organis- 
mo. 

El personal restante será designado por el 
Presidente del Organismo, quien dispondrá, 
además, la sustitución de los Viceministros en 
caso de ausencia temporal de alguno de ellos. 

En caso de ausencia temporal del Presiden- 
te del Organismo, será sustituido por quien 
al efecto designen el Presidente de la Repú- 
blica y el Primer Ministro del Gobierno. 

Del Viceministerio d e  Desarrollo Económico 

Artículo 13. Corresponde al Viceministerio 
de Desarrollo Económico. 

a) Elaborar y someter a la consideración del 
Presidente del Organismo el modelo ge- 
neral de desarrollo económico-social del 
país a largo plazo, tomando como guía 
la política trazada por el Gobierno Re- 
volucionario. 
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b) Realizar investigaciones económicas y 
dirigir aquellas que encomiende a otros 
organismos, tendientes a mejorar la ca- 
lidad de los métodos de planificación y 
cálculo e introducir innovaciones en el 
sistema de dirección de la economía. 

c)  Ejercer en lo que concierna a la Junta 
Central de Planificación, las funciones 
relacionadas con la actividad de colabo- 
ración económica internacional. 

Del Viceministerio de Balances Nacionales 

Articulo 14. Corresponde al Viceministerio 
de Balances Nacionales: 

a) Elaborar los balances nacionales funda- 
mentales para los planes anuales y a me- 
diano plazo que permitan la correlación 
de las tareas y recursos y su asignación 
entre los distintos sectores y la distribu- 
ción adecuada del producto nacional bru- 
to entre el consumo y la acumulación. 

b) Evaluar. considerando el coniunto de la 
economía nacional, los problemas espe- 
cíficos que afecten a las distintas cate- 
gorías del plan. 
Elaborar los anteproyectos de directivas 
técnico-económicas, modelo global, cifras 
de control, cifras directivas y además do- 
cumentos que fije la metodología para 
el plan anual, así como los que corres- 
pondan y se establezcan para los ante- 
proyectos de los planes a mediano plazo. 
Evaluar la marcha total de la economía 
nacional, informando regularmente 31 
Presidente del Organismo, con las reco- 
mendaciones correspondientes. 
Estudiar, elaborar y proponer los prin- 
cipios generales y los instrumentos nece- 
sarios para la formulación de un sistema 
de precios. 

Viceministerio de Planificación Sectorial 

a) Elaborar y presentar para su aprobaciim 
los proyectos de desarrollo, anual o a me- 
diano plazo, de los sectores de la eco- 
nomía. 

b)  Procurar la mayor eficiencia en la utili- 
zación de los recursos asignados a cada 
sector económico y asegurar la inclusi9n 
en los proyectos sectoriales de las tareas 
prioritarias de los sectores respectivoi. 

c) Evaluar los planes que presenten los or- 
ganismos, supervisando además las direc- 
tivas de trabajo dadas a éstos. 

d) Evaluar la marcha de la economía den- 
tro de cada uno de los sectores economi- 
cos, informando regularmente al Pre5i- 
dente del Organismo, con las recomen- 
daciones correspondientes 

e)  Elaborar los balances materiales asi co- 
mo los planes de asignación y entrega de 
productos básicos y aprobar las normas 
de consumo de los mismos. 

f )  Evaluar sistemáticamente la organización 
nacional de los abastecimientos. 

E) Autorizar y ajustar las disponibilidades . - 
de fondos para gastos corrientes de los 
organismos de acuerdo con las normas 
y procedimientos que al efecto establezca. 

S E C C I ~ N  CUARTA 

De la Dirección Central de Estadistica 

Articulo 16. Corresponde a la Dirección Cen- 
tral de Estadística: 

a)  Elaborar la metodología estadística y pu- 
blicar datos estadísticos. 

b )  Captar y procesar centralizadamente da- 
tos estadísticos en los casos en que estas 
actividades no estén específicamente atri- 
buidas al Banco Nacional de Cuba o a 
otros organismos. 

c) Preparar y proponer anualmente, en co- 
ordinación con las demás unidades de 
la Junta Central de Planificación, el 
Banco Nacional de Cuba y los restantes 
oaanismos del Estado, el Programa Na- 

Articulo 15. Corresponde al Viceministerio cional de Estadística, ejecutando la parte 
de Planificación Sectorial: que en el mismo le corresponda. 

324 
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Planear, organizar, procesar y publicar 
cualesquiera tipos de censos y encuestas. 
Evaluar el sistema estadístico nncion:il y 
comprobar la calidad de los datos sumi- 
nistrados. 
Establecer los sistemas de registro y con- 
tabilidad nacionales, aplicables a todos 
los sectores de la economía. 

Aprobar la información estadística que 
se envíe a organismos internacionales y 
extranjeros. 

De la Dirección General de AdnzinistraciOn 

Articulo 17. Corresponde a la Dirección Ge- 
m1 de Administración: 

Proponer, ejecutar y supervisar la polí- 
tica de selección, superación ideológica 
y técnica, capacitación y condiciones de 
trabajo del personal del Organismo. 
Atender todo lo relacionado con las cues- 
tiones legales que interesen al Organis- 
mo y prestar los servicios de asesoría ju- 
rídica que se soliciten. 

Elaborar el anteproyecto de presupuesto 
de gastos del Organismo y ejecutar y 
controlar el que en definitiva se apruebe. 

Asegurar la más eficiente y racional pres- 
taciGn de los servicios administrativos 
internos. 

Atender las relaciones públicas del Or- 
ganismo. 

De la Dirección de Organización y Métodos 

Articulo 16. Corresponde a la Dirección de 
Organización y h i  étodos. 

a) Evaluar sisteniiticamente el funcionamien- 
to interno del Organismo, recomendando 
las medidas que considere adecuadas para 
desarrollar y mejorar su organización. 

b)  Participar en el estudio y análisis de las 
iniciativas sobre reorganización del apa- 

rato estatal, emitiendo su opinión al res- 
pecto. 

c) Elaborar y proponer, o en su caso, eva- 
luar la metodología del sistema nacional 
de planificación. 

d )  Promover la más eficiente vinculación 
entre el sistema nacional de planificación 
y los de estadísticas y contabilidad na- 
cionales, realizando los estudios y aná- 
lisis y recomendando las medidas que a 
esos fines se requieran. 

Disposición adicional 

Articzrlo 19. Las funciones relacionadas con 
la elaboración y presentación del presupuesto 
nacional actualmente a cargo del h4inisterio de 
Hacienda quedan asignadas a partir de la vi- 
gencia de la presente Ley, a la Junta Central 
de Planificaciún, e incluidas dentro de las 
tareas e indicadores que constituyen las cifras 
directivas del plan anual de la economía. 
Igualmente quedan asignadas a este Organis- 
mo las funciones relacionadas con las normas 
del sistema uniforme de contabilidad que ve- 
nía desarrollando el Ministerio de Hacienda. 

En consecuencia, las menciones que del 
Ministerio de Hacienda se hacen en la legis- 
lación vigente, en cuanto se contraigan a las 
expresadas materias, se entenderin referidas 
a la Junta Central de Planificación y las que 
se hacen del Ministro de Hacienda se enten- 
derán hechas al Presidente de la Junta. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera: Hasta tanto se dicte el Reglamento 
Orgánico de la Junta Central de Planificación, 
su Presidente queda autorizado para, mediante 
resoluciones, disponer la estructura orgánica 
del Organismo. 

Segunda: El Presidente de la Junta Central 
de Planificación queda facultado, además, para 
dictar, o en su caso, acordar con el Presidente 
del Banco Nacional de Cuba cuantas medidas 
sean necesarias para verificar el tránsito defi- 
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nitivo de la anterior organización administra- en la que se mantiene la vigencia de la Ley 
tiva a la que determina la presente Ley. número 757 de 11 de marzo de 1960, en cuan- 

to creó la Junta Central de Planificación; y en 
general cuantas disposiciones legales y regla- 

DISPOSICI~N FINAL mentarias se opongan al cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente Ley, la que comenzará 

Se derogan la Ley número 935 de 23 de a regir a partir de su publicación en la 
febrero de 1961, excepto su Disposición Final GACETA OFICIAL de la República. 

ECUADOR 

DECRETO SUPREMO No 1031 (7-IX-1966, 
R. O. 20-IX-1966). Ley de Cooperativas. 

estructuren de conformidad con la presente 
Ley y su Reglamento General, adquirirán perso- 
nería jurídica. 

TfTULO 1 
TfTULO 11 

Naturaleza y fines 

Articulo 10 Son cooperativas las sociedades 
de derecho privado, formadas por personas 
naturales o jurídicas que, sin perseguir finali- 
dades de lucro, tienen por objeto planificar 
y realizar actividades o trabajos de beneficio 
social o colectivo, a través de una empresa 
manejada en común y formada con la apor- 
tación económica, intelectual y moral de sus 
miembros. 

Articulo 20 Los derechos, obligaciones y ac- 
tividades de las cooperativas y de sus socios 
se regirán por las normas establecidas en esta 
Ley, en el Reglamento General, en los regla- 
mentos especiales y en los estatutos, y por 
los principios universales del cooperativismo. 

Artículo 30 Las cooperativas no concederán 
privilegios a ninguno de sus socios en particu- 
lar, ni podrán hacer participar de los benefi- 
cios, que les otorga esta Ley. a quienes no 
sean socios de ellas, salvo el caso de las coope- 
rativas de producción, de consumo o de ser- 
vicios que, de acuerdo con lo establecido en 
esta Ley o en el Reglamento General, estén 
autorizadas para operar con el público. 

Articulo 40 Las cooperativas en formación 
podrán denominarse precooperativas, y en es- 
ta condición no desarrollarán más actividades 
que las de organización. Pero, una vez que se 

Constitución y responsabilidad 

Articulo 50 Para constituir una cooperativa 
se requiere de once personas, por lo menos, 
salvo el caso de las cooperativas de consumo 
y las formadas sólo con personas jurídicas, 
que requeriran del número señalado en el 
Reglamento General. 

Articulo 60 Las personas interesadas en la 
formación de la cooperativa, reunidas en 
Asamblea General, aprobarán, por mayoría 
de votos, el estatuto que regirá a la cooperativa. 

Articulo 70 Compete exclusivamente al Mi- 
nisterio de Previsión Social y Cooperativas 
estudiar y aprobar los estatutos de todas las 
cooperativas que se organicen en el país, con- 
cederles personería jurídica y registrarlas. 

Articulo 80 La fecha de inscripción en el 
Registro, que se llevará en la Dirección Na- 
cional de Cooperativas, fijará el principio de 
la existencia legal de las cooperativas. 

Articcla 90 Si no se expresa lo contrario en 
el estatuto, se entenderá siempre que la res- 
ponsabilidad de una cooperativa está limitada 
al capital social. Sin embargo, la responsabi- 
lidad limitada puede ampliarse por resolución 
tomada por la mayoría de los socios, en una 
Asamblea General que haya sido convocada 
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para el efecto, y siempre que el Ministerio de retiro y las causales para su exclusión estarán 
Previsión Social y Cooperativas apruebe tal determinadas en el Keglamento General y en 
reforma en el estatuto. el estatuto de la cooperativa. 

Articulo 10. Se entenderá también que una Articulo 17. Una cooperativa no podrá es- 
cooperativa se constituye por tiempo indefi- cluir a ningún socio sin que él haya tenido 
nido, a menos que en el estatuto se limite su la oportunidad de defenderse ante los org;i- 
duración. nismos respectivos, ni podrá restringirle el 

De los socios 

Articulo I I .  Siempre que llenen los requisi- 
tos establecidos en el Keglamento General y 
en el estatuto, pueden ser socios de una co- 
operativa: 

a) Los mayores de 18 años que no tengan 
otra incapacidad que la de su edad; 

b) Los menores de 18 años, únicamente en 
las cooperativas estudiantiles y juveniles; 

c) Las mujeres casadas, y 

d) Las personas jurídicas que no persigan 
finalidades de lucro. 

Articulo 12. Ninguna persona podrá ser 
miembro de una cooperativa de la misma clase 
o línea de aquella a la que esa persona o su 
cónyuge ya pertenecen; salvo las excepciones 
contempladas en el Reglamento General. 

Articulo 13. Tampoco podrán ser socios de 
una cooperativa quienes hubieren defraudado 
en cualquier institución pública o privada, o 
quienes hayan sido expulsados de otra coope- 
rativa por falta de honestidad o probidad. 

Articulo 14. Los miembros de una coopera- 
tiva deberán tener una ocupación compatible 
con la actividad fundamental que vayan a 
desarrollar en dicha entidad. 

Articulo 15. La Dirección Nacional de Co- 
operativas vetará el ingreso de las personas u 
ordenará la separación del socio o socios que 
se hallen comprendidos en las prohibiciones 
de los artículos anteriores o del Reglamento 
General. 

Articulo I6 .  Los derechos y obligaciones de 
los socios, las condiciones para su admisión o 

uso de sus derechos hasta que haya re~oliición 
definitiva en su contra. 

Articulo 18. Cada socio tendrá derecho a un 
solo voto, sea cual fuerc el número de certi- 
ficados de aportación que posea, salvo la ex- 
cepción señalada en  el  artículo 26 del Regla- 
mento General. 

Artículo 19. Ningún socio tendrá voto 
cuando se trate, en cualquiera de los organis- 
mos, de algún asunto en que él haya inter- 
venido en calidad de comisionado o de em. 
pleado de la cooperativa. 

Articulo 20. Los socios de una cooperativa 
pueden separarse de ella en cualquier momen- 
to, y los que así lo hicieren no serán respori- 
sables de las obligaciones que contraiga la 
institución con posterioridad a la fecha de su 
salida. 

Articulo 21. Las personas admitidas como 
socios de una cooperativa serán responsables, 
en igualdad de condiciones con los demás 
miembros, de las obligaciones contraídas por 
la entidad antes de su ingreso. 

Articulo 22. Los acreedores personales dc 
los socios de una cooperativa no podrán ejer- 
cer acción judicial sobre todo o parte del ca- 
pital o bienes de la institución. 

Articulo 23. Los socios que, por cualquier 
concepto, dejen de pertenecer a una coopern- 
tiva y los herederos de los que fallezcan ten- 
drán derecho a que la cooperativa les liquide 
y entregue los haberes que les corresponden. 

Articulo 24. En la liquidación a que se i-e- 
fiere el artículo anterior no se tomará en 
cuenta: la cuota de ingreso, el fondo irrepar- 
tible de reserva, el de educación, los bienes 
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REPERTORIO A N U A L  

sociales de propiedad común que no hayan 
sido convertidos en certificados de aportación 
y los que tengan, por su naturaleza, el carácter 
de irrembolsables; así como tampoco las he- 
rencias, donaciones y legados hechos a la co- 
operativa. 

Articulo 25. La antedicha liquidación se 
efectuará dentro de los treinta días siguientes 
a la realización del balance inmediato poste- 
rior a la separación o fallecimiento del socio. 

Articulo 26. A los socios que se separen vo- 
luntariamente, a los que sean excluidos de 
las cooperativas y a los herederos de los que 
fallecieren no se podrá descontarles ningún 
porcentaje de sus haberes, fuera de aquellas 
deducciones determinadas en el artículo 24 de 
esta Ley. 

Articulo 27. El Consejo de Administración 
no podrá autorizar la entrega de los haberes 
del socio separado o excluido o de los here- 
deros del que falleciere, hasta que se realice 
la liquidación de todas las obligaciones pen- 
dientes con la cooperativa, que hayan sido 
contraídas por dicho socio durante su perma- 
nencia en la entidad. 

Articulo 28. En el estatuto de la cooperativa 
se podrá estipular que los socios paguen una 
cuota por su ingreso a ella, para cubrir los 
gastos de organización; cuota que será igual 
para todos los socios, y abonada en dinero, 
en cualquier tiempo que ingresen. 

Articulo 29. Las personas que, posteriormen- 
te a la aprobación legal de una cooperativa, 
sean admitidas como socios, deberán pagar las 
cuotas de ingreso y las de amortización que 
hayan cubierto los socios fundadores, siempre 
que se hallen debidamente contabilizadas. 

Estructura interna y administración 

Articulo 30. El gobierno, administración, 
contraloría y fiscalización de una cooperativa 
se hará a travks de la Asamblea General de 

Socios, del Consejo de Administración, del Con- 
sejo de Vigilancia, de la Gerencia y de las 
Comisiones Especiales, de conformidad con 
las atribuciones señaladas en esta Ley, en el 
Reglamento General y en el estatuto para ca- 
da uno de dichos organismos. 

Articulo 31. La Asamblea General es la 
máxima autoridad de la cooperativa, y sus 
decisiones son obligatorias para todos los so- 
cios. Estas decisiones se tomarán por mayoría 
de votos. En caso de empate, quien presida la 
Asamblea tendrá voto dirimente. 

Articulo 32. Las Asambleas Generales Due- 
den ser ordinarias o extraordinarias, y serán 
convocadas por el Presidente de la Coopera- 
tiva. Las primeras se reunirán por lo menos 
dos veces -al año, en el mes posterior a la 
realización del balance semestral. Y las segun- 
das se llevarán a efecto a pedido del Consejo 
de Administración, del Consejo de Vigilancia, 
del Gerente o de por lo menos la tercera parte 
de los socios. 

Articulo 33. El voto en las Asambleas Ge- 
nerales no podrá delegarse, excepto en el caso 
de cooperativas numerosas o de socios que vi- 
van en lugares distantes del domicilio de la 
cooperativa, de conformidad con las disposi- 
ciones constantes en el Reglamento General 
y en el estatuto. 

Articulo 34. La Asamblea General podrá se- 
sionar con la concurrencia de la mayoría de 
los socios efectivos de la cooperativa. En tra- 
tándose de la segunda convocatoria, podrá ha- 
cerlo con el número de socios asistentes. 

Articulo 35. El Consejo de Administración 
es el organismo directivo de la cooperativa, 
y estará compuesto por un mínimo de tres 
miembros y un máximo de nueve, elegidos 
por la Asamblea General. 

A~iiculo 36. El Presidente del Consejo de Ad- 
ministración lo será también de la cooperativa 
y de la Asamblea General. 

Articulo 37. En caso de faltar el Presidente, 
lo reemplazarán en sus funciones los Vocales 
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del Consejo de Administración, en el orden 
en que hayan sido elegidos. 

Artículo 38. Cuando haya conflictos entre 
los socios y el Presidente de la Cooperativa, la 
Asamblea General, de creerlo conveniente, 
designará a un socio para que la presida, el 
cual ejercerá siis funciones sin intervención 
del titular. 

Articulo 39. El Consejo de Vigilancia es el 
organismo fiscalizador y controlador de las 
actividades del Consejo de Administración, de 
la Gerencia, de los administradores, de los je- 
fes y demás empleados de la cooperativa. 

Articulo 40. El número de miembros que 
deban tener los Consejos de Administración 
y de Vigilancia estará determinado por la 
cantidad de socios con que cuente la coope- 
rativa, de conformidad con las disposiciones 
del Reglamento General. 

Articulo 41. Tanto el Presidente del Con- 
sejo de Administración como el del Consejo 
de Vigilancia serán designados por los res- 
pectivos Consejos, de entre sus miembros. 

Articulo 42. Las dificultades y controversias 
surgidas entre el Consejo de Vigilancia y 
cualquiera de los socios o entre los socios, se- 
rán resueltos por el Consejo de Administra- 
ción. Si los conflictos surgieren entre los socios 
y el Consejo de Administración serán resueltos 
por el Consejo de Vigilancia. Tanto los fallos 
del Consejo de Administración como los del 
Consejo de Vigilancia serán susceptibles 
de apelación ante la Asamblea General. 

Articulo 43. El Gerente es el representante 
legal de la cooperativa y su administrador 
responsable, y estará sujeto a las disposiciones 
de esta Ley, del Reglamento General y del 
estatuto. 

Articulo 44. El Gerente será designado por 
el Consejo de Administración, salvo las ex- 
cepciones que establece el Reglamento Gene- 
ral. 

A v i i i r , : , ~  45. El Gerente sólo podrá garan- 
:izar l.,, oi~ligaciories autorizadas por el esta- 

tuto o la Asamblea General, en negocios 
propios de la cooperativa, y, por ningún con- 
cepto, podrá comprometer a la entidad con 
garantías bancarias o de cualquier otra índole 
dadas en favor personal de un  miembro de 
la institución, de extraños o de sí mismo. 

Articulo 46. El Gerente, sea o no socio de la 
cooperativa, siempre será caucionado y remu- 
nerado, y estará amparado por las leyes la- 
borales y del Seguro Social. 

Articulo 47. Las Comisiones Especiales pue- 
den ser designadas por la Asamblea General 
o por el Consejo de Administración; pero en 
todas las cooperativas y organizaciones de in- 
tegración del movimiento habrá obligatoria- 
mente la Comisión de Educación y la de 
Asuntos Sociales. 

Articulo 48. Las atribuciones, limitaciones y 
deberes específicos, tanto de los organismos 
como de los dirigentes de las coperativas, se 
determina en el Keglamento General, además 
de los que pueden constar en el estatuto de la 
institución, que no podrán estar en conflicto 
con las disposiciones de esta Ley o del indicado 
Keglamento. 

Rtgimen económico 

Articulo 49. El capital social de las coopera- 
tivas será variable, ilimitado e indivisible. 

Articulo 50. El capital social de una coope- 
rativa se compondrá: 

a) De las aportaciones de los socios; 
b) De las cuotas de ingreso y multas que 

se impusiere; 

c) Del fondo irrepartible de reserva y de los 
destinados a educación, previsión y asistencia 
social; 

d) De las subvenciones, donaciones, legados 
y herencias que ella reciba, debiendo estas 
últimas aceptarse con beneficio de inventa- 
rio, y 

e) En general, de todos los bienes mue- 
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bles o inmuebles que, por cualquier otro con- 
cepto, adquiera la cooperativa. 

Articulo 51. Las aportaciones de los socios 
estarán representadas por certificados nomina- 
tivos, indivisibles y de igual valor, que serán 
transferibles sólo entre socios o a favor de la 
cooperativa, previa autorización del Consejo 
de Administración. 

Articulo 52. Los certificados de aportación 
podrán tener un valor de cien, quinientos o 
mil sucres, salvo la excepcibn constante en el 
Reglamento General. 

Articulo 53. Si las aportaciones se hicieren 
en bienes muebles, inmuebles o semovientes, 
se los avaluará pericialmente y se concederá 
certificados de aportación por el valor que re- 
presenten dichos bienes. 

Articulo 54. En determinadas clases de 
cooperativas, y siempre que la Asamblea Ge- 
neral lo apruebe, las aportaciones de los so- 
cios podrán hacerse en trabajo, que será valo- 
rado de acuerdo a la importancia del mismo. 

Articulo 55. Los certificados de aportación 
devengarán un interés no mayor del 6% 
anual, que se pagará de los excedentes, si los 
hubiere. 

Articulo 56. La cooperativa deberá obtener 
siempre la autorización del Ministerio de Pre- 
visión Social y Cooperativas para hacer la emi- 
sión de los certificados de aportacih. 

Articulo 57. Ningún socio podrá enajenar, 
ceder, hipotecar, gravar o explotar en  prove- 
cho personal, todo o parte del capital social. 

Articulo 58. Tampoco podrá un socio com- 
pensar las deudas que tenga en la cooperativa 
con sus certificados de aportación, salvo las 
excepciones señaladas en el Reglamento Ge- 
neral. 

Artículo 59. Los integrantes de una coopera- 
tiva deberán pagar, antes de presentar a su 
aprobación el estatuto de la cooperativa, por 
lo menos el 50% del valor de los certificados 
de aportación que hayan suscrito, de acuer- 

do al plan inicial de financiamiento. El saldo 
lo abonarán en el lapso que señale dicho es- 
tatuto, que en ningún caso será en un plazo 
mayor de un año. 

Articulo 60. Los beneficios económicos que 
obtiene una cooperativa se denominan exce- 
dentes, y son el resultado de retenciones he- 
chas a los socios, por previsión, o de sumas 
cobradas en exceso en los servicios de la ins- 
titución, y que les son devueltas, en el tiempo 
y forma y con las deducciones que se establace 
en el Reglamento General. Por lo mismo, tales 
excedentes no se considerarán utilidades para 
los efectos señalados en las leyes tributarias 
y de comercio. 

Artículo 61. Las cooperativas distribuirán 
obligatoriamente los excedentes entre los SO- 

cios, después de efectuado al balance corres- 
pondiente al final del año económico. Dicha 
distribución se realizará en proporción a las 
operaciones o al trabajo efectuado por los 
socios en la cooperativa y con las deduccione~. 
que establece el Reglamento General. 

Exceptúanse de esta disposición las coope- 
rativas de seguros, que distribuirán los exce- 
dentes de acuerdo a una fórmula actuarial 
que se fijará para tal objeto, y en la cual se 
tomará en cuenta varios factores, como edad, 
tiempo que lleva pagando el socio la póliza, 
etcktera. 

Articulo 62. Las pérdidas que sufrieren las 
cooperativas se prorrateará entre los socios. 

Clasificación de las cooperativas 

Articulo 63. Las cooperativas, según la acti- 
vidad que vayan a desarrollar, pertenecerán 
a uno solo de los siguientes grupos: produc- 
ción, consumo, crkdito o servicios. 

Articulo 64. Cooperativas de producción son 
aquellas en las que sus socios se dedican perso- 
nalmente a actividades productivas licitas, e n  
una empresa manejada en común. 

Articulo 65. Cooperativas de cansumo son 
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aquellas que tienen por objeto abastecer a 
los socios de cualquier clase de artículos o 
productos de libre comercio. 

Articulo 66. Cooperativas de crédito son las 
que reciben ahorros y depósitos, hacen des. 
cuentos y préstamos a sus socios y verifican pa- 
gos y cobros por cuenta de ellos. 

Articulo 67. Cooperativas de servicios son las 
que, sin pertenecer a los grupos anteriores, se 
organizan con el fin de llenar diversas necesi- 
dades comunes de los socios o de la colecti- 
vidad. 

.4rticulo 68. En cada uno de estos cuatro 
grupos se podrá organizar diferentes clases de 
cooperativas de conformidad con la clasificación 
y disposiciones del Reglamento General; clasi- 
ficación y disposiciones que podrán ser amplia- 
das o reformadas por el hlinisterio de Previsión 
Social, según las normas establecidas en esta 
Ley. 

Articulo 69. Igualmente, en cualquiera de 
los cuatro grupos se podrá establecer coope- 
rativas estudiantiles y juveniles, si su activi- 
dada no es incompatible con la calidad de 
los socios. 

Articulo 70. Además de la actividad funda- 
mental a que se dedique cada cooperativa, de 
acuerdo a su clase o línea, se podrá establecer 
en ella diferentes servicios adicionales que 
beneficien a los socios. 

Organizaciones de integración cooperativa 

Articulo 71. La integración del movimiento 
cooperativo se hará a través de las siguientes 
organizaciones: Las Federaciones Nacionales de 
Cooperativas y la Confederación Nacional 
de ~ o o ~ e r a t i v & ;  las Uniones y Asociaciones 
Cooperativas, y las Instituciones de Crédito 
Cooperativo. 

Articulo 72.  Son Federaciones Nacionales clr 
Cooperativas las agrupaciones de segundo gra- 
do, que reúnen a todas las cooperativas de 
una misma clase o línea existentes en el pí:is, 

y que tienen por objeto unificar, coordinar y 
fomentar el respectivo movimiento cooperati- 
vo, y realizar la labor de contraloría y fiscali- 
zación de sus afiliadas, a través de los orga- 
nismos que se determina en el Reglamento 
General. 

Articulo 73. No se podrá constituir más de 
una Federación Nacional de Cooperativas 
de cada clase o linea, salvo las excepciones 
constantes en el Título XI de esta Ley. 

Articulo 74 .  La Confederación Nacional de 
Cooperativas es la agrupación de tercer gra- 
do, formada por todas las Federaciones Na- 
cionales y por las cooperativas de las líneas 
en las que, por no alcanzar el número ne- 
cesario, no se hallan constituidas en Federa- 
ción. 

Articulo 75. La Confederación Nacional de 
Cooperativas es el organismo máximo del m e  
vimiento cooperativo ecuatoriano. 

Artículo 76. Las cooperativas de una misma 
clase se afiliarán obligatoriamente a la res- 
pectiva Federación, y las Federaciones se afi- 
liarán, igualmente en forma obligatoria, a la 
Confederación Nacional de Cooperativas. 

Articulo 77. La Confederación Nacional de 
Cooperativas y las Federaciones Nacionales se 
organizarán con el número de Federaciones 
o de cooperativas que señala el Reglamento 
General. 

Articulo 78. Las Uniones son agrupaciones 
de dos o más cooperativas de una niisma clase 
o línea, que se asocian, en forma circunstan- 
cial o permanente, para obtener mayor éxito 
en sus fines y defender o reforzar sus intereses 
económicos y sociales. 

Articulo 79. Las asociaciones son agrupa- 
ciones de dos o más cooperativas de distinta 
clase o linea, que se organizan, en iguales 
condiciones a las de las Uniones, con el fin 
de cumplir idénticos propósitos a los de és- 
tas. 

Articulo 80. Instuciones de Crédito Coope- 
rativo son las que tienen por objeto establecer 
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y facilitar el crédito a las organizaciones coo- 
perativas, para el mejor cumplimiento de sus 
fines. Dichas instituciones son: las Cajas de 
Crédito Cooperativo, los Bancos Cooperativos 
y los Bancos Populares. 

Articulo 81. Las Cajas de Crkdito Coopera- 
tivo son uniones o asociaciones de cooperati- 
vas que aúnan sus capitales y ahorros, con el 
fin de establecer un más amplio servicio de 
crédito entre ellas o en favor de sus socios. 
Dichas Cajas pueden ser locales, provinciales 
y la Central. 

Articulo 82. Bancos cooperativos son los que 
se organizan entre varias cooperativas de 
cualquier clase, cajas de crédito, uniones o 
asociaciones, con el fin de proporcionar cré- 
dito, con un interés bajo y en plazos y con- 
diciones convenientes, a las organizaciones 
cooperativas que reunan los requisitos estipu- 
lados en los reglamentos de dichos bancos. 

Articulo 83. Bancos Populares son las institu- 
ciones bancarias formadas entre Cooperativas 
de producción artesanal o industrial, sindi- 
catos y sociedades de trabajadores o artesa- 
nos, en general, organizados cooperativamente, 
con el fin de hacer préstamos a dichas entida- 
des y realizar con ellas o con sus socios 
cualquier clase de operaciones bancarias. 

Articulo 84. Los Bancos Cooperativos, los 
Bancos Populares y la Caja Central de Cré- 
dito Cooperativo se regirán por esta Ley y el 
Reglamento General, por las leyes existentes 
sobre la materia y por la regulaciones espe- 
ciales que dictará la Superintendencia de 
Bancos para facilitar su funcionamiento. 

Articulo 85. Las Cajas locales y provinciale; 
de crédito cooperativo se regirán por las dis- 
posiciones constantes en esta Ley, en el Ke- 
glamento General y en sus estatutos y regh- 
mentos internos. 

Articulo 86. Las prohibiciones, beneficios y 
sanciones que esta Ley y el Reglamento Ge- 
neral establecen para las cooperativas, regirin 
también para todas las organizaciones de in- 
tegración del movimiento, a que se refiere 
este titulo, en cuanto les sea aplicable. 

Artículo 87. La forma de organización -j las 
atribuciones y deberes de las Uniones, Asocia- 
ciones, Cajas de Crbdito, Federaciones y Coii- 
federación Nacional de Cooperativas se deter- 
mina en el Reglamento General. 

Articulo 88. Las Uniones, las Asociaciones, 
las Cajas de Crédito, locales y provinciales, las 
Federaciones y la Confederación Nacional d( 
Cooperativas adquirirán personería jurídica 21 
constituirse de acuerdo a esta Ley y al Regla- 
mento General, y serán registradas confonne 
lo establecen los articulas 7 y 8 de esta Ley. 

Fomento y supervisión 

Articulo 89. El Consejo Cooperativo Nacio- 
nal es el máximo organismo oficial encargado 
de la investigación, coordinación, planifica- 
ción y fomento de la actividad cooperativa 
en el país, y de la aprobación de todos los 
programas de educación cooperativa. 

Artículo 90. El Consejo Cooperativo Nacio- 
nal estará integrado por: 

1 .  El Director Nacional de Cooperativas; 

2. Un representante de la Junta Nacional 
de Planificación y Coordinación Económica. 

3. Un representante de la Confederación 
Nacional de Cooperativas; 

4. Un representante de las Instituciones de 
Crédito Cooperativo; 

5. Un representante del Instituto Coopera- 
tivo Ecuatoriano; 

6. Un representante del Instituto Ecuato- 
riano de Reforma Agraria y Colonización, y 

7. Un representante del Ministerio de Edu- 
cación Pública. 

Articulo 91. Por invitación o a pedido del 
Consejo Cooperativo Nacional podrán asistir a 
sus sesiones, en calidad de asesores o infor- 
mantes, delegados de los organismos nacionales 
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o misiones extranjeras que desarrollen progra- 
mas cooperativos en el país. 

Articulo 92. Las sesiones del Consejo Coo- 
perativo Nacional serán presididas por el 
Director Nacional de Cooperativas y, en au- 
sencia de éste, por otro de sus miembros. Sus 
resoluciones serán obligatorias para todas las 
organizaciones cooperativas y los organismos 
oficiales y privados de promoción cooperativa. 

Articulo 93. Todas las actividades y resolu- 
ciones del Consejo Cooperativa Nacional serán 
llevadas a efecto por el Director Ejecutivo 
de dicho Consejo. 

Articulo 94. La Dirección Nacional de Coo- 
perativas es la dependencia del Ministerio de 
Previsión Social que, en su representación, 
realiza todos los trámites para la aprobación 
y registro de las organizaciones cooperativas; 
las fiscaliza y asesora; aprueba sus planes de 
trabajo, y vigila por el cumplimiento de esta 
Ley y su Reglamento General, aplicando las 
sanciones correspondientes, cuando fuere del 
caso. 

Articulo 95. El Ministro de Previsión Social 
designará, de las ternas que presente a su 
consideración el Consejo Cooperativo Nacio- 
nal, al Director Ejecutivo de dicho Consejo y 
al Director Nacional de Cooperativas, respec- 
tivamente; y además, dotará del personal que 
sea necesario para el funcionamiento del Con- 
sejo cooperativo Nacional y de la Dirección 
Nacional de Cooperativas. 

Articulo 96. El Director Ejecutivo del Con- 
sejo Cooperativo Nacional y el Director Na- 
cional de Coopcrativas no serán de libre re- 
moción de Ejecutivo, y durarán cuatro afios en 
sus funciones, pudiendo continuar por perio- 
dos iguales, si fueren confirmados en los car- 
gos, al final de cada periodo. 

Articulo 97. Las finalidades y atribuciones 
del Consejo Cooperativo Nacional y de la 
Dirección Nacional de Cooperativas, así como 
los recursos de que pueden disponer estos 
organismos para el cumplimiento de sus fun- 
ciones, se señala en el Reglamento General. 

TEXTOS LEGISLATII'OS EXTRAATJEKOS 

333 

TITULO 1X 

DisoluciOn y liquidación 

Articulo 98. Cualquier cooperativa por1r;i 
ser disuelta por acuerdo del Ministerio dc 
Previsión Social, previo informe de la Direc- 
ción Nacional de Cooperativas, si estuviere 
comprendida en una o mis de las siguientes 
causales: 

1. Estar cumplido el tiempo para el cual 
fue constituida; 

2. Haber rcsuelto su disolución por vota- 
ción tomada en tal sentido por las dos terce- 
ras partes de la totalidad de socios, cuando 
menos, en una Asamblea General convocada 
para el efecto; 

3. Haber disminuido el número de socio\ 
del mínimo legal, y haber permanecido así 
por más de tres meses; 

4. No haber realizado, en el lapso de dos 
años, la actividad necesaria para lograr las 
finalidades para las que fue establecida; 

5. Por fusión con otra cooperativa; 

6. Por violación de la Ley, del Reglamento 
General o del estatuto; 

7. Por contravenir reiteradamente a las dis- 
posiciones emanadas del Ministerio de Previ- 
sión Social o de los organismos de fomento 
y supervisión; 

8. Por quiebra, y 

9. Por cualquier otra causal que conste cn 
el estatuto. 

Articulo 99. El Ministerio de Previsión So- 
cial y Cooperativas, a excepción de la causal 
quinta del artículo anterior, designará un 
liquidador, que intervendrá en todos los ac- 
tos propios de la liquidación y ejercerá sus 
funciones de conformidad con las disposiciones 
señaladas en el Reglamento General. 

Articulo 100. La cooperativa conservará su 
personería jurídica para los efectos de la liqui- 
dación, mientras ésta dure. Pero a la razón 
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social se le agregará las palabras "en liquida- 
ción". 

Articulo 101. Desde el momento en que se 
declare en liquidación una cooperativa, sus 
administradores no podrán efectuar nuevas 
operaciones a nombre de ella ni comprometer 
a la entidad en ninguna forma, y serán 
personalmente responsables de las consecuen- 
cias de tales actos, si así lo hicieren. 

Beneficios y sanciones 

driiculo 102. El Estado, en consideración 
a que el sistema cooperativo es uno de los 
medios positivos para el desarrollo económico, 
social y moral del país, declara de necesidad 
nacional y beneficio público a las organiza- 
ciones cooperativas, y garantiza su libre des- 
arrollo y autonomía. 

Con miras a tales fines, fijará en el Presu- 
puesto Nacional partidas adecuadas para ayu- 
dar a la difusión y promoción de este sistema. 

Articulo 103. Además, concede a las coope- 
rativas los siguientes beneficios: 

a) Exención del impuesto de timbres y pa- 
pel sellado en los trámites para obtener per- 
sonería jurídica y en los judiciales y extra- 
judiciales en que intervengan; 

b) Exención de los impuestos a la renta, al 
capital en giro y otros que graven a las em- 
presas comerciales o industriales; 

c) Exención del impuesto a las primas en 
las cooperativas de seguros, cuando operen con 
coperativas o con sus socios, con excepción 
de 0.50% que pagarán para el mantenimien- 
to de la Superintendencia de Bancos; 

d) Exención de los impuestos fiscales, mu- 
nicipales, especiales y de cualquier otra índole 
en los contratos de compra-venta de inmue- 
b l e ~  que adquieran las cooperativas. Este be- 
neficio se extiende a los particulares que 
vendan a ellas tales inmuebles. El uso de este 
derecho está sujeto a lo dispuesto en el Re- 
glamento General; 

e) Preferencia en las licitaciones convoca- 

das por el Estado, Municipios y otros orga- 
nismos públicos, cuando las cooperativas con- 
curran en igualdad de condiciones con otros 
participantes; 

f) Liberación de impuestos a las impotta- 
ciones de herramientas y maquinaria agrícola 
e industrial y de semillas, plantas y sementales, 
que hagan las cooperativas y organizaciones 
del sistema, para uso común de  los socios, 
para el mejoramiento de la producción o para 
el establecimiento de  industrias cooperativas: 

g) Exención de impuestos a la exportación 
que de sus productos realicen las cooperntivas 
artesanales o artísticas, y 

h) Preferencia en la expropiación de tie- 
rras a favor de las cooperativas formadas por 
campesinos, pequeños arrendatarios y más te- 
nedores precarios de la tierra. Estas expro- 
piaciones se tramitarán por el Instituto Ecua- 
toriano de la Reforma Agraria y Colonización, 
de conformidad con las disposiciones legales 
pertinentes. 

Artículo 104. Los socios de  las cooperativas 
no están exentos individualmente de  pagar 
el impuesto a la renta y los demás que les 
corresponda como ciudadanos ecuatorianos, 
salvo aquellos que, de  acuerdo con las dispo- 
siciones del articulo anterior, les beneficie 
por ser miembros de la Institución. 

Articulo 105. Los Municipios y los Conse- 
jos Provinciales ayudarán al desarrollo del 
cooperativismo mediante partidas apropiadas 
fijadas en sus presupuestos, dotación de loca- 
les, asistencia tkcnica y otros medios aná- 
logos. 

Artículo 106. Además, los Municipios dic- 
tarán ordenanzas que faciliten la realización 
de programas de vivienda popular a base del 
sistema cooperativo. 

Articulo 107. El Ministerio de Educación 
Pública establecerá en sus programas la obli- 
gatoriedad de la enseñanza de  la doctrina 
cooperativa en las escuelas y colegios de la 
República, y fomentará y auspiciará la forma- 
ción de cooperativas estudiantiles y juveniles. 

Igualmente, el Ministerio de  Previsión So- 
cial organizará cooperativas juveniles en los 
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establecimientos de protección y rehabilitación 
de menores que estén a su cargo. 

Articulo 108. El Banco Nacional de Fomen- 
to fijará en sus presupuestos cupos de crédito 
suficientes, con intereses reducidos y a plazos 
adecuados, para hacer préstamos a las organi- 
zaciones cooperativaa. 

Articulo 109. El Estado podrá garantizar 
los créditos que las cooperativas o las organi- 
zaciones de integración del movimiento obten- 
gan de las agencias internacionales o de los 
bancos y organizaciones crediticias extranjeras, 
con sujeción a las disposiciones legales vigen- 
tes, siempre que dichos créditos sean para 
financiar programas o trabajos propios de las 
instituciones prestatarias y esté asegurado su 
6xito. 

Artículo 110. Las cooperativas y las organi- 
zaciones de integración del movimiento que, 
reiteradamente o en forma grave, infringieren 
las disposiciones contempladas en esta Ley y 
en el Reglamento General, podrán ser inter- 
venidas por la Dirección Nacional de Coope- 
rativas o disueltas, según el caso, de acuerdo 
al procedimiento que se establece en el Re- 
glamento General. 

Articulo 111. Además de lo expresado en el 
artículo antcrior, el Ministerio de Previsión 
Social, por medio de la Dirección Nacional 
de  Cooperativas, impondrá sanciones pecunia- 
rias o morales a las organizaciones cooperati- 
vas, dirigentes o miembros que no cumplan 
con las disposiciones de esta Ley, del Regla- 
mento General, de los reglamentos especiales 
o de los estatutos. 

Artict~lo 112. Las multas las recaudará la 
Dirección Nacional de Cooperativas; las mis- 
mas que ingresarán a la Cuenta Especial del 
Fondo Nacional de Educación Cooperativa, 
que se abrirá en un Banco Cooperativo y que 
será administrada por el Consejo Cooperativo 
Nacional. 

Articulo 113. La acción para hacer efectivas 
las multas prescribirá en un año. 

Articulo 114. La cuantía de las multas se 
fijará de acuerdo a la gravedad de las in- 
fracciones y a la capacidad económica de las 
entidades, dirigentes o socios responsables. 

Disposiciones especiales 

Articulo 115. Cada clase de cooperativas es- 
tará sujeta, además de las disposiciones gene- 
rales, a las disposiciones especiales, constan- 
tes en esta Ley, en el Reglamento General 
y en su respectivo estatuto, siempre que este 
último no estk en conflicto con las disposicio- 
nes legales o reglamentarias y con los prin- 
cipios cooperativos. 

Artículo 116. Las cooperativas nacionales de 
seguros estarán sujetas en  lo tocante a su or- 
ganización a la Ley y Reglamento General 
de Cooperativas, y en lo que atañe a su fun- 
cionamiento, contraloría y fiscalizaci6n. a la 
Ley General de Seguros y a las disposiciones 
especiales que dictará la Superintendencia de 
Bancos para facilitar la actividad de  tales 
cooperativas. 

Articulo 117. Las cooperativas agrícolas es- 
t a r h  sujetas, además de las disposiciones 
establecidas en esta Ley y en el Reglamento 
General a las fijadas en la Ley de Reforma 
Agraria y Colonización y en los reglamentos 
del Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria 
y Colonización. 

Articulo 118. Las Uniones de las coopera- 
tivas de vivienda y de las de transporte serán 
siempre provinciales. 

Articulo 119. Las cooperativas agrícolas, fruc- 
tícolas, vitivinícolas, de huertos familiares, de 
colonización, comunales, forestales y pecuarias, 
a que se refiere el Reglamento General, for- 
marán una sola federación, que se denominará 
Federación Nacional de Cooperativas de Pro- 
ducción Agrícola y Mercadeo. Sin embargo. 
si las coperativas pertenecientes a alguna dase 
de las antes mencionadas se desarrollaran en 
número suficiente como para organizar su 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3799

www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 1971. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



REPERTORIO A N U A L  

propia Federación, podrán hacerlo, desvincu- 
lándose de la Federación de Cooperativas an- 
tedicha. 

Articulo 120. Las cooperativas del grupo de 
las de crédito formarán la Federación Nacio- 
nal de Cooperativas de Crédito. 

Articulo 121. Las cooperativas del grupo de 
consumo, a excepción de las cooperativas de vi- 
vienda urbana y rural, formarán la Federa- 
ción Nacional de Cooperativas de Consumo 
y Abastecimiento. 

Articulo 122. Las disposiciones especiales 
establecidas en esta Ley y en el Reglamento 
General para determinadas clases de coope- 
rativas no se podrá hacer extensiva a otras. 

Disposiciones generales 

Articulo 123. Las personas, sociedades, em- 
presas u otras organizaciones que no se ciñan 
a lo dispuesto en  la presente Ley, no podrán 
usar en sus membretes, anuncios, rótulos, do- 
cumentos, publicaciones, etcétera, las palabras 
"cooperativa" o "cooperativo" u otras que 
podrían dar lugar a creer que se trata de una 
cooperativa o de cualquiera de las organiza- 
ciones de integración del sistema a que se re- 
fiere el Título VI1 de esta Ley. 

Articulo 124. La Dirección Nacional de Co- 
operativas notificará a quienes infrinjan las 
disposiciones del artículo anterior, para que 
suspendan el uso indebido de las palabras iri- 
dicadas; y si, transcurridos treinta días, no se 
hubiere acatado esta orden, impondrá una 
multa de mil a cinco mil sucres al infractor 
o infractores, sin perjuicio de la responsabili- 
dad civil o penal a que hubiere lugar por las 
consecuencias dimanadas del uso ilegítimo de 
esos vocablos. 

Articulo 125. Todas las Federaciones Na- 
cionales de Cooperativas deberin presentar en 
la Dirección Nacional de Coo~erativas sus 
planes de trabajo para su aprobación. Si no 

lo hicieren así, dicha dependencia podrá vetar 
los planes y sancionar a las Federaciones. 

Articulo 126. Las Federaciones o Uniones 
de Cooperativas pertenecientes a los grupos de 
Producción o de Consumo, pueden establecer 
industrias para la elaboración de los artículos, 
productos o materiales que requieran dichas 
cooperativas o los socios de ellas, y gozarán 
de los mismos privilegios y exenciones que esta 
Ley y el Reglamento General conceden a las 
organizaciones cooperativas. 

Articulo 127. Tanto la Confederación Na- 
cional de Cooperativas como las Federaciones, 
Uniones y Asociaciones están obligadas a en- 
viar a la Dirección Nacional de Cooperativas 
la memoria anual de sus actividades y los ba- 
lances semestrales. 

Articulo 128. La Confederación y las Fede- 
raciones Nacionales de Cooperativas dedicarán 
cuando menos un 25% de sus ingresos a la 
educación cooperativa. 

Articulo 129. Las cooperativas que posean 
bienes inmuebles de propiedad común o que 
no los hayan dividido aún entre los socbs, 
avaluarán dichos bienes, y entregarán a los 
socios su valor en certificados de aportación; 
y si, pasado un tiempo, los bienes indivisos 
hubierin aumentado de precio, los socios re- 
cibirán en certificados de aportación, el equi- 
valente proporcional de tal aumento, previa 
deducción del 20% del Fondo de Reserva, 
del 5% del Fondo de Educación y del 5% del 
Fondo de Previsión y Asistencia Social. 

Articulo 130. En las cooperativas que pasean 
maquinaria y bienes muebles fungibles, en ge- 
neral, se deberá fijar anualmente y en forma 
obligatoria, un porcentaje de amortización 
para cubrir el desgaste o depreciación de di- 
chos bienes. 

Articulo 131. Las cooperativas, como las de 
vivienda o las de huertos familiares y otras 
a que se refiere el Reglamento General, que 
necesitan capitalizarse por aportaciones perió- 
dicas o que deban mantener inmovilizado el 
capital hasta el cumplimiento de sus fines, no 
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pagarán intereses a las aportaciones de los 
socios. 

Articulo 132. Ninguna cooperativa que, de- 
bido a las finalidades que persigue, tenga in- 
movilizado temporalmente el capital, podrá 
pagar de dicho capital los gastos de adminis- 
tración; pues tales gastos serán cubiertos con 
cuotas especiales de los socios, para evitar la 
descapitalización. 

Articulo 133. Las cooperativas y las organi- 
zaciones de integración del movimiento podrán 
celebrar entre sí convenios, para la otorgación 
de préstamos en dinero, en especies o en ma- 
quinaria. 

Articulo 134. Las cooperativas nacionales 
podrán celebrar convenios con organizaciones 
cooperativas extranjeras para la venta, compra 
o trueque de sus productos. 

Articulo 135. Las cooperativas nacionales 
podrán asociarse con cooperativas extranjeras 
para mejorar o tecnificar los sistemas de ex- 
plotación, producción o mercadeo de sus pro- 
ductos o elaborados; pero antes, deberán pre- 
sentar, para su aprobación, el plan de trabajo 
y las condiciones de asociación, a la Dirección 
Nacional de Cooperativas, que podrá fijar 
condiciones o dictar reglamentaciones especia- 
les para tal objeto. 

Articulo 136. Los dirigentes de una coope- 
rativa o de cualquier organización de integra- 
ción del movimiento, que desempeñen trabajos 
o funciones inherentes a esa calidad, o los 
socios que cumplan comisiones de la coopera- 
tiva o de la organización, no percibirán por 
ello remuneración alguna ni estarán ampara- 
dos por el C6digo del Trabajo, salvo el caso 
del artículo 46 de esta Ley y el indicado en 
el artículo 213 del Reglamento General. Pero 
las personas, que prestaren servicios pro- 
fesionales, administrativos o técnicos en la 
institución, en virtud de un contrato de tra- 
bajo, verbal o escrito, gozarin de todos los 
derechos establecidos en las leyes laborales y 
del Seguro Social, incluyendo la participación 
en los excedentes, aunque no constituyan uti- 
lidades. 

Articulo 137. Los socios que, por su condi- 
ción de tales, tengan que trabajar obligatoria- 
mente en la Cooperativa, percibirán por su 
trabajo un emolumento, como anticipo a los 
beneficios que pueda obtener la cooperativa; 
emolumento que será fijado por la Asamblea 
General, de acuerdo con la clase de trabajo 
que el socio desempeiie, y que, en ningún caso, 
será inferior al salario mínimo fijado para tal 
actividad. Estos socios no estarán protegidos 
por las leyes laborales, pero sí serán afiliados 
al Seguro Social; debiendo la cooperativa cons 
tar como patrono. 

Articulo 138. En las cooperativas a que se 
refiere el artículo anterior, no podrá haber 
trabajadores asalariados, que no sean miem- 
bros de ellas, en un porcentaje mayor al 30% 
de los socios de dichas Cooperativas. 

Articulo 139. Los miembros de los Consejos 
de Administración o de Vigilancia y el Geren- 
te no podrán ser parientes entre si dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad. 

Articulo 140. Tampoco podrán estar en la 
Presidencia, en el  Consejo de Administración 
o en el Consejo de Vigilancia personas que 
tengan entre sí los grados de parentesco an- 
tedichos. 

Articulo 141. Cuando se presentaren las in- 
compatibilidades indicadas en los artículos 
anteriores, quedarán de hecho sin valor las 
elecciones, y se procederá a efectuarlas de nue- 
vo. En todo caso, al comprobarse la existencia 
de tales incompatibilidades, el Ministerio de 
Previsión Social, por intermedio de la Direc- 
ción Nacional de Cooperativas, podrá declarar 
la ilegalidad de las designaciones y proceder 
de acuerdo a lo señalado en el Reglamento 
General. 

Articulo 142. El Gerente y los miembros del 
Consejo de Administración y del Consejo de 
Vigilancia serán solidariamente responsables, 
civil y penalmente, del manejo de los fondos 
de la cooperativa, mientras las cuentas de su 
administración no sean aprobadas por la Di- 
rección Nacional de Cooperativas. 
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Articulo 143. Los miembros de los Consejos 
de Administración y de Vigilancia, el Gerente 
y los demás empleados que fueren autores, 
cómplices o encubridores de desfalcos. defrau- 
dación o disposición arbitraria de bienes o 
dineros de la cooperativa serán responsables 
por estas infracciones, y se los juzgará y san- 
cionará de conformidad con lo previsto en la 
Ley respectiva para los defraudadores del 
Fisco. 

Articclo 144. Salvo la excepción constante en 
el artículo 46 de esta Ley, el Gerente y los 
miembros del Consejo de Administración y de 
Vigilancia no podrán celebrar contratos de tra- 
bajo, comerciales o de cualquier otra natu- 
raleza que signifiquen lucro personal, con las 
cooperativas u organizaciones de integración 
del movimiento en las que desempeñen fun- 
ciones de tales. Si así lo hicieren, esos contratos 
serán declarados nulos, sin que por ello que- 
den exentos de la responsabilidad civil o penal 
a que haya lugar. 

Articulo 145. Las cooperativas y organiza- 
ciones de integración del movimiento deberán 
convocar a concurso de precios para la reali- 
zación de estudios o trabajos de las obras en 
que ellas emprendan, o para la compra de 
terrenos, maquinaria o más implementos, don- 
de pueda haber firmas comerciales o personas 
interesadas en tales estudios, obras o ventas. 
conforme lo determina el Reglamento Gene- 
ral. Si se procediera sin previa calificación, la 
adjudicación de los trabajos o las adquisiciones 
serán declaradas nulas. 

Articulo 146. Para la calificación de las ofer- 
tas en el concurso de precios, a que se refiere 
el artículo anterior, deberá constituirse una 
comisión calificadora. que estará integrada por 
los miembros del Consejo de Vigilancia y un 
representante de la Dirección Nacional de 
Cooperativas. 

Articulo 147. Los parientes en  el cuarto gra- 
do de consanguinidad o segundo de afinidad 
del Gerente, de los miembros del Consejo de 
Administración o del Consejo de Vigilancia 
de una cooperativa o de una organización de 
integración del sistema, no podrán celebrar los 

contratos a que se refiere el artículo 144 ni 
participar en los concursos de precios de que 
trata el articulo 145, con las instituciones don- 
de sus allegados ejerzan las dignidades ante- 
dichas. 

Articulo 148. Concedese acción popular para 
denunciar las infracciones o irregularidades 
cometidas en las cooperativas u organizaciones 
de integración del movimiento. 

Articulo 149. En la Dirección Nacional de 
Cooperativas y en las Federaciones Naciona- 
les de Cooperativas se llevará una lista de las 
personas que hayan sido expulsadas de las or- 
ganizaciones cooperativas por falta de hones- 
tidad, por deslealtad con las instituciones o 
por disociadoras, y de  quienes hayan utilizado 
al coo~erativismo como forma de ex~lotación 
o de engaño a los ciudadanos. Estas. personas 
no podrán ingresar a ninguna organización 
cooperativa ni dedicarse a actividades de  pro- 
moción del sistema; y, en tratándose de las 
últimas, serán enjuiciadas por estafa. 

Articulo 150. Para la protección contra ter- 
ceros de los derechos de dominio de las coope- 
rativas de producción agrícola, de colonización 
y comunales a que se refiere el Reglamento 
General, se aplicará el trámite establecido en 
el Estatuto Jurídico de las Comunidades Cam- 
pesinas, y los conflictos suscitados se ventila- 
rán en el Ministerio de  Previsión Social. 

Articulo 151. En los conflictos a que se re- 
fiere el articulo anterior, el Director Nacional 
de Cooperativas será juez de primera instan- 
cia; de cuyas resoluciones o sentencia se podrá 
apelar para ante el Ministro de Previsión So- 
cial, cuyo fallo causará ejecutoria. 

Articulo 152. Las cooperativas que realicen 
programas de vivienda urbana o rural pueden 
solicitar al Banco de la Vivienda la expropia- 
ción de terrenos que requieran para el cum- 
plimiento de sus planes, de conformidad con 
las disposiciones legales existentes al respecto. 

Articulo 153. Las casas, apartamentos, lotes 
de terreno, parcelas o fincas adquiridas en do- 
minio por los socios a traves de las cooperativas 
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de vivienda, agrícolas, de colonización o de 
huertos familiares, constituyen patrimonio fa- 
miliar y no podrin ser embargados por par- 
ticulares sino en el exceso del máximo que 
señala la Ley para la constitución de dicho 
patrimonio. Onicamente podrán ejercer este 
derecho en la totalidad de dichos bienes quie- 
nes los hayan vendido a las cooperativas, y a 
cuyo favor se haya constituido hipoteca, o las 
instituciones bancarias, estatales o de otra ín- 
dole que hubieren financiado la construcción 
o adquisición de las viviendas o de las propie- 
dades de dichas cooperativas, y las personas 
que por Ley tengan derecho a alimentos. 

A1.ticu10 154. Tanto los Ministerios de Es- 
tado como las entidades autónomas de derecho 
público o privado pueden establecer depen- 
dencias dedicadas al fomento de determinadas 
clases de cooperativas, señalando condiciones 
para su constitución y ayuda. Pero sólo al Mi- 
nisterio de Previsión Social y Cooperativas 
corresponde aprobar los estatutos de todas las 
cooperativas del país, registrarlas y supervi- 
sarlas. 

Articulo 155. Cuando una cooperativa divi- 
diere sus bienes entre los socios, ya sean fincas, 
lotes de terreno, casas, maquinarias, semo- 
vientes, etcétera, dichos socios no podrán be- 
neficiarse de la cantidad que, del valor de 
tales bienes, se haya pagado con donaciones, 
herencias o legados hechos a la institución; 
pues, en tal caso, la cooperativa entregará al 
Fondo Nacional de Educación Cooperativa el 
valor de aquellas donaciones, herencias o le- 
gados que, de acuerdo a los artículos 24 y 50 
de esta Ley, forman parte del capital social 
y no pueden beneficiar a los socios individiial- 
mente. 

Artículo 156. Exceptúanse de las disposicio- 
nes del artículo anterior los casos en que las 
donaciones, herencias o legados hubieren sido 
invertidos en obras o bienes de utilidad social 
o común, como urbanizaciones, dispensarios, 
almacenes, maquinaria, herramientas, etcétera, 
de los cuales el socio no se beneficia en forma 
exclusiva. 

Articulo 157. Personas naturales pueden es- 
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tablecer institutos, escuelas o centros de capa- 
citación para la enseñanza de la doctrina 
cooperativa y para la organización y asesora- 
miento de las cooperativas; pero, para ello, 
estos establecimientos educacionales deberán 
adquirir personería jurídica, presentando en 
el Ministerio de Previsión Social sus estatutos, 
que serán aprobados, previo informe favorable 
de la Dirección Nacional de Cooperativas. 

Articulo 158. Todas las instituciones y orga- 
nismos nacionales y extranjeros que se dedi- 
quen a la educación y promoción cooperativas, 
deberán obtener la aprobación de sus progra- 
mas de trabajo del Consejo Cooperativo Na- 
cional. 

Articulo 159. Los organismos del Estado, las 
organizaciones de integración del movimiento 
y las personas jurídicas cuyos estatutos les 
autoricen para dedicarse a la promoción o 
educación coperativa, padrán también esta- 
blecer escuelas, institutos o centros de capaci- 
tación cooperativa, sin llenar los requisitos que 
se determina en el artículo 157. 

Articulo 160. Los trabajadores, empleados o 
jubilados de las entidades de derechos privado 
o público o de la Caja Nacional del Seguro, 
respectivamente, podrán cumplir sus obliga- 
ciones para con las cooperativas a las que per- 
tenezcan, mediante órdenes escritas giradas 
contra las empresas en las que presten sus ser- 
vicios, o contra la antedicha Caja, hasta por 
el 25% de su sueldo o salario. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Las cooperativas y demás organi- 
zaciones de integración del sistema, que haya 
en el país a la fecha en que entre en vigencia 
esta Ley, deberán someterse a ella y, de ser 
necesario, reformarán sus estatutos en el plazo 
de seis meses, a partir de la indicada fecha. 

La Dirección Nacional de Cooperntivas abri- 
rá un nuevo Registro de inscripción, en el 
cual se reinscribirán todas las cooperativas 
dentro del mismo plazo. 

En la reinscripción se actualizarán todos los 
datos concernientes a las cooperativas, y serán 
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clasificadas dentro de los cuatro grupos y las 
clases constantes en esta Ley y en el Regla- 
mento General, respectivamente. 

Las cooperativas y organizaciones de inte- 
gración del sistema que no cumplieren con 
estas disposiciones serán disueltas -por el Mi- 
nisterio de Previsión Social. 

Segunda. Hasta que se constituya la Con- 
federación Nacional de Cooperativas, el repre- 
sentante de esta organización al Consejo Coo- 
perativo Nacional será designado por las Fe- 
deraciones Nacionales de Cooperativas que 
existen actualmente. 

Tercera. Mientras se organicen conveniente- 
mente las Instituciones de Credito Coopera- 
tivo, el representante de dichas instituciones 
al Consejo Cooperativo Nacional será desig- 
nado por el Banco de Cooperativas que fun- 
ciona en Quito. 

Cuarta. Igualmente, hasta que se establezca 
el Instituto Cooperativo Ecuatoriano, el repre- 
sentante ante el Consejo Cooperativo Nacional 
será el profesor de doctrina cooperativa o de 
legislación social de la Universidad Central. 

Quinta. Hasta tanto las Federaciones Na- 
cionales de Cooperativas establezcan su siste- 
ma de fiscalización para las cooperativas afi- 
liadas, realizará la fiscalización y contraloría 
de dichas cooperativas la Dirección Nacio- 
nal de Cooperativas, cuando fuere necesario. 

Articulo 10 Queda derogada la Ley de Co- 
operativas que fue expedida mediante Decreto 
Supremo N? 16, de 30 de noviembre de 1937, 
publicada en el Registro Oficial N? 31, de l? 
de diciembre del mismo año y su codificación 
publicada en el Suplemento del Registro Ofi- 
cial N? 1202, de 20 de agosto de 1960. 

Articulo 20 El Ministro de Previsión Social 
expedirá, por Acuerdo ministerial, tanto el 
nuevo Reglamento General que regula esta 
Ley de Cooperativas, como los reglamentos es- 
peciales y las reformas a dichos reglamentos, 
cuando sea necesario; todos los cuales tendrán 
fuerza obligatoria. 

Articulo 30 Hasta tanto se expida el nuevo 
Reglamento General, seguirá en vigencia el Re- 
glamento General expedido por Decreto Su- 
premo N? 34, de 9 de febrero de 1938, y pu- 
blicado en el Registro Oficial No 120, de 21 
de marzo de 1938, en todo cuanto no se opon- 
ga a esta Ley. 

Artículo 40 Igualmente, qu.edan derogadas 
todas las disposiciones constantes en las leyes 
generales y especiales y en los reglamentos 
que se hallen en oposición a la presente Ley. 

Articulo 50 Encárguese el señor Ministro de 
Previsión Social y Cooperativas de la ejecu- 
ción de esta Ley; la misma que entrará en vi- 
gencia a partir de su publicación en el Regis- 
tro Oficial. 

HONDURAS 

DECRETO N? 45 (25-X-1965, G. 25-1-1966). independiente, atribuyéndole al titular de cada 
Ley de Propiedad Horizontal. uno de ellos, además de la propiedad exclusiva 

y singular sobre los mismis, -un derecho de 
copropiedad conjunto e inseparable sobre los 
restantes elementos, pertenencias y servicios 
comunes del inmueble. 

Disposiciones generales 

Articulo 20 Las disposiciones de esta ley son 
Articulo lo Se constituye el derecho de pro- aplicables sólo al edificio o casa de aparta- 

piedad horizontal sobre edificios divididos en mientos cuyo titular único o titulares to- 
pisos o locales susceptibles de aprovechamiento dos de la propiedad del mismo, si hubiere 
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más de uno, declaren expresamente su volun- 
tad de  someterlo al régimen establecido en 
esta ley, haciéndolo constar en Escritura Pú- 
blica que deberá inscribirse en el Registro de 
la Propiedad. 

Articulo 30 Los diversos pisos y los aparta- 
mientos o habitaciones en que se divide cada 
piso de un mismo edificio, que sean indepen- 
dientes y que tengan una salida a la vía pú- 
blica o a determinado espacio común que con- 
duzca a dicha vía, podrán pertenecer a pro- 
pietarios distintos, de acuerdo con las dispo- 
siciones de esta ley. 

Articulo 40 En iguales condiciones, cada piso, 
apartamiento o habitación de un mismo edifi- 
cio, puede pertenecer en condominio a dos o 
más personas. 

Articulo 50 Para los efectos de esta Ley, se 
entiende por piso el conjunto de apartamien- 
tos o habitaciones limitadas por planos ho- 
rizontales determinados en un edificio de varias 
plantas; por apartamiento, el conjunto de va- 
rias habitaciones que con un fin determinado 
ocupa todo o parte de un edificio; y por ha- 
bitación, la constituida por un solo aposento. 
Asimismo se entiende por bienes de servicio 
común todos aquellos que han sido estableci- 
dos para uso de todos los propietarios. 

Articulo 60 Cada propietario ejercerá dere- 
cho de dominio pleno sobre su piso, aparta- 
miento o habitación y será condueño de todos 
los bienes de servicio común. 

Articulo 70 Los propietarios pueden, sin ne- 
cesidad del consentimiento de los otros due- 
ños, enajenar o transmitir por cualquier acto 
jurídico entre vivos o por causa de muerte, el 
piso, apartamiento o habitación que le per- 
tenezca, o constituir derechos reales u otros 
gravámenes sobre los mismos, con las formali- 
dades y requisitos exigidos por la ley. 

Articulo 8Q En todo edificio sujeto al Ré- 
gimen de "Propiedad Horizontal", los pisos, 
apartamientos o habitaciones, pueden destinar- 
se a viviendas, a oficinas, a la explotación de 
alguna industria o comercio o a cualquier otro 

tipo de aprovechamiento independiente, de 
acuerdo con lo expresamente especificado en 
la respectiva escritura o con las disposiciones 
de las leyes y reglamentos que le fueren apli- 
cables. 

Articulo 90 Serán de cuenta del respectivo 
propietario o propietarios los gastos necesarios 
para el mantenimiento y conservación de su 
respectivo piso, apartamiento o habitación, así 
como los de reparación, limpieza, seguridad y 
mejoras de las obras e instalaciones existentes 
en el interior de sus locales o dependencias. 
Tendrán también a su cargo, en proporción 
al valor básico de sus pisos, apartamientos o 
habitaciones, las expensas de administración, 
conservación y reparación de las partes o bie- 
nes de servicio común del edificio, indispensa- 
bles para mantener sus condiciones de segu- 
ridad, comodidad y decoro. 

Articulo 10. Las reformas destinadas al me- 
joramiento del edificio o al uso racional y 
cómodo de los elementos de uso común, así 
como aquellos que modifiquen la estructura 
general del mismo, deben hacerse con el ex- 
preso consentimiento de la mayoría de los pro- 
pietarios. Cuando tales reformas afectaren el 
derecho privativo de uno o más titulares en 
sus respectivas habitaciones, apartamientos o 
pisos, se obtendrá también el expreso consen- 
timiento de los mismos. 

Articulo 11. Cuando el edificio o los bienes 
de servicio común requieren reparaciones ur- 
gentes o necesarias para su conservación o 
seguridad, cualquiera de los propietarios, en 
ausencia o falta del Administrador, puede 
llevarlas a cabo a su costa y tendrá derecho al 
reembolso de los gastos hechos previa su com- 
probación. La urgencia o necesidad de las 
obras y su costo deberán ser estimados previa- 
mente por la mayoría de los propietarios y, 
en su defecto, por el respectivo Juez de Letras 
de lo Civil, a petición de cualquiera de ellos. 

Articulo 12. El propietario o propietarios 
del último piso no pueden realizar nuevas 
construcciones sobre él sin el consentimiento 
de los propietarios de los otros pisos, aparta- 
mientos o habitaciones y sin el permiso de la 
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autoridad correspondiente. En las mismas con- 
diciones y con la concurrencia de los requisi- 
tos apuntados, el propietario o propietarios 
de la planta baja o subsuelo no podrán reali- 
zar obras que perjudiquen la solidez, seguridad 
y conservación del edificio, tales como exca- 
vaciones, sótanos y otros de igual naturaleza. 

Articulo 13. Se prohíbe a los propietarios 
realizar modificaciones en sus respectivas ha- 
bitaciones, apartamientos o pisos, que puedan 
afectar la seguridad y solidez del edificio o la 
de los bienes comunes y, asimismo, cambiar 
la forma exterior del mismo o pintar las pare- 
des exteriores con tonalidades distintas a la 
del conjunto. 

Articulo 14. Se consideran bienes de servicio 
común, además del suelo en que está cons- 
truido el edificio: 

a) Los cimientos, columnas, vigas, losas, te- 
chos. azoteas, patios, jardines, vestíbulos, 
pasillos, puertas de entrada, garages, áreas 
de estacionamiento, escaleras y ascen- 
sores; 

b) Las instalacionees de servicio general, 
tales como agua potable, obras sanitarias, 
drenajes, energía electrica, aire acondi- 
cionado, calefacción, refrigeración, telé- 
fono, gas e incineradores; 

c)  Los locales para alojamiento del portero 
o guardián; 

d) Las paredes divisorias le los apartamien- 
tos o habitaciones existentes en cada pi- 
so; y 

e) En general todas las demás obras e ins- 
talaciones que se hagan con el mismo 
fin. 

Articulo I5. Los bienes de servicio común 
se mantendrán en indivisión forzosa y no podrá 
pedirse la cesación de su comunidad. 

Articulo I6.  No obstante el carácter forzoso 
de la comunidad, podrán celebrarse convenios 
entre los propietarios en cuanto al uso de sóta- 
nos y azoteas. 

Artículo 17. Cada propietario podrá hacer 
uso de los bienes y dependencias de servicio 

común, de acuerdo con su destino, sin perjui- 
cio del legítimo derecho de los demás. 

Articulo 18. El derecho de cada propietario 
sobre los bienes y dependencias de servicio 
común será proporcional al valor bisico de 
cada piso de cada apartamiento o de cada ha- 
bitación de su exclusiva pertenencia, el que se 
fijará por mutuo acuerdo de las partes y, en su 
defecto, por el que se les hubiere asignado para 
fines de pago de impuesto sobre bienes e in- 
muebles. 

Articulo 19. Los derechos de cada propieta- 
rio sobre los bienes de servicio común, son 
inseparables del dominio, posesibn, uso y goce 
de su respectivo piso, apartamiento o habita- 
ción y, en consecuencia, en las transferencias o 
gravámenes que de ellos se hagan o constituyan, 
se entenderán comprendidos tales derechos 
y en ningún caso podrán efectuarse dichos 
actos en forma independiente. 

Articulo 20. Las ganancias y los gastos co- 
munes del edificio, se distribuirin entre los ti- 
tulares de habitaciones, apartamientos, pisos, de 
acuerdo con el porcentaje que representa cada 
uno en el valor básico del edificio. 

Articulo 21. Queda prohibido a cada propie- 
tario u ocupante de las habitaciones, aparta- 
mientos o pisos: 

a) Destinarlos a objetos ilicitos o a fines dis- 
tintos de los que se haya dado al edificio; 

b) Pertubar en alguna forma la tranquilidad 
de los demás ocupantes del edificio; y, 

c) Ejecutar actos que atenten contra la moral 
y las buenas costumbres. En los pisos desti- 
nados a viviendas, no se considera contrario 
a su destino la realización de trabajos o el de 
comercio que no causaren molestias a los co- 
propietarios o habitadores. 

Articulo 22. La infracción de cualesquiera 
de las prohibiciones contenidas en el artículo 
que antecede, podrá ser denunciada por el 
perjudicado ante el Juez competente; y caso 
de comprobarse la infracción ordenará la cesa- 
ción de los actos e impondrá una multa de cien 
a mil lempiras al culpable, quien responderá, 
además, por los daños y perjuicios a que hubiere 
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lugar. Cuando el infractor fuere propietario 
habitador u ocupante, y repitiere el acto prohi- 
bido o cometiere cualquier otro, podri dupli- 
carse la multa y seguirse aumentando hasta 
diez veces su valor, según el número de reinci- 
dencias cometidas. Si el infractor no fuere pro- 
pietario habitador y ocupante, el Juez a solici- 
tud del perjudicado o su representante, lo desa- 
lojará con base en la sentencia que se dicte. 

Articulo 23. No se permite la transniisión o 
gravamen de un piso, apartamiento o habita- 
ción que Únicamente se encuentre en proyecto 
y no se haya comenzado a construir; pero si ya 
ha sido iniciada la construcción, sí puede trans- 
m i t i r ~  o gravarse, debiendo entenderse para 
este efecto, adquirida o gravada por el nuevo 
titular la participación que corresponda al 
transmitente, o al deudor en su caso, en los 
bienes de servicio común y en especial lo que 
ya estuviere construido del piso, apartamiento 
o habitación, subrogindose el adquirente en 
los derechos del que transmite. 

Articulo 24. En los contratos de ventas de 
pisos, apartamientos o habitaciones, cuyo precio 
haya de pagarse mediante el sistema de abonos, 
no puede estipularse que la falta de pago de 
uno o más abonos dará lugar a la resolución 
del contrato, a tener por vencido el plazo y 
quedando a favor del vendedor, a título de 
daños y perjuicios, los abonos ya pagados. Co- 
rresponderá al Juez de Letras de lo Civil com- 
petente, fijar de acuerdo con las circunstan- 
cias, la indemnización que corresponderá al 
vendedor por el uso del inmueble que haya 
hecho el comprador que ha incurrido en mora. 
Se considerará nulo toda disposición o conveilio 
que contraríe al contenido de este artículo. 

Constitucidn del Régimen 

Articulo 25. El Régimen de la "Propiedad 
Horizontal" y el derecho de dominio sobre la 
habitación, apartamiento o pisos de un edi- 
ficio formado por varios pisos, se constituyen 
y adquieren mediante escritura pública debi- 
damente inscrita en el Registro de la Propie- 
dad Inmueble. 

Articulo 26. Para los efectos del articulo an- 
terior, la escritura de constitución dcl Régimen 
de la "Propiedad Horizontal": debe contener 
los siguientes requisitos: 

a) Expresión clara y precisa de la voluntad 
del propietario o propietarios, de someter al 
regimen de esta Ley el inmueble de su per- 
tenencia; 

b) Situación, cabida, dimensiones y colindan- 
tia; del terreno y descripción detallada del 
edificio; 

c) Descripción de cada piso, apartamiento 
o habitación, su ubicación, el número con que 
se le identifica, sus medidas y el número de  
aposentos de que consta; 

d) El valor total asignado al inmueble y el 
particular de cada piso, apartamiento o Iia- 
bitación; 

e) Descripción de los bienes de servicio co- 
mún del edificio y la indicación del porcentaje 
a que tengan derecho cada uno de los pro- 
pietarios sobre los mismos; 

f)  Indicación clara del destino dado al edi- 
ficio; y 

g) Cualquier otro dato o disposición que 
consideren convenientes él o los otorgantes. 

Articulo 27. La escritura pública, además,. 
contendrá transcripciones del Reglamento de. 
Copropietario y de Administración. 

Articulo 28. Ningún Notario autorizará escri- 
tura pública traslaticia de dominio u otros he- 
chos reales y constitutiva de gravámenes que 
afecten a un inmueble sujeto a Régimen de  
Propiedad Horizontal, sin que previamente se 
haya inscrito la escritura constitutiva de la 
Propiedad Inmueble. 

Articulo 29. Para que un inmueble pueda 
constituirse y mantenerse dentro del Régimen 
de la Propiedad Horizontal, debe encontrarse 
libre de gravamen o de reclamaciones de cual- 
quier naturaleza; y, en su caso, con el expreso. 
consentimiento de las personas a cuyo favor 
aparecieren inscritos los gravámenes o que tu- 
vieren derecho a reclamaciones. 

Articulo 30. Constituido el Régimen, por reso- 
lución unánime de los propietarios podrá gra- 
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varse todo o parte del inmueble, pero en este 
caso, se ha de asignar a cada propietario sin- 
gular, la cantidad o parte del gravamen que 
debe garantizar. 

Arttculo 31. En los casos de hipoteca de la 
totalidad del edificio o de una o varias unida- 
des singulares del mismo, son aplicables, en lo 
que no desnaturalicen el Régimen de la "Pro- 
piedad Horizontal", las disposiciones del Capi- 
tulo 11, Titulo XIII, Libro IV del Código 
Civil. 

Articulo 32. En la escritura pública en que 
se transfiere el dominio de una propiedad sin- 
gular del edificio, el Notario deberá dar fe de 
haber tenido a la vista constancia extendida por 
el Administrador de que el propietario está 
solvente, por gastos comunes, o en caso. las 
cantidades que tenga  end dientes por tales 
conceptos, de acuerdo con lo que aparezca con- 
signado en los respectivos libros. 

Articulo 33. Los titulares de habitaciones, 
apartamientos o pisos tendrán derecho entre 
si preferente, en igualdad de precios y condi- 
ciones, en las ventas que concierte cualquiera 
de ellos con personas extrañas. Para este efecto 
el vendedor queda obligado a notificarlo a los 
demás titulares para que, dentro del termino 
de quince (15) días ejerciten tal derecho; ven- 
cido dicho termino sin que lo verifiquen, podrá 
llevarse a efecto libremente la enajenación. 

Articulo 34. La falta de notificación dará 
derecho de retracto al titular que se considere 
perjudicado, para adquirir la habitación, apar- 
tamiento o piso por el precio de la enajenación. 

Articulo 35. Cuando una habitación, apar- 
tamiento o piso perteneciere pro indiviso a 
varias personas y una de ellas transmitiera su 
participación, corresponderá a los demás co- 
muneros el derecho de tanteo y de retracto con 
preferencia a otros titulares del edificio o a per- 
sona extraña. 

Del Registro 

Articulo 36. En el Registro de la Propie- 

dad Inmueble, se destinará un libro especial 
para la inscripción de los terrenos y de los 
edificios sujetos al Régimen de Propiedad Ho- 
rizontal y por separado, de los distintos pisos, 
apartamientos y habitaciones de un mismo 
edificio, cuando pertenezca a distintos propieta- 
rios y reúnan los requisitos previstos en esta 
Ley. 

Articulo 37. Toda inscripción que se haga 
en el Registro, contendrá las circunstancias si- 
guientes: 

a) Descripción del terreno, situación, exten- 
sión superficial y linderos. Si así constare en el 
correspondiente titulo, tambikn se expresará 
su nombre, número y valor de adquisici6n; 

b) Descripción de las construcciones existen- 
tes en el terreno, con indicación del área que 
ocupan, los materiales utilizados en su cons- 
trucción y el número de pisos, apartamientos 
y habitaciones independientes de que cons- 
ta, y el valor estimativo del mismo: 

c) Descripción de cada piso, apartamiento o 
habitación individualizando su situación, piezas 
de que constan, número y cualquier otro dato 
que los identifique y el valor estimado de cada 
uno de ellos; 

d) La naturaleza, extensión, condiciones y 
cargos de cualquier especie del derecho que se 
inscribe; 

e) La naturaleza, extensión, condiciones y 
cargos del derecho sobre el cual se constituya 
el que sea objeto de la inscripción; 

f) El nombre, apellido, profesión y domicilio 
del que transmite o constituya el derecho que 
haya de inscribirse y las mismas designaciones 
de la persona a cuyo favor se haga la inscrip 
ción. Si no fueren personas naturales se hará 
constar el nombre, razón social o denominación 
de la respectiva asociación o sociedad; 

g) La clase de titulo que se inscribe y su 
fecha; 

h) El nombre y apellido del Notario o Juez 
Cartulario que autorizó el titulo que haya de 
inscribirse; e, 

i) La fecha de presentación del titulo al Re- 
gistro, con expresión de la hora. 

Articulo 38. A1 margen de la inscripción 
de terreno y del edificio, se tomará razón de 
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las transferencias, que a cualquier título se 
hicieren por parte de los titulares de cada 
habitación, apartamiento o piso. 

Articulo 39. De toda inscripción que se haga 
en los otros Registros, relativa al terreno y la 
totalidad del edificio, así como de las habita- 
ciones, apartamientos o pisos se extenderá nota 
marginal en la respectiva inscripción del Re- 
gistro que contiene la "Propiedad Horizontal". 

Articulo 40. En el respectivo asiento debe 
hacerse referencia a los bienes de servicio común 
existentes en general a favor del Titular o de 
los Titulares del edificio total, y, en su caso, 
de  los que correspondan en forma limitada a 
cada piso, apartamiento o habitación. 

Articulo 41. La adición de nuevos pisos o 
la adquisición de nuevas porciones de terreno 
colindantes que efectuaren la totalidad de los 
Titulares se deberán inscribir, el del terreno, 
formando un solo cuerpo con el terreno en 
donde se encuentra construido el edificio; y el 
nuevo piso, como mejora o ampliación .del 
edificio y también en forma independiente, por 
constituir propiedad singular. 

Articulo 42 .  La cancelación total o parcial 
de gravámenes que afecten al edificio en ge- 
neral y a los bienes de servicio común del mis- 
mo, se anotarán en forma marginal en el res- 
pectivo asiento de inscripción del terreno y 
del edificio. Cuando dicha cancelación se refie- 
ra exclusivamente y en forma separada a un 
piso, apartamiento o habitación, la anotación 
a que se refiere esta disposición, se hará al  
margen del asiento que en forma independiente 
corresponda a cada uno de ellos. 

Articulo 43. Todo asiento que se haga en el 
Registro, así como las notas de referencia que 
se Consignen en los Títulos, deberán ir pr&e- 
didos de las palabras "Propiedad Horizontal". 

Articulo 44. Se aplicarán al Registro de la 
"Propiedad Horizontal", las disposiciones gene- 
rales contenidas en el Título XVII, Libro I V  
del Código Civil y las correspondientes del 
Reglamento del Registro de la Propiedad. 

T E X T O S  LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 
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De la administración y del seguro 

Articulo 45. La administración de los edi- 
ficios sujetos al Régimen de "Propiedad Hori- 
zontal", se regirán por las disposiciones con- 
tenidas en la escritura de constitución y en 
el Reglamento que se agregará a la misma, el 
que será obligatorio tanto para los propietarios 
como para sus sucesores. 

Artículo 46. El Reglamento de Copropiedad 
y de Administración contendrá: 

a) Forma de administración, indicando si 
estará a cargo de un Administrador o de un  
Consejo o Junta de Administración; las nor- 
mas relativas a la designación del Administra- 
dor, Consejo o Junta Administrativa; así como 
lo relativo al ejercicio de sus derechos y atri- 
buciones que le correspondan a la Asamblea 
de propietarios; 

b) Requisitos que deberán exigirse para ser 
electo Administrador o miembro del Consejo 
o Junta Administrativa; 

c) Facultades de que quedarán investidos el 
Administrador o el Consejo o Junta Adminis- 
trativa; 

d) Forma en que serán nombrados el Ad- 
ministrador o los miembros del Consejo o Jun- 
ta Administrativa. 

e) Periodo que se señalará al Administrador, 
Consejo o Junta Administrativa para el desem- 
peño de su cargo; 

f) Fecha en que se deberá rendir cuentas 
de la Administración; 

g) Proporcibn y forma de pago de la con- 
tribución de los propietarios para atender a 
los gastos comunes del edificio en general y 
de sus respectivos pisos, apartamientos o habi- 
taciones en particular; y 

h) Forma de convocatoria y perioridad de 
las Asambleas de Propietarios y mayoría nece- 
saria para la celebración de sesiones ordina- 
rias y extraordinarias, así como para omitir 
resoluciones. 

Articulo 47. El Administrador o el Presiden- 
te del Consejo o Junta de Administración ten- 
drá la representación legal de todos los propie- 
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tarios en todos los asuntos judiciales y extra- 
judiciales que se promovieren en relación con 
los intereses comunes de todos ellos, tanto en 
su carácter de demandantes o como demanda- 
dos y para realizar toda dase de actos y cele- 
brar toda clase de contratos, excepto aquellos 
que por su naturaleza requieran de mandato 
expreso, de conformidad con la Ley. 

Articulo 48. Los asuntos de interés común 
que no se encuentren comprendidos dentro de 
las facultades conferidas a las personas que 
ejenan la Administración, deben ser resuel- 
tos por los propietarios en asamblea. 

Articulo 49. La Asamblea de Propietarios se 
reunirá ordinariamente, por lo menos, una vez 
al año, y extraordinariamente cuando sea con- 
vocada para conocer y resolver aquellos asuntos 
que por su importancia se requiera la partici- 
pación de todos los propietarios. 

Articulo 50. La Asamblea anualmente debe 
conocer el Informe de la labor realizada en el 
año anterior, que deberá ser presentado por 
el Administrador, el Consejo o Junta de Admi- 
nistración; aprobar el Presupuesto de Gastos 
para el siguiente periodo y determinar la forma 
en que se obtendrán los fondos para cubrirlo. 
Las resoluciones adoptadas por la Asamblea, 
serán de observancia general y obligarán a los 
propietarios, inclusive a los disidentes o au- 
sentes. 

Articulo 51. La convocatoria para Asamblea 
Ordinaria se hará por medio de oficios dirigi- 
dos a cada uno de los propietarios con quince 
días (15) de anticipación. Para las extraordi- 
narias la convocatoria se hará en la forma 
indicada, con tres días (3) de anticipación, ex- 
presando el motivo de las mismas. Las convoca- 
torias las hará el Administrador, el Consejo 
o la Junta de Administración. Podrán también 
los propietarios convocar a la Asamblea, en la 
forma en que lo fije el Reglamento. 

Articulo 52. El Administrador, el Consejo de 
Administración o la Junta Administrativa, ade- 
más de las facultades que le confieren el Re- 
glamento y las que le hubiere asignado la 
Asamblea, tendrá las siguientes: 

a) Nombrar y remover los empleados del 
edificio y señalarles un sueldo; 

b) Cuidar y vigilar los bienes de servicio 
común; 

c) Ordenar las reparaciones urgentes de las 
cosas o bienes de servicio común del 
edificio; 

d) Velar porque se mantenga el orden en 
el edificio, se cumpla el destino de los 
distintos pisos. apartamientos o habita- 
ciones y se observen las medidas sanita- 
rias; 

e) Recaudar de cada propietario lo que le 
corresponde en las expensas comunes y 
efectuar pagos; y 

f)  Ejecutar las resoluciones de las Asam- 
bleas de Propietarios. 

Artículo 53. El Administrador, el Consejo o 
Junta de Administración durará un año en 
el ejercicio de sus funciones, las cuales se con- 
siderarán prorrogadas mientras no se elija sus- 
titutos o éstos tomen posesión de su cargo. 
Los nombrados podrán, en todo caso, ser re- 
movidos en junta extraordinaria de propieta- 
rios convocada al efecto. El Administrador y 
los miembros del Consejo de Administración 
podrán ser reelectos. 

Articulo 54. Los titulares, por acuerdo de 
quienes representen la mayoría podrán ase- 
gurar contra riesgos el edificio, las unidades 
singulares y los bienes de servicio común, sin 
perjuicio del derecho que corresponde a cada 
uno para asegurar por su cuenta propia su 
habitación, apartamiento o piso. 

Articulo 55. En caso de ocurrir un siniestro 
que apareciere cubierto con el seguro, el pro- 
ducto de la indemnización se destinará, en pri- 
mer lugar, para cancelar los gravámenes que 
afectaren al edificio, y en segundo lugar, para 
la reparación o reconstrucción del mismo. La 
rec.onstrucción del edificio se efectuará. previa 
resolución que para el efecto deberá emitir la 
Asamblea de Propietarios, la que a su vez de- 
terminará la forma y proporción en que los ti- 
tulares participarán en el costo de los trabaios 
de reco&ruc&n, si el monto del seguro n o  
alcanzare a cubrirlos. 
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Competencia y procedimiento jrcdicial 

Articulo 56. Las controversias de toda índole 
que se susciten entre los propietarios de habi- 
taciones, apartamientos o pisos de un edificio 
sujeto al Régimen de "Propiedad Horizon- 
tal", arrendatarios, usufructuarios y ocupantes 
en general, entre sí, entre unos y otros o con 
el Administrador del edificio, se sustanciarán 
ante el Juzgado de Letras de lo Civil del De- 
prtamento-en donde se encuentre situado el 
inmueble, quien emitirá resoluciones con suje- 
ción al procedimiento que de acuerdo con la 
naturaleza de la acción corresponda de con- 
formidad con el Código de Procedimientos. 

Extinción del régimen 

Articulo 57. El Régimen de la Propiedad 
Horizontal se extinguirá por disposición expresa 
del dueño o dueños de las unidades sin- 
gulares del edificio, mediante el voto favora- 
ble de las dos terceras partes de los propie- 
tarios, en Asamblea de los mismos. Sin em- 
bargo, la minoría que resultare inconforme con 
la extinción del Régimen, podrá adquirir las 
unidades singulares de los que voten por la 
extincihn del Régimen, de acuerdo con la va- 
luación judicial de los mismos. Esta resolución 
solamente podrá tomarse cuando las unidades 
singulares del edificio se encontraren libres 
de gravámenes, limitaciones o reclamaciones de 
cualquier naturaleza o en el caso de que 
las personas a cuyo favor estkn consignados di- 

chos gravámenes, limitaciones o reclamaciones 
se manifiesten de acuerdo con la extincibn. 

Articzclo 58. En caso de destrucción total o 
parcial de más de las dos terceras partes del 
edificio, cualquiera de los propietarios puede 
pedir la venta del terreno y materiales. Si la 
mayoría no lo resolviera así, podrá recurrirse 
a la autoridad judicial. Si la destrucción fuere 
menor, la mayoría puede obligar a la minoría 
a contribuir a la reconstrucción, quedando 
autorizado en caso de negarse a ello dicha 
minoría a adquirir la  parte de ésta, previa 
valuación judicial. 

Articulo 59. En caso de ruina o vetustez del 
edificio, la mayoría que represente más de  la 
mitad del valor del mismo, podrá resolver su 
demolición y la venta del terreno y de los 
materiales. Si se resolviera la reconstrucción, 
la minoría podrá ser obligada a contribuir a 
ella, pero la mayoría podrá adquirir la parte 
de los inconfurmes, previa valuación judicial. 

Articulo 60. Para que la extinción del Rt- 
gimen de "Propiedad Horizontal" surta efec- 
tos, la resolución y la forma en que ésta se 
lleva a cabo, deberá hacerse constar en escri- 
tura pública e inscribirse en el respectivo Re- 
gistro de la Propiedad. 

Disposición final 

Articulo 61. El presente Decreto entrará en 
vigencia, veinte días después de su publica- 
ción en el Diario Oficial "La Gazeta". 
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NICARAGUA 

DECRETO N? 1192 (10-VII-1966, G. 18-VI- 
1966). Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Ahorro y Préstamo. 

T f T U L O  1 

Del Sistema Nacional de Ahorro 
y Préstamo 

Articulo Preliminar. El Sistema Nacional de 
Ahorro y Préstamo estará integrado por: 

a) El Banco de la Vivienda de Nicaragua, 
que se crea en la presente Ley; 

b) Las Instituciones de Ahorro y Préstamo 
para la vivienda; y 

c) Las entidades aprobadas, que se defini- 
rán en el curso de la presente Ley. 

T f T U L O  11 

Del Banco de la Vivienda 
de Nicaragua 

CreaciOn y naturaleza 

Articulo l? Créase el Banco de la Vivienda 
de Nicaragua, como Ente Autónomo del do- 
minio comercial del Estado, con personalidad 
jurfdica, patrimonio propio y plena capacidad 
para adquirir derechos y contraer obligacio- 
nes. El Banco de la Vivienda de Nicaragua 
ser& llamado en el curso de esta Ley "El Ban- 
co" y se regirá por los términos de la misma. 

Articulo 20 El Banco será sucesor, sin solu- 
ción de continuidad. de todos los derechos 
adquiridos y obligaciones contraídas por el 
Instituto Nicaragüense de la Vivienda, creado 
por el Decreto N? 416 de fecha 19 de marzo 
de 1959, el cual quedará jurídicamen'te extin- 
guido al iniciar el Banco sus operaciones con 
el público de conformidad con el artículo 165 
de la presente Ley. 

Articulo 30 El Banco tendrá duración inde- 
finida y su domicilio será la ciudad de Mana- 
gua, Distrito Nacional. Podrá establecer sucur- 
sales y agencias en cualquier localidad del país 
y corresponsalías en el extranjero. 

Finalidades 

Articulo 40 El Banco tiene las siguientes fi- 
nalidades: 

a) Promover la inversión de capitales pú- 
blicos y privados, nacionales y extran- 
jeros, en la financiación de viviendas en 
el país; 

b) Dirigir el sistema nacional de ahorro y 
préstamo para la vivienda y vigilar a las 
instituciones que integran dicho siste- 
ma; 

c)  Formular, establecer y ejecutar la poli- 
tica general del credito para el financia- 
miento de la vivienda, coordinada con los 
planes generales de desarrollo econ6mico 
del país; 

d )  Asegurar las hipotecas que se constitu- 
yan a favor de las instituciones de ahorro 
y préstamo y de las entidades aprobadas, 
siempre que se refieran a operaciones de 
vivienda; 

e )  Contratar empréstitos, emitir bonos y 
otras obligaciones y en cualquier forma 
permitida por las leyes allegar recursos 
para el cumplimiento de sus fines; 

f) Asegurar las cuentas de ahorro que ma- 
nejan las Instituciones de Ahorro y PrPs- 
tamo, en la oportunidad, términos y con- 
diciones que establezca el Banco; 

g)  Construir y promover la construccih de 
viviendas populares o mínimas de bajo 
costo; 

h)  Promover y realizar por cuenta propia 
urbanizaciones y lotificaciones; e 

i )  Conceder préstamos, otorgar garantías y, 
en general, efectuar cualesquiera otras 
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clases de operaciones que directa o indi- 
rectamente propicien el mejoramiento de 
la situación habitacional del p i s .  

Articulo 58 Los objetivos señalados en el 
articulo anterior los realizará el Banco dentro 
de las normas que se estableceráii en el cur- 
so de esta Ley. 

Articulo h? Los planes de realización del 
Banco debcriii ser lieclios de acuerdo con la 
política de desarroilo económico y social del 
gobierno y ~ijuscarse en su concepto general 
y alcances liriancieros al plan nacional de 
desarrollo econóniico y social que formule el 
organismo respectivo. 

Patrimonio 

Articulo 70 El patrimonio del Banco estarli 
constituido por: 

El activo neto que tuviere el Instituto 
Nicaragüense de la Vivienda a la fecha 
en que legalmente inicie sus operaciones 
el Banco; 
Las asignaciones anuales que por una su- 
ma no menor de tres millones de córdobas 
deberá hacerle el Estado por medio de 
una partida en el Presupuesto de Ingre- 
sos y Egresos de la República; . - 

Los bienes que le traspasen el Estado, 
Distrito Nacional o las Municipalidades; 

Y 
Las donaciones, herencias o legados que 
se le hagan, o cualesquiera otros recursos 
que legítimamente adquiera. 

T E X T O S  LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 
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Articulo 80 El periodo financiero del Banco 
correrá del uno de enero al 31 de diciembre 
de cada año. A esta fecha el Banco elaborará 
un balance general de operaciones y un estado 
de ganancias y pérdidas, documentos que de- 
berá publicar en forma condenstda cii el Dia- 
rio Oficial, "La Gaceta", en el transcurso del 
mes siguiente. Los estados financieros incncio- 
nados deberá hacerlos del conocimiento pú- 
blico dentro del mismo tiempo, por otro medio 
de divulgación. 

El primer periodo financiero del Banco se 
cerrará el 51 de diciembre del año en que éste 
comience a operar. 

Articulo 90 Las utilidades netas que obtu- 
viere el Banco en cada ejercicio financiero, se 
distribuirán contableme~~e en la forma que 
disponga su Directorio. 

-4rticulo 10. Cualquier pérdida que pueda 
ocurrir en las operaciones del Departamento 
INVI del Banco, considerado individualmente. 
será cubierta por el Estado por medio de1 Pre- 
supuesto General de Ingresos y Egresos de la 
República, correspondiente al año siguiente a 
aquel en que se liubiere producido la pérdida. 
Esta misma obligacibn tendrá el Estado, pero 
solamente durante los primeros cinco años de  
operaciones del Banco, respecto de las pkrdi- 
das que sufriere en alguno de los otros Depar- 
tamentos, también considerados individualmen- 
te. 

Dirección y administración 

Articulo 11. El Banco estará dirigido por su 
Directorio, y su administración correspondera 
al Presidente y demás funcionarios administra- 
tivos. 

Articulo 12. El Directorio a cuyo cargo es- 
tará la dirección del Banco, se integrará en 
la siguiente forma: 

a) El Presidente del Banco, como miembro 
propietario ex-oficio; 

b) E1 Ministro de Economía como propie- 
tario, o cualquiera de los Viceministros 
del mismo ramo, como suplentes; 

c) El Ministro del Trabajo como propieta- 
rio y el Viceministro del mismo ramo co- 
mo suplente; 

d) El Presidente del Banco Central de Ni- 
caragua como propietario y como suplente 
el miembro propietario del Consejo Di- 
rectivo a que se refiere la letra d) del 
artículo 11 de la Ley Orgánica de dicho 
Banco Central de Nicaragua; 

e )  Un miembro propietario y su suplente, 
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en representación de las Instituciones de 
Ahorro y PrCstamo para la vivienda que 
funcionen legalmente; 

f )  Un miembro propietario y su suplente, 
en representación de los intereses de los 
trabajadores; y 

g) Un miembro propietario y su suplente en 
representación del Partido de la Mino- 
ría. 

El nombramiento o designación de los miem- 
bros será hecho por el Presidente de la Repú- 
blica, así: Al Presidente del Banco lo desig- 
nará libremente; para la elecci6n del miembro 
propietario y su suplente que representarán a 
las instituciones de Ahorro y Prkstamo a que 
se refiere el inciso e). el Presidente del Banco 
convocará en fecha oportuna a una reunión 
de personeros de dichas Instituciones, debida- 
mente autorizados, para que designen tres per- 
sonas, que para cada cargo formarán la lista 
de candidatos, entre los que se hará la elec- 
ción. Esta lista será enviada al Presidente de la 
República por conducto del Ministerio de Eco- 
nomía, a más tardar ocho días antes de la 
fecha en que debe comenzar el periodo de los 
miembros a elegirse. Los candidatos deberán 
ser miembros propietarios de la Junta Direc- 
tiva o del personal ejecutivo de las Institu- 
ciones dichas, y el suplente no podrá perte- 
necer a la misma Institución a que pertenezca 
el propietario. 

Si no se enviare la lista referida, el Presi- 
dente de la República en Consejo de Minis- 
tros, hará libremente la escogencia respectiva. 

Al miembro propietario y suplente, que re- 
presentará los intereses de los trabajadores los 
escogerá el Presidente de la República en la 
misma forma que escoge al Representante de 
los trabajadores en la Comisión de Salario Mi- 
nimo. 

La elección del representante propietario y 
suplente del Partido de la Minoría se hará de 
conformidad con lo dispuesto en la Constitu- 
ción de la República. 

El Presidente del Banco tomará posesión ante 
el Presidente de la República; los demás miem- 
bros, propietarios y suplentes la tomarán ante 
el Ministerio de Economía, excepto los miem- 
bros a que se refieren las letras b) , c) y d )  

de este artículo, quienes actuarán por derecho 
propio. 

Articulo 13. Todos los Directores serán nom- 
brados en la forma establecida por el acápite 
1) del artículo 273 Cn., y el artículo 331 Cn., 
en su caso. 

Articulo 14.  El periodo de los Directores 
será de dos años y podrán ser designados para 
nuevos periodos. 

Los Directores podrán ser removidos de sus 
cargos por causas justas, o cuando hayan de- 
jado de llenar los requisitos que de confor- 
midad con la presente Ley, los hicieron elegi- 
bles para el desempeño de sus cargos. 

Articulo 15. Los miembros, propietarios y 
suplentes, del Directorio deberán ser nicara- 
güenses, ciudadanos en ejercicio de sus dere- 
chos, no menores de 25 ni mayores de 65 años 
de edad y caracterizados por su honestidad y 
reconocida solvencia moral. 

Articulo 16. No podrán ser miembros del 
Directorio del Banco: 

1. Los parientes del Presidente de la Re- 
pública dentro del cuarto grado de con- 
sanguinidad y segundo de afinidad, i 
los cónyuges o los que tuvieren iguales 
grados de parentesco con miembros de 
dicho Directorio; 

2. Los miembros y funcionarios de los Po- 
deres del Estado, excepto los indicados 
en las letras b) y c) del artículo 12 de 
esta ley; 

3. Las personas que sean deudores morosos 
del Banco o de cualquier institución ban- 
caria o institución afiliada al sistema na- 
cional de ahorro y prkstamo. 

Las personas que siendo miembros del 
Directorio incurrieren en cualquiera de 
los impedimentos mencionados en este 
artículo, cesarán en el ejercicio de su 
cargo. 

El Presidente del Directorio notificará 
tal circunstancia al Ministro de Econo- 
mía. Si el Presidente del Directorio fuera 
el que incurriere en impedimento, la 
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notificación la hará el Superintendente 
de Bancos. 

Articulo 17. Fuera de los casos de fallecimien- 
to, renuncia o impedimento legal, cesará de 
ser miembro del Directorio del Banco. 

1. El que por cualquier causa no justifi- 
cada a juicio del Directorio, hubiese de- 
jado de concurrir a seis sesiones ordina- 
rias consecutivas; 

2. El que se ausentare del país por más 
de tres meses, sin autorización del Di- 
rectorio; 

3. El que infringiere alguna de las dispo- 
siciones contenidas en las leyes relativas 
al Banco; y 

4. El que por incapacidad física o mental 
no hubiese podido desempeñar su cargo 
tres meses consecutivos. 

El Directorio, previa la información respec- 
tiva, calificará la causa de cesación y el Pre- 
sidente del Banco lo hará del conocimiento 
del Ministerio de  Economía, para el procedi- 
miento consiguiente. 

Quien fuere designado para reponer a un 
Director del Banco antes de la terminación 
de su respectivo periodo, ejercerá su mandato 
por el resto del periodo legal de su predece- 
sor. 

Articulo 18. Cada miembro propietario del 
Directorio será sustituido en sus ausencias tem- 
porales por su respectivo suplente. 

.4rticulo 19. El Directorio sesionará ordina- 
riamente dos veces al mes, y en forma extra- 
ordinaria cuando el Presidente del Banco lo 
convoque. 

El quórum de las sesiones se formará con 
la asistencia de cuatro miembros del Directo- 
rio, por lo menos, uno de los cuales deberá 
ser el Presidente o quien legalmente hiciere 
sus veces. Las decisiones se tomarán por ma- 
yoría de los presentes. En caso de empate, el 
Presidente gozará de doble voto. 

Los Directores, exceptuando el Presidente, 
tendrán derecho solamente a percibir una die- 

ta como remuneración por cada sesión a que 
asistan, la cual será fijada por el Directorio. 

Articulo 20. Los miembros del Directorio 
serán personal y solidariamente responsables 
por los daños y perjuicios que causaren al 
Banco por infracciones de la ley y sus regla- 
mentos, salvo aquel que en la sesión en que 
tal infracción ocurriere, haga constar su voto 
en contra. 

La responsabilidad a que se refiere este ar- 
tículo prescribirá un año después de haberse 
producido el hecho imputable. 

Articulo 21. Cuando alguno de los miembros 
del Directorio tuviere interks personal en el 
trámite o resolución de cualquier asunto u 
operación, o la tuvieren sus socios o la firma o 
empresa a que p,erteneaca, o su cónyuge o pa- 
rientes dentro del cuarto grado de consangui- 
nidad o segundo de afinidad, no podrá asistir 
en ningún momento a la sesión en que se tra- 
mite el asunto respectivo, debiendo citarse a 
su su~ len te  en tales casos. A los efectos de este 
artículo no se considerarán comprendidos en 
el mismo los asuntos que se r.elacionan con las 
operaciones de las Instituciones de Ahorro y 
PrPstamo sometidos a la consideración y de- 
cisión del Directorio del Banco. 

Articulo 22. El Directorio dirigirá la política 
general del Banco y, en particular tendrá las 
siguientes atribuciones: 

1. Adoptar el plan anual de operaciones 
y el presupuesto general que le sea pro- 
puesto por el Presidente; 

2. Aprobar y modificar la organización ad- 
ministrativa del Banco; 

3. Aprobar, previo dictamen del Auditor, 
el Balance y demás Estados de cuenta 
de cada ejercicio anual; 

4. Designar la persona que desempeñará el 
cargo de Auditor del Banco; 

5. Integrar cada año con dos de sus miem- 
bros, escogidos en forma rotativa, y con 
el Presidente del Banco, una Comisión 
de Préstamos, Descuentos y Adjudica- 
ción de Viviendas, que tendrá a su cargo 
autorizar esta clase de operaciones confor- 
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me las normas que el mismo Directorio 
fije; 

6. Nombrar y remover, a propuesta del Pre- 
sidente, a los Gerentes de Departamento 
y Jefes de División del Banco; 

7. Conocer los informes que le presente el 
Auditor y tomar las decisiones de su com- 
petencia; 

8. Aprobar los proyectos de los Reglamen- 
tos de la presente Ley preparados por 
el Presidente antes de someterlos a la 
aprobación del Poder Ejecutivo; 

9. Aprobar, a iniciativa del Presidente, los 
Reglamentos internos, normas y planes 
de estímulo al personal de la Institu- 
ción que se consideren necesarias o con- 
venientes; 

10. Acordar y revocar el establecimiento de 
Sucursales, Agencias y Corresponsalías; 

11. Conceder permisos de ausencia a sus pro- 
pios miembros y al Auditor; 

12. Velar porque se cumplan la presente Ley 
y sus Reglamentos; 

13. Acordar la adjudicación de licitaciones, 
y a propuesta del Presidente, la contra- 
tación de emprestitos, emisión de bonos 
inmobiliarios y de otros valores, la ad- 
quisición, enajenación y gravamen de 
bienes. Para la contratación de empres- 
titos se requerirá en todo caso, la apro- 
bación del Poder Ejecutivo; 

14. Aprobar la contratación de préstamos 
y la emisión de valores de las institu- 
ciones que integran el sistema; 

15. Resolver las solicitudes sobre seguros de 
hipotecas. Si se aprobare, se entenderá 
automáticamente autorizada la emisión 
de los Resguardos de Asegurabilidad y la 
emisión de los bonos inmobiliarios FHA 
de que hablan los artículos 57 y 61 de 
la presente Ley; 

tos y comisiones que el Banco y las Ins- 
tituciones de Ahorro y Préstamo y las 
entidades aprobadas podrán aplicar en 
sus operaciones activas y pasivas. Las tasas 
máximas de interes a cobrarse por el 
Banco y por dichas ~nstituciones, será 
fijada por el Banco Central de Nicara- 
gua; 

17. Aprobar, a propuesta del Presidente, las 
normas para montos máximos y condi- 
ciones de los prestamos que concedan 
las Instituciones; 

18. Aprobar los dictámenes, para ser eleva- 
dos al Ministerio de Economía, que haya 
confeccionado el Presidente del Banco, 
sobre las solicitudes para la organización 
y aprobación, según el caso, de las Ins  
tituciones de Ahorro y Prkstamo a que se 
refiere esta Ley; , 

19. Acordar la adquisición o enajenación de 
aéditos provenientes de prestarnos para 
viviendas, según propuesta presentada 
por el Presidente: 

20. Establecer la politica general del Banco 
en cuanto a la adquisición de tierras 
para la construcción y financiamiento 
de viviendas de bajo costo; 

21. Adoptar medidas y procedimientos para 
la venta o arrendamiento de viviendas 
de bajo costo; 

22. Adoptar normas en base a las cuales los 
fondos disponibles de la Caja Central 
puedan ser usados para financiamiento 
de las instituciones miembros del sistema 
de ahorro y préstamos; 

23. Establecer políticas y procedimientos para 
la participación del Banco y de las Ins- 
tituciones que operen de acuerdo con 
esta Ley, en Instituciones Centroameri- 
canas e Internacionales que financien la 
construcción de viviendas directa o indi- 
rectamente; 

24. Aprobar el proyecto de Memoria anual 
16. Aprobar, a propuesta del Presidente, los que el Banco deberá presentar al Presi- 

documentos que este prepare de confor- dente de la República; 
midad con los acápites 11, 12 y 13 del 
articulo 26, y fijar las tarifas de descuen- 25. Ejercer cualquier otra facultad que por 
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mandato expreso de esta Ley, sus Regla- 
mentos y normas operativas, no estén 
atribuidas específicamente a otros orga- 
nismos del Banco. 

Articulo 33. Cuando el Presidente no con- 
curra a las sesiones, por cu:rlquier causa, pre- 
siderá éstas el Ministro de Economía, y si éste 
estuviere también ausente, lo hará el miembro 
que los presentes designen. 

Las otras atribuciones administrativas y de 
dirección, del Presidente, inclusive las de re- 
presentar al Banco y extrajudicialmente, las 
desempefiarzi el Jefe de Departamento que el 
Directorio designe, para cada caso. 

Artículo 24. Cuando el Presidente no pu- 
diere asistir a una reunión por ausencia o im- 
pedimento, lo repondrá como miembro el Ge- 
rente de Departamento del Banco que el mismo 
Presidente haya designado oportunamente. 

Articulo 25. El Presidente del Banco deberá 
ser nicaragüense, no menor de 25 años de edad 
ni mayor de 65, de reconocida honorabilidad 
y competencia en materia de vivienda. Estará 
obligado a dedicar toda su actividad al ser- 
vicio del Banco y sus funciones serán incom- 
patibles con las de cualquier otro cargo remu- 
nerado. 

Articulo 26. El Presidente del Banco será 
el funcionario ejecutivo superior de la Insti- 
tución y tendrá como función principal ad- 
ministrar el Banco, de acuerdo con la política 
que hubiese dictado el Directorio y, en par- 
ticular, ejecutar y vigilar el cumplimiento de 
esa política con las siguientes atribuciones: 

1.  Convocar y presidir las sesiones del Di- 
rectorio del Banco; 

2. Velar por la buena marcha del Banco 
y por el fiel cumplimiento de la pre- 
sente Ley, sus reglamentos y las resolu- 
ciones del Directorio; 

3. Firmar, conjuntamente con el Gerente 
del Departamento respectivo, los resguar- 
dos y valores que emita el Banco, de 
conformidad con lo dispuesto por esta 
Ley; 

4. Informar periódicamente al Directorio 
sobre la marcha del Banco, la realización 
de sus planes, la ejecución de su presu- 
puesto y demás negocios y actividades; 

5. Dictar las normas e instrucciones que 
estimare conveniente para la eficiente 
administración de los negocios del Ban- 
co; 

6. Proponer al Directorio los nombramien- 
tos y remociones de aquellos funciona- 
rios bajo su jurisdiccibn que conforme 
esta Ley deban ser nombrados o removi- 
dos por el Directorio, y nombrar y re- 
mover libremente el resto del personal. 

7. Ejercer la representación legal de la Ins- 
titución y en uso de tal representacibn 
autorizar con su firma los actos y con- 
tratos que celebre el Banco y otros do- 
cumentos según lo determinen las leyes, 
los reglamentos del Banco y los acuerdos 
de su Directorio. Esta representación es 
delegable, en todo o en parte, con auto- 
rización del Directorio; 

8. Preparar los asuntos que deban some- 
terse a la consideración del Directorio; 

9. Sugerir al Directorio las modificaciones 
riconsejables en la organización y fun- 
cionamiento del Banco; 

10. Proponer al Directorio la política de vi- 
vienda y especialmente la de financia- 
miento que deba seguir el Banco de 
acuerdo con las pautas que fije el Go- 
bierno de la República; 

11. Preparar las tablas por las cuales deba 
regirse el sistema de seguro de hipotecas, 
determinando las proporciones entre los 
préstamos hipotecarios y el valor de 
las propiedades que le sirvan de garan- 
tía a los mimos; 

12. Fijar las primas que deban cobrarse por 
el seguro de hipotecas, las que en ningún 
caso excederan el lyo anual del credito 
asegurado; 

13. Establecer los derechos que deben co- 
brarse por la tramitación y despacho de 
las solicitudes de aseguramiento y los 
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demás servicios que se acuerden prestar; sarias a petición de parte interesada o 
Y por cualquier causa; y 

14. Ejecutar las disposiciones que el Direc- g) Ejercer las demás atribucianes que, a 

torio dicte, de acuerdo con esta Ley y propuesta del Presidente, le confiera el 

su Reglamento. Directorio. 

El Secretario no tendrá voto; pero tendrá 
Articulo 27. Las labores que el  Presidente VOZ cuando su opinión sea consultada. 

desempeñe en el Banco le serán remuneradas 
con asignación mensual. 

Articulo 28. Cada uno de los Departamen- 
tos del Banco será administrado en forma in- 
mediata por un gerente que actuará con ins- 
trucciones del Presidente. 

Habrá tambikn los demás funcionarios eje- 
cutivos que, a propuesta del Presidente, el Di- 
rectorio acuerde asignar. 

El Secretario 

Articulo 29. El Secretario del Banco deberá 
ser abogado en pleno ejercicio de sus funcio- 
nes como tal. Su designación será hecha por el 
Directorio a propuesta del Presidente; ejer- 
cerá además las funciones de Jefe de la Divi- 
sión Legal de la Institución, devengará el suel- 
do  mensual que le asigne el Presupuesto, y 
tendri, entre otras, las siguientes atribuciones: 

a) Asistir a todas las sesiones del Directo- 
rio y redactar y autorizar las actas de las 
reuniones en  el Libro de Actas habili- 
tado para tales efectos; 

b) Certificar los acuerdos que se adopten; 

Fiscalización 

Articulo 30. El Banco será fiscalizado en 
forma permanente por un Auditor. 

Articulo 31. El Auditor estará encargado de 
la inspección y fiscalización de las operaciones 
y contabilidad del Banco, y tendrá los auxilia- 
res que se estimen necesarios. 

Dicho funcionario deberá reunir las condi- 
ciones requeridas para ser electo Presidente del 
Banco y ser de preferencia Contador Público. 
Será nombrado por el Directorio y durará en 
sus funciones tres años, pudiendo ser designado 
para nuevos periodos. S610 podrá ser removido 
por el Directorio, por causa justificada. 

El auditor tendrá acceso a todos los datos 
necesarios para el cumplimiento de sus fun- 
ciones, y deberá realizar los arqueos y com- 
probaciones que estime convenientes y exami- 
nar los diferentes balances y estados de cuentas, 
los cuales deberá verificar en los libros y do- 
cumentos y aprobar cuando los encuentre co- 
rrectos. 

Llevar y custodiar los libros de actas, de Artículo 32. El auditor velará por el fiel cum- 
registros de emisiones de bonos inmobi- plimiento del presupuesto anual y de las dis- 
liarios que se autoricen y los que efectiva- posiciones del Directorio y del Presidente. Pe- 
mente se emitan cuando sea necesario riódicamente deberá presentar el Directorio un 
efectuar el pago del seguro; informe de sus actividales. 

Llevar y custodiar el registro de los res- 
guardos de asegurabilidad del Departa- Articulo 33. Es obligación del Auditor dar 

mento de Fomento de Hipotecas Asegu- cuenta inmediata al Presidente de cualquier 

radas; irregularidad que note y proponer las medi- 
das necesarias para su corrección. Si a pesar 

las para las se- de dicho aviso la anomalfa no fuere corregida 
sienes y que dentro de un plazo prudencial, el Auditor la 
haya de celebrar el Directorio; hará del conocimiento del Directorio a fin de 
Librar las certificaciones que sean nece- que éste tome las medidas que correspondan. 
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Articulo 34. El Auditor debe proporcionar al 
Presidente toda la información que le solicite, 
salvo las que se refieran a juzgar la propia ac- 
tuación de éste, y estará sujeto a las normas 
administrativas que rijan para el resto del per- 
sonal del Banco. c 

Organización 

Articulo 35. Para cumplir sus objetivos lega- 
les, el Banco se compondrá de tres Departa- 
mentos, separados y distintos, que se llamarán 
respectivamente "INVI", "CAJA CENTRAL 
DE AHORRO Y PRÉSTAMO" y "FOMEN- 
T O  DE HIPOTECAS ASEGURADAS'. Para 
mayor facilidad, en adelante en el texto de la 
presente Ley el fomento de Hipotecas Asegu- 
radas se denominará el "FHA". 

Cada departamento tendrá sus propias atri- 
buciones, responsabilidades y contabilidad se- 
parada para sus operaciones, pero en todo es- 
tarán sujetos a la dirección y administración 
del Banco por medio del Directorio y del Pre- 
sidente. 

Departamento "Invi" 

Artículo 36. Los objetivos legales del Banco 
en relación con la vivienda popular o mínima, 
de bajos costos, los realizará por medio de su 
Departamento INVI que en adelante se Ila- 
mara solamente "EL INVI". 

Articulo 37. El INVI dedicará su atención 
r.xclusivamente a la vivienda de bajo costo, y 
entre otras actividades contenidas en esta ley 
para ese propósito, tendrá las siguientes: 

a) Construir por su propia cuenta, ya fuere 
por administración directa o por contra- 
tos a base de licitación pública, vivien- 
das de bajo costo, unifamiliares o multi- 
familiares, para venderlas a largo plazo 
o arrendarlas a familias de bajos ingre- 
sos; 

b )  Otorgar crkditos hipotecarios para cons- 
trucción o mejoramiento de viviendas, 

de bajo costo, que sean propiedad de 
familias de bajos ingresos. Tales operacio- 
nes deberán tener la garantía de la pro- 
piedad en que se realice la inversión res- 
pectiva; 

:) Promover y financiar la construcción de vi- 
viendas, de bajo costo, por medio de 
los sistemas conocidos como esfuerzo pro- 
pio y ayuda mutua, o esfuerzo propio 
solamente, lo mismo que por cualquier 
otro medio de agnipación vecinal o co- 
munal que tienda a l a  consecución de la 
vivienda popular o mínima, de bajo cos- 
to; 

d) Financiar planes municipales de vivien- 
da de bajo costo, siempre que las Muni- 
cipalidades aporten, cuando menos, los 
terrenos y las urbanizaciones respectivas; 

e) Financiar la construcción de viviendas 
de bajo costo, de cooperativas organiza- 
das sin fines de lucro; 

f )  Efectuar cualquier otra clase de operacio- 
nes que directa o indirectamente propi- 
cien la construcción o el mejoramiento 
de la vivienda de bajo costo. 

Articulo 38. El capital contable del INVI 
será el que a la fecha en que inicie sus opera- 
ciones el Banco tenga el Instituto Nicaragüense 
de la Vivienda conforme balance que al efecto 
se produzca, menos las sumas que esta ley 
asigna como capital contable de la Caja Cen- 
tral de  horro y Préstamo y la destinada a 
integrar el fondo de reserva para garantía de 
los Bonos Inmobiliarios FHA. 

El capital contable del INVI se aumentará 
con el total de las aportaciones gubernamen- 
tales que se hagan conforme los artículos 7 y 
9 de esta Ley. 

Articulo 39 .  En lo que se refiere a las acti- 
vidades exclusivas del Departamento INVI del 
Banco, deberá entenderse lo siguiente: 

1. Las familias que podrán optar los benefi- 
cios de esta Ley serán aquellas en las 
que ni los padres ni los hijos dependien- 
tes de éstos, posean casa propia; 

2. Corresponde al Banco determinar los ti- 
pos de casas a construir y sus especifica- 
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ciones .así como los sistemas de adjudica- 
ción, arrendamiento y venta; 

3. Los beneficiarios de adiudicación de vi- 
viendas populares o mínimas que cons- 
truya o financie directamente el Banco, 
estarán exentos, en lo que respecta a las 
mismas, del pago del impuesto sobre bie- 
nes inmuebles, o de cualquier otro tipo 
de impuesto que grave la propiedad, des- 
de el momento de la adjudicación hasta 
un año después que el adjudicatario crin- 
cele el total del adeudo respectivo; 

4. Los adjudicatarios o dueños de una vi- 
vienda construida, o financiada directa- 
mente por el Banco o por su antecesor 
legal, no podrán gravarla ni enajenarla 
desde el momento de la adjudicación o 
venta hasta que cancelen totalmente el 
adeudo o adeudos respectivos; 

5. Las escrituras de hipoteca a favor del 
Banco o de venta por éste a terceros se 
otorgarán sin que el Notario exija nin- 
guna clase de solvencias o constancias de 
pago o exención, excepto la boleta del 
correspondiente Registro Público de la 
propiedad inmueble en que conste la exis- 
tencia o libertad de gravamen sobre la 
propiedad respectiva. Estas operaciones es- 
tarán exentas, adembs, del impuesto de 
timbres. El asiento de inscripción de la 
hipoteca que el Registrador suscribe al pie 
del Testimonio expresará el orden de prio- 
ridad que corresponde el gravamen cons- 

: tituido sobre el inmueble. 

Artículo. 40 Los interesados en la adquisi- 
ción de viviendas de las que construyó o finan- 
cié directamente el Banco por medio del De- 
partamento INVI estarán exentos del pago 
de todo impuesto o derecho por la tramita- 
ci6n de sus solicitudes, y las oficinas públicas 
a quienes el Banco solicitare informaciones o 
certificaciones para tal finalidad, estarán obli- 
gadas a darle gratuitamente. Asimismo, todas 
las diligencias que fueren necesarias para la 
formalización y ejecución de contratos de arren- 
damiento, de pagos de cuotas de amortización, 
de contratos de créditos hipotecarios, y de ex- 
tensión de títulos de propiedad de viviendas 

construidas o financiadas por el Banco o por 
su antecesor legal, no causarán impuestos fis- 
cales. 

Articulo 41.  Las relaciones del Banco con 
los adjudicatarios o deudores hipotecarios de 
las viviendas que aquel construya o financit 
se regirán por los tkrminos de esta Ley y los 
contratos respectivos. Todo lo no previsto en 
esta Ley y los contratos se regirán por las 
normas del derecho común. En los casos de 
propiedades dadas en arrendamiento, los con- 
tratos respectivos no estarán sujetos a la Ley 
de Inquilinato. 

Artículo 42.  A solicitud escrita del Banco 
y siempre que se refiere a operaciones del 
Departamento INVI. la Tesorería General de 
la República y las demás oficinas pagadoras 
del Gobierno, del Distrito Nacional y de las 
Municipalidades y Juntas de Asistencia Social, 
así como las de los entes autónomos del Esta- 
do, estarán obligadas a deducir y retener a 
favor del Banco, de los sueldos o salarios de 
los empleados u obreros al servicio del Gobier- 
no, Distrito Nacional, Municipalidades, Ofici- 
nas de Asistencia Social y entes autónomos, 
las sumas que el mismo Banco indique, hasta 
por un máximo del 25% del estipendio men- 
sual, quincenal o semanal, con el objeto de 
aplicar lo retenido a la amortización de los 
préstamos que el Banco haya concedido a 
los empleados u obreros respectivos y que se 
encuentren pendientes de cancelación. 

Igual obligación tendrán los patronos o 
empleados particulares. 

La sola solicitud a que se refiere el presente 
artículo convertirá al funcionario encargado 
de los pagos o a la persona, natural o jurídica 
a quien se dirija, en retenedor depositario de 
las sumas respectivas. con todas las obliga- 
ciones y responsabilidades correspondientes. 

Articulo 43.  A partir de la fecha de vigencia 
de la presente Ley, toda vivienda a construir- 
se por los particulares destinada al uso de 
sectores de bajos ingresos, que por su área y 
costo sea aceptada por el Banco como "Vivien- 
da Calificada", quedará exenta de las disposi- 
ciones de la Ley de Inquilinato, y, consiguien- 
temente. las relaciones de arrendamiento se 
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reg& únicamente por el convenio que cele- 
bre el arrendatario y el arrendador. 

El Reglamento señalará los requisitos es- 
pecíficos de la "Vivienda Calificada". 

Articulo 44. Las viviendas que construyan 
los particulares y que el Banco declare como 
"vivienda calificada" estarán exentas, por el 
término de cinco años a partir de la fecha 
de su construcción, de las tributaciones sobre 
el capital inmobiliario y de los impuestos 
sobre la renta y de timbres fiscales. 

Articulo 45. Antes de proceder a la cons- 
trucción de "viviendas calificadas" el intere- 
sado deberá presentar al Banco los planos, 
especificaciones y presupuestos respectivos, a 
efecto de que el Banco los analice y estudie. 
Si se ajustan a las normas que el Banco tu- 
viere en vigencia autorizará su construcción 
como "vivienda calificada", y vigilará los tra- 
bajos para asegurarse de que la construcción 
w efectuará con base al diseño, especificacio- 
nes y presupuesto aprobados. Si el interesado 
variare la construcción sin autorización del 
Banco, éste no extenderá la certificación de 
"vivienda calificada". 

Articulo 46. El Banco podrá pedir la reso- 
lución de los contratos de arrendamiento o de 
adjudicacibn de viviendas, en cualquiera de los 
siguientes casos: 

TEXTOS LEGISLATIVOS EXTRANIEROS 
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Por falta de pagos de las cuotas corres- 
pondientes en  la forma contractualmente 
establecida; 

Por causar daños al inmueble y no pro- 
ceder a repararlos en el tiempo que el 
Banco le señale; 

Por destinar la vivienda respectiva a fi- 
nalidad diferente de la estipulada con- 
tractualmente; y 

Por incumplimiento por parte de los ad- 
judicatario~ o usuarios de cualquiera de 
¡as obligaciones del contrato respectivo. 

Articulo 47. Toda obligación por arrenda- 
miento o adjudicación de vivienda que se 
suscriba a favor del Banco, o que éste reciba 
de su antecesor legal, se tendrá como autén- 
tico sin necesidad de reconocimiento de fir- 
ma, salvo prueba en contrario y, en conse- 

cuencia, prestara mérito ejecutivo para todos 
los efectos legales. 

Articulo 48. Las urbanizaciones que realice 
el Banco por medio de su Departamento INVI 
se conformarán a lo dispuesto por el artículo 
G de la Ley Creadora de la Oficina Nacional 
de Urbanismo, en aquellas regiones donde 
exista Plan Regulador. Para tales desarrollos 
el Poder Ejecutivo emitirá un reglamento es- 
pecial en base a la consideración de la vi- 
vienda de bajo costo y con relación a las ireas 
de lotes, servicios mínimos, densidad de pobla- 
ción, etcétera. El 10% del área total en desa- 
rrollo a que se refiere el artículo 7 de la 
Ley de 21 de marzo de 1956, no admitirá 
compensación y será dedicado exclusivamente 
en beneficio de la comunidad respectiva en la 
forma que acuerde el Distrito Nacional o la Mu- 
nicipalidad correspondiente. 

Caja Central de Ahorro y Préstamo 

Articulo 49. Los objetivos del Banco refe- 
rentes a las actividades del sistema nacional 
de ahorro y préstamo para vivienda, lo lle- 
vará a cabo por medio de su departamento 
Caja Central de Ahorro y Prkstamo, que en lo 
sucesivo se denominará "La Caja". 

Articulo 10. La Caja dedicará su atención 
a la promoción del ahorro y préstamo para 
vivienda por medio de las instituciones que 
se organicen para ese efecto de acuerdo con 
los thn inos  de esta Ley, y en particular ten- 
drá las siguientes atribuciones: 

a) Promover, cuando lo crea necesario o 
conveniente, la creación de Institucio- 
nes de ahorro y préstamo que se definen 
en el artículo 64 de la presente Ley, y 
tramitar los expedientes y solicitudes de 
autorización velando porque su sistema 
de operación y proyecciones financieras 
sean tales que les permita con el mínimo 
de riesgo para el público, recibir depú- 
sitos de ahorro e invertirlos con las me- 
jores condiciones de seguridad; 

b )  Recomendar la cancelación o disolucibn 
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de las instituciones ya autorizadas en 
los casos previstos en esta Ley; 

c) Procurar financiamiento a favor de di- 
chas instituciones a travks de préstamos 
directos o descuentos de carteras hipo- 
tecarias de primer grado que se origiñen 
en préstamos para vivienda hechos por 
aquellos a sus depositantes o ahorran- 
tes; 

d) Vigilar la marcha de esas mismas insti- 
tuciones con plena facultad de inspec- 
ción y fiscalización; 

e) Elaborar las normas generales por las 
cuales deben regirse las Instituciones y 
elevarlas, por conducto del Presidente, 
a la aprobación del Directorio del Ban- 
co; 
Recomendar al Directorio del Banco, 
para que este a su vez recomiende al 
Poder Ejecutivo en el ramo de Econo- 
mía, la suspensión de los acuerdos de la 
Asamblea de Depositantes o Accionistas 
cuando su constitución hubiese sido de- 
fectuosa o los acuerdos hubiesen sido 
adoptados en contravención a las leyes, 
reglamentos, instrucciones o resolucio- 
nes del Banco. Un delegado del Banco 
podrá asistir a las asambleas de deposi- 
tantes o accionistas, con derecho a inter- 
venir en los debates Únicamente con fi- 
nes de aclaración; 

g) Vigilar que las tasas de intereses, co- 
misiones, amortizaciones y demás presta- 
ciones que abonen o perciban las insti- 
tuciones, esten dentro de los limites fija- 
dos; 

h) Proponer al Directorio del Banco por 
conducto del Presidente, el estableci- 
miento de un sistema de seguro de los 
depósitos de ahorro que reciban las ins- 
tituciones miembros del sistema, cuando 
las circunstancias recomendasen la im- 
plantación de tal medida; 

i )  Fiscalizar que los créditos otorgados por 
las instituciones se inviertan exclusiva- 
mente en la finalidad para que hubiescn 
sido concedidos; 

1) Llevar un índice de las institucioi?es de 
ahorro y prestamo. en el cual se insai- 
birán por orden numerico cada una de 

las que existan indicando la resoliici6n 
que autorice su existencia o dispciiga 
su disolución, y los nombres y domicilios 
de los Directores, Gerentes o Adniinistra- 
dores. 

Articulo 51. Además de las atribuciones se- 
ñaladas en artículo precedente, la Caja, di- 
rectamente o por medio de las instituciones 
del sistema, podrá canalizar recursos que pueda 
obtener específicamente para el financia- 
miento de construcciones, adquisición o mejo- 
ramiento de viviendas, a asociaciones o agru- 
paciones constituidas sin fines de lucro para 
tal objeto, así como a personas individuales 
que carezcan de vivienda propia. 

Asimismo también en el caso de que ob- 
tenga recursos especiales, podrá la misma Caja 
financiar con ellos directamente o a traves de 
las mencionadas instituciones, los proyectos 
de amplitud razonable que traten de ejecutar 
personas o compañías dedicadas a la cons 
trucción de viviendas en el país para enajenar- 
las a personas carentes de vivienda propia. 

Articulo 52. El capital contable inicial, asig- 
nado a la Caja, será la suma de dos millones 
quinientos mil córdobas, que al estableci- 
miento del Banco le seran acreditados del ca- 
pital que a esa fecha tuviere el Instituto Nica- 
ragüense de la Vivienda: este capital inicial 
podrá consistir desde cien mil hasta un millón 
de córdobas en efectivo y el resto en creditos 
hipotecarios. 

Departamento de Fomento de 
Hipotecas Aseguradas (FHA) 

Articulo 53. Los objetivos legales del Banco 
en relación con el seguro de hipotecas que 
por esta Ley se crea, los realizará por medio 
de su Departamento FHA. 

Articulo 54. El Seguro de Hipotecas que 
esta Ley crea, garantiza al titular o al legí- 
timo tenedor de un credito, préstamo, d- 
dula o cédulas hipotecarias, mediante el pago 
puntual de la prima pactada, la recuperación 
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del principal pendiente, intereses devengados 
y no cobrados y demás obligaciones de los 
préstamos, en la cuantía y plazo que se hu- 
biese consignado en el documento o título que 
ampare las obligaciones hipotecarias asegura- 
das. 

Para que puedan asegurarse créditos hipo- 
tecarios o hipotecas representadas por cédulas, 
la constitución de aquéllos y la emisión de 
éstas deberán hacerse con intervención de una 
institución de ahorro y préstamo o una enti- 
dad aprobada. En todo caso será indispensa- 
ble que el producto de las cédulas se destine 
exclusivamente a financiar la compra o cons- 
trucción de viviendas. 

Articulo 55. Únicamente podrán ser objeto 
de seguro los créditos hipotecarios concedidos 
para la construcción de viviendas o sobre las 
ya construidas y sobre aquellas obras acceso- 
rias necesarias para que dichas viviendas pue- 
dan ser debidamente mejoradas y usadas, 
siempre que la construcción de las viviendas, su 
financiamiento, la concertación del préstamo 
y su plan de amortización, sean aprobados 
previamente por el FHA del Banco, de acuer- 
do coi1 esta Ley, su reglamento, las normas 
operativas que se dicten y cualesquiera otras 
regulaciones que disponga el Banco y con 
observancia, además, de las condiciones si- 
guientes: 

a) Que el deudor hipotecario tenga la ca- 
pacidad de pago suficiente para atender 
la obligación contraída; 

b) Que el importe del principal no exce- 
da de los porcentajes que en relación 
con el valor del inmueble se establezcan 
en las tablas que confeccionará el Banco. 
El valor del inmueble se determinará por 
la valuación que efectúe el Banco. El 
monto del seguro no deberá exceder en 
ningún caso de las cantidades fijadas en 
las tablas, con un máximo de $ 84.000.00. 
El préstamo para financiamiento de obras 
de urbanización o de construcciones acce- 
sorias, adicionales o complementarias 
imputables a un conjunto de viviendas, 
no podrá exceder del 50% del monto to- 
tal de dichas obras: 

c) Que forzosamente el crédito esté garan- 
tizado con primera hipoteca sobre el 
inmueble objeto de préstamo y que no 
existan sobre él otros gravámenes hipo- 
tecarios de grado posterior. El gravamen 
se extenderá al terreno, las edificaciones 
y todos los derechos en los mismos del 
deudor hipotecario, y 

d) La tasa del Snterés no deberá exce- 
der de los tipos fijados conforme la Ley. 
Los Cargos por el seguro de hipoteca y 
servicios de  administración del crédito se 
fijarán por aparte. El interés se compu- 
tará solamente sobre las cantidades adeu- 
dadas. 

Articulo 56. El F H A  al resolver favorable- 
mente las solicitudes de seguro de hipotecas, 
presentadas por las instituciones o entidades 
aprobadas, expedirá un resguardo de asegurabi- 
lidad, que amparará la negociación concertada; 
el correspondiente crédito hipotecario, una vez 
constituido, conferirá el derecho a los beneficios 
del seguro de hipotecas, siempre que se cumplan 
las condiciones establecidas en el resguardo. 

Articulo 57. El resguardo de asegurabilidad 
deberá contener, entre otros, los datos siguien- 
tes: 

a) Nombre de la institución de ahorro y 
prCstamo o entidad aprobada que tramite 
la solicitud y también el nombre de 
acreedor hipotecario, beneficiario del se- 
guro, si tal acreedor fuere persona dis- 
tinta de la institución o entidad; 

b) Las especificaciones del inmueble y de 
la construcción objetos del seguro, su fi- 
nanciamiento y plan de amortización; 

c) Manifestación de que la escritura de hi- 
poteca que será objeto del seguro estará 
constituida de acuerdo con las normali- 
dades y requisitos que establecen las 
leyes respectivas; 

d) Duración del seguro; 

e) Primas que deban pagarse; 

f) Estipulación de que el crédito hipoteca- 
rio de que se trata quedará asegurado 
siempre que la entidad que otorgue el 
crédito cumpla, lo mismo que el deudor 
hipotecario, con las condiciones fijadas 
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sobre estos particulares en el resguardo 
de asegurabilidad. Una vez cumplidas las 
condiciones requeridas, el resguardo de 
asegurabilidad se reemplazará por un 
certificado de aseguro; 

g) Manifestación de que el seguro de hi- 
potecas será reclamable y pagadero con- 
forme a las disposiciones de esta Ley, y 

h) Cualesquiera otras condiciones del segu- 
ro. 

Articulo 58. Cuando habiendose extendido 
un resguardo de asegurabilidad se niegue la 
expedición del resguardo de seguro correspon- 
diente por causas imputables al deudor del 
crédito hipotecario, el FHA extenderá un cer- 
tificado en que señalará las condiciones o re- 
quisitos del resguardo de asegurabilidad que 
no fueron cumplidos por el deudor. La expe- 
dición de este certificado dará por vencida la 
respectiva obligación hipotecaria y el titular o 
tenedor de la misma estará facultado para ejer- 
citar, de acuerdo con la ley, el procedimiento 
de ejecución hipotecaria, siendo aplicables las 
disposiciones establecidas en esta Ley que bene- 
fician al acreedor. El referido certificado de in- 
cumplimiento se considerará para todos los 
efectos legales, como complementario de la escri- 
tura de hipoteca que garantiza el medito. 

Articulo 59. Otorgado y vigente un seguro 
de hipoteca, si por causa de incumplimiento del 
deudor venciere la obligación asegurada y el 
acreedor deseare optar al pago del seguro, debe- 
rá notificar por escrito al FHA el mencionado 
incumplimiento. El FHA en los diez años sub- 
siguientes a la modificación del acreedor, tra- 
tará de obtener que el deudor solvente su situa- 
ci6n acrediticia. 

Si por cualquier motivo no pudiere lograrse 
un arreglo, en el plazo dicho, el FHA avisará 
al acreedor que tiene expedito su derecho de 
optar al pago del seguro, o bien de ejecutar al 
deudor para reclamar el adeudo. 

Articulo 60. Si el acreedor optare por el pago 
del seguro, deberá ceder al Banco el crédito 
vencido, con todas sus fianzas, garantías o 
depósitos de cualquier dase constituidos a favor 
del acreedor, así como las pólizas de seguro y 

todos los documentos concernientes a la opera- 
ción hipotecaria. 

Pero si prefiere cobrar judicialmente el adeu- 
do y no el seguro, todavía podrá reclamar este 
último al FHA, si en el procedimiento de eje- 
cución se le adjudicare el inmueble hipotecario, 
y dentro del plazo de diez días posteriores a 
la adjudicación notificare al FHA el reclamo 
que pretende. En tal caso, deberá ceder al Ban- 
co todos sus derechos provenientes de la adjudi- 
cación, a fin de que la escritura de traspaso sea 
otorgada directamente a favor del Banco. Los 
gastos de la cesión serán por cuenta del acree- 
dor. Una vez efectuada la cesión será pagadero 
el seguro de la hipoteca al acreedor. 

Articulo 61. El importe del Seguro que resul- 
te de la correspondiente liquidación será paga- 
dero en bonos que se denominarán "Bonos 
Inmobiliarios FHA", o en efectivo, según lo 
crea conveniente el Banco. Si la cantidad total 
a pagar no correspondiere exactamente al valor 
de los bonos que deban entregarse, la diferencia 
se pagará siempre en efectivo. 

El tipo de interés de los bonos será el mismo 
que se hubiese pactado en el crédito asegurado, 
y el plazo será el que determine el Banco, pero 
sin excederse del estipulado en el mismo crk- 
dito. 

Articulo 62. Las emisiones de bonos inmobi- 
liarios FHA estarán respaldadas con las garan- 
tías específicas siguientes: 

a) Con un fondo de reserva; 
b) Con un fondo inmobiliario; 

c) Con un fondo de ventas y amortizacio- 
nes, y 

d) Con la garantía plena del Estado. 

El fondo de reserva se formará con la can- 
tidad de $2.500.000.00 que al establecimiento 
del Banco, le serán acreditados al FHA, del 
capital que en esa fecha tuviere el Instituto 
Nicaragüense de la Vivienda. Este capital po- 
drá consistir desde cien mil hasta un millón 
de córdobas en efectivo y el resto en créditos 
hipotecarios; el fondo inmobiliario estara cons- 
tituido con los inmuebles y créditos hipotecarios 
que hayan sido cedidos al FHA por los asegu- 
rados y con los inmuebles que hayan sido cedi- 
dos por los deudores al FHA, directamente o 
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por medio del acreedor, en pago de sus obliga- 
ciones, y también con los que se adquieran por 
adjudicación en los procedimientos judiciales 
correspondientes. La emisión efectiva de los 
bonos inmobiliarios requerirá ineludiblemente 
el previo traspaso al Banco para dicho fondo, 
del inmueble o el crédito hipotecario corres- 
pondiente. 

El fondo de venta y administración se forma- 
rá con el importe de las ventas que se hagan de 
los inmuebles integrantes del fondo inmobilia- 
rio y con el importe de las cantidades que reciba 
judicial o extrajudicialmente, para la adminis- 
tración o pago total o parcial de los créditos 
hipotecarios integrantes del fondo inmobilia- 
rio. 

Articulo 63. El efectivo que forme parte del 
fondo de reserva de garantía de los Bonos In- 
mobiliarios, sólo podrá ser invertido por el 
Banco de la siguiente manera: 

1 )  En Hipotecas Aseguradas que hayan sido 
constituidas a favor de Instituciones de 
Ahorro y Préstamo y entidades aprobadas; 

2) En Bonos del Estado emitidos con la fi- 
nalidad específica de fomentar las activi- 
dades propias del Banco. 

De las instituciones del Sistema 

Instituciones de ahorro y préstamo 

Articulo 64. Llámanse instituciones de aho- 
rro y préstamo, que en el cuerpo de esta Ley 
se podrán denominar con el solo nombre de 
"las Instituciones", aquellas organizaciones 
constituidas en forma de sociedad por acciones 
o en forma de sociedad de carácter mutualista, 
cuyo objeto exclusivo sea recibir depósitos de 
ahorro en moneda nacional, conceder présta- 
mos para construcción, adquisición o mejora- 
miento de viviendas y realizar las otras opera- 
ciones que se les permiten de conformidad con 
la presente Ley. Asimismo podrán las institu- 
ciones obtener recursos, con igual objeto, por 

medio de anticipos y descuentos de su cartera; 
y con la previa autorización del Banco, también 
por medio de préstamos y emisión de valores. 

Tales instituciones no podrán realizar otras 
operaciones que las mencionadas en este artícu- 
lo, así como las que se establecen en otros ar- 
tículos de la presente Ley. 

Articulo 65. Las operaciones de las Institu- 
ciones se regirán por las disposiciones de la pre- 
sente Ley y, en lo que no estt previsto en ella, 
por las demás leyes aplicables, por los Regla- 
mentos de esta Ley y por las normas operativas 
y demás disposiciones que emita el Banco, asi 
como por sus respectivos Estatutos. 

Articulo 66. Los interesados en la formación 
o constitución de una Institución, deberán pre- 
sentar solicitud escrita en duplicado ante el 
Banco, en  la que expresarán: el nombre, apelli- 
do, estado civil, profesión u oficio y domicilio 
de cada uno de ellos, la clase de entidad que 
deseen formar, el capital de ésta, en su caso, 
el número de acciones en que estard dividido 
y el valor de cada una, su clase y demás por- 
menores; o la forma de efectuar aportes, su 
monto mínimo y máximo individual, periodi- 
cidad de ellos y demás detalles conducentes 
que determine el Banco. Adjuntarán, además, 
dos copias del proyecto de escritura o acta de 
constitución y estatutos de la futura institu- 
ción. 

En el caso de sociedad mutualista la solicitud 
debe ser presentada por 15 personas, por lo me- 
nos, aptas para contratar y obligarse. 

Junto con la solicitud deberá presentarse una 
exposición explícita de las razones de indole 
económica que justifiquen el establecimiento de 
la institución, sustentada con los estudios tkc- 
nicos y financieros necesarios. 

Articulo 67. Recibida la solicitud, el Banco 
la examinará desde el punto de vista formal 
y si faltare que llenar algún requisito, la de- 
volverá a los interesados para que subsanen el 
defecto. El Banco por medio de la Caja Cen- 
tral liará un examen completo de la solicitud 
y documentos conexos y concluido el trámite a 
que debe ser sometida la solicitud el Banco 
preparad un informe, con su opinión concer- 
niente a la integridad, responsabilidad y sol- 
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vencia de los propuestos organizadores, así como 
del juicio que le merezca la institución pro- 
puesta desde el punto de vista financiero y eco- 
nómico. Dentro de 60 días de recibida la soli- 
citud o de subsanados los defectos, en su caso, 
el Banco deberá enviar el estudio y opinión 
respectivos al Poder Ejecutivo en el ramo de 
Economia, para que éste resuelva en definitiva. 

Articulo 68. El Banco no recomendará la 
aprobación de ninguna solicitud para organi- 
zar una institución, a menos que: 

Haya encontrado en la tramitación que 
la solicitud se ajusta a los requisitos de 
esta Ley y sus Reglamentos; 
La responsabilidad general y corrección 
de las personas interesadas en la organi- 
zación de la institución sean tales, que 
produzcan confianza de que los negocios 
de la propuesta institución serán honesta 
y eficientemente conducidos y que ten- 
drán una Gerencia calificada; y 
Haya probabilidad de que la propuesta 
institución podrá operar satisfactoriamen- 
te, de acuerdo con el volumen de los 
negocios que se proyectan realizar, en la 
comunidad en que se propone establecer. 

Articulo 69. El Poder Ejecutivo por acuerdo 
en el ramo de Economia autorizará la consti- 
tución de la institución proyectada, si lo con- 
siderare pertinente. 

Articulo 70. Cualquier institución cuya soli- 
citud de organización haya sido aprobada de 
acuerdo con esta Ley, deberá constituirse e ini- 
ciar sus operaciones dentro de seis meses de 
la fecha de tal aprobación. Sin embargo, los 
organizadores podrán recurrir al Ministerio 
de Economia para la expansión por un pe- 
riodo de tres meses, como máximo. 

Articulo 71. Las instituciones que soliciten 
constituirse con carácter mutualista, previa- 
mente a su constitución podrán ser autorizadas 
por el Poder Ejecutivo, ramo de Economía, 
en acuerdo con el Banco, para recaudar los 
depósitos iniciales, los que serán mantenidos 
en un banco, en una cuenta especial, abierta 
a nombre de la institución en formación y 
sobre la cual sólo podrán girarse una vez que 

se haya autorizado la existencia de la institu- 
ción y esté funcionando su primer directorio. 

Articulo 72. Denegada la autorización para 
constituir una institución de ahorro y préstamo, 
o no verificada la constitución dentro del ter- 
mino concedido por esta ley, los fondos de 
depósito iniciales recibidos deberán devolverse 
a los respectivos depositantes, para cuyo objeto 
podrán girarse contra la cuenta abierta a nom- 
bre de la institución en formación, previa 
autorización del Banco, quien vigilará las de- 
voluciones. 

Articulo 73. Las instituciones que se consti- 
tuyan en forma de sociedades por acciones de- 
berán tener un capital minimo de $5.000,000.00 
y no podrán iniciar sus operaciones con el pú- 
blico si no tuvieren pagado, en efectivo y en 
Caja, por lo menos el 50% de dicho capital. 

No menos de las cuatro quintas partes del 
capital deberán ser en dinero efectivo. 

Las instituciones de otro carácter no podrán 
iniciar sus operaciones si no tuvieren en caja la 
suma de quinientos mil córdobas. 

Articulo 74. El acuerdo que conceda la auto- 
rización para constituir una institución deberá 
insertarse en el documento de su constitución. 

Articulo 75. Una vez constituida la institu- 
ción deberá recabarse del Banco, autorización 
para operar, quien la concederá si encontrare 
que se han cumplido todas las formalidades 
legales respectivas. 

Articulo 76. Cualquier Institucih podrá mo- 
dificar su documento constitutivo o Estatutos. 
por resolución adoptada de acuerdo con éstos, 
dentro de los términos de esta Ley, pero para 
que tal modificación tenga vigencia deberá ser 
aprobada por el Poder Ejecutivo, oyendo pre- 
viamente la opinión del Banco. 

Articulo 77. Las instituciones serán adminis- 
tradas por un Directorio compuesto por no 
menos de cinco ni más de nueve personas ac- 
cionistas o depositantes, según el caso. Para su 
vigilancia interna deberán contar con un Au- 
ditor. 
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Los Directores y el Auditor serán elec~os por 
la asamblea de accionistas o depositantes, se- 
gún el carácter de la Institución. 

Articulo 78. Dentro de los 30 días siguientes 
a la autorización del Poder Ejecutivo para la 
organización de una institución, el Directorio 
provisional celebrará una reunión de organiza- 
c i h  y de acuerdo con las provisiones de la 
presente Ley y de los Reglamentos, elegirá fun- 
cionarios y tomará todas las otras acciones que 
sean apropiadas en conexión con el comienzo 
de sus operaciones. El Banco, por motivos ra- 
zonables, puede ampliar el tiempo dentro del 
cual la reunión de orgmización debe celebrarse. 

Articulo 79. Si en la época fijada para la 
renovacih del Directorio no se procediese a 
su elección, continuarán en su cargo los miem- 
bros en ejercicio, quienes deberán convocar a 
asamblea para designación de sus reemplazan- 
tes, en forma que se verifique dentro de los 15 
dias siguientes a la fecha de terminación de sus 
mandatos. En caso contrario, el Banco tendrá 
la obligación de practicar dicha convocatoria 
siguiendo para ello el sistema establecido para 
la institución respectiva. 

Articulo 80. Los Directores durarán dos años 
en el ejercicio de sus funciones y podrán ser 
reelectos indefinidamente. 

El Directorio se renovará parcialmente cada 
año, en la forma que prescriban los Estatutos 
de la Iristitución. 

En caso de muerte, renuncia, ausencia por 
más de tres meses o incapacidad legal sobrevi- 
niente de uno o más Directores, los demás pro- 
ceclerin a nombrar el o los reemplazantes, que 
durarán en sus funciones por el tiempo que fal- 
te para completai el periodo del Director re- 
emplazado. 

Arliculo 81. No podrin ser Directores de una 
misma institución personas que sean cónyuges 
o que tengan parentesco dentro del cuarto gla- 
do de consanguinidad o segiindo, de afinidad 
con otro director. 

Ariiczrlo 83. En las instituciones de caricter 
mutualista, cada depositante tendrá derecho a 
un voto por cada $500.00 que haya mantenido 

como promedio en su cuenta de ahorro, durante 
los doce meses últimos. En todo caso, ningún 
depositante tendrá derecho a más de 100 votos, 
cualquiera que fuere el monto de su cuenta. 

Articulo 83. Por propia decisión, una Insti- 
tución podrá fusionarse con otra, siempre que 
tal decisión sea aprobada por las dos terceras 
partes de los votos presentes en la asamblea 
general de cada Institución interesada, convoca- 
das al efecto, siempre que representen por lo 
menos el 60% del capital social suscrito y pa- 
gado. La fusión deberá ser aprobada por el 
Banco y refrendada por el Ministerio de Eco- 
nomía, y sólo en este último caso podrá llevarse 
a efecto la fusión. 

Articulo 84. Cualquier institución por acuer- 
do de asamblea general puede disponer volun- 
tariamente su disolución. Decretada ésta deberá 
darse aviso al Banco con copia certificada por 
notario público del acuerdo respectivo, que de- 
berá ser firmada, a la vez, por el Presidente y 
el Secretario del Directorio de la Institución 
respectiva, y presentar un balance de activo y 
pasivo certificado por el auditor de la Institu- 
ción. Si el Banco no encontrare objeción para 
la disolución, lo hará saber así a la Instituci6n 
interesada y tomará todas las providencias que 
sean necesarias en resguardo de los ahorrantes 
y demás acreedores de la Institución. Aprobada 
la disolución por el Banco, estará prohibido 
a la institución del caso continuar operando con 
el público, excepto para recuperar sus activos. 

Corresponderá al Banco efectuar la liquida- 
ción de los bienes y atender con su producto el 
pago de las obligaciones por depósitos de aho- 
rro de la institución disuelta, y si hubiere so- 
brantes se destinarán hasta donde alcancen a 
cumplir los demás compromisos de la insti- 
tuciún. 

Avticulo 85. Podrá t ambih  procederse a la 
disolución de una institución mediante el tras- 
paso de sus bienes, préstamos, depósitos y obli- 
gaciones a otra institución, previos acuerdos de 
las asambleas extraordinarias y la autorizaci6n 
del Banco con la aprobación del Poder Eje- 
cutivo, ramo de Economía. 

La disolución será obligatoria si por causa 
legal fuere revocada por el Poder Ejecutivo 
la autorización para operar. 
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Articulo 86. Las instituciones estarán someti- 
das a inspección completa de sus operaciones 
por el Banco, por lo menos una vez al año. 
Los gastos que ocasionaren estas inspecciones 
correrán por cuenta de las instituciones respec- 
tivas y del Banco, por partes iguales. 

Articulo 87. Si los negocios o actividades de 
una institución no se ajustaren a las leyes, regla- 
mentos o resoluciones administrativas pertinen- 
tes, o a las sanas prácticas de administración, 
el Banco deberá notificarle por escrito la infrac- 
ción y requerirla para que en un plazo pruden- 
cial corrija el defecto. Podrá, tambikn citar al 
representante legal de la institución para que 
explique los hechos y se levantará un acta con 
testimonio de sus declaraciones. 

Articulo 88. Si después de la notificación de 
que trata el articulo precedente, la institución 
no pone fin y remedia la infracción, alta o abu- 
so, o las explicaciones no fueren satisfactorias, 
podrá el Banco adoptar una o más de las si- 
guientes medidas: 

a) La aplicación de una multa de 9 500 a 
$5,000.00 al Director, Directores o funcio- 
narios responsables, a beneficio del Fisco; 

b) La suspensión por un plazo determinado, 
del Director, Directores o funcionarios res- 
ponsables; 

c) La remoción definitiva de estas mismas per- 
sonas; 

d) La designación de uno o más interventores 
para que tomen la administración de la 
institución por un tiempo determinado; o 

e) Revocar la autorización para operar conce- 
dida a la Institución. 

Articulo 89. Para asegurar la liquidez y capa- 
cidad del cumplimiento de las instituciones, el 
Banco Central de Nicaragua deberá fijar un 
porcentaje de los depósitos de ahorro que aqué- 
llas reciban, el cual deberá mantener deposita- 
tado en cuenta corriente en dicho Banco Cen- 
tral. 

El Banco de la Vivienda regulará las formas 
y periodos de computación de tal porcentaje. 

Articulo 90. Las infracciones que cometan las 
instituciones en lo que se refiere al porcentaje 
establecido en el articulo anterior, se penarán 
con multa a favor del Fisco que les impondrá el 
Banco, desde $500.00 a $5.000.00, en la forma 
establecida en el reglamento mencionado en el 
artículo precedente. 

Articulo 91. Las instituciones estarin obli- 
gadas a incluir en las cuotas de amortización 
de sus operaciones de aeditos hipotecarios el 
pago de las primas correspondientes a los segu- 
ros de hipotecas, cuando tales seguros hubiesen 
sido contratados. 

Artículo 92. Corresponde al Banco autorizar 
en lo general a las instituciones los planes de 
estímulo a la actividad de ahorro que estime 
convenientes, y fijar las normas dentro de las 
cuales se deben mantener dichos planes. 

Articulo 93. Solamente las instituciones que 
se rijan de acuerdo con esta Ley o por autoriza- 
ción de ella, podrán usar en rótulos.membretes, 
papelería, etcktera, y medios publicitarios las 
palabras "Institución de Ahorro y Préstamo 
para la Vivienda" o similares. La contravención 
a lo aquí dispuesto será penada con multa de 
un mil a cinco mil córdobas, cada vez que el 
Banco compruebe la infracción. Las multas 
que impusiere el Banco se harán efectivas 
gubernativamente e ingresarán al Fisco. 

Depósitos y cuentas de ahorro 

Articulo 94. Las instituaones recibirán de- 
pósitos de ahorros en moneda nacional, suje- 
tos a las normas emitidas por el Banco. 

Articulo 95. Podrán ser depositantes de 
ahorro, o miembros de una institución de carác- 
ter mutualista, toda clase de personas natu- 
rales o jurídicas, en las condiciones generales 
que se establecen en este Capítulo. Los meno- 
res adultos serán considerados plenamente capa- 
ces para efectuar depósitos de ahorro, admi- 
nistrarlos y disponer de ellos, pero en las asam- 
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bleas deberán actuar por medio de sus pa- 
dres o tutores. 

Articulo 96. Cada institución llevará un 
registro general de depositantes, que conten- 
drá las menciones que señalen los reglamentos 
a que se refiere el artículo 94. 

Articulo 97. Con autorización del Banco, las 
instituciones podrán establecer sistemas de 
cuentas especiales de ahorro. Los depositantes 
de esas cuentas tendrán los derechos y obliga- 
ciones que se establezcan. 

Articulo 98. Las cuentas de ahorro serán 
transferibles en los libros de la Institución res- 
pectiva a solicitud escrita del cuentahabiente, 
en los términos que establezcan las normas que 
apruebe el Banco. 

Articulo 99. Las instituciones establecerán 
en los reglamentos los requisitos para la aper- 
tura de cuentas, los preavisos que se exijan 
para el retiro de fondos, así como las demás 
disposiciones que regularán dichas cuentas, 
todo con la aprobación del Banco. 

Articulo 100. Los dep6sitos en las cuentas 
de ahorro tanto de las instituciones organiza- 
das como sociedades por acciones, como las que 
tengan el carácter de instituciones mutualistas, 
devengarán intereses o dividendos según el caso. 

Los intereses devengados y los dividendos 
serán capitalizables periódicamente, en las 
formas que apruebe el Banco. 

Articulo 101. No existe limite en el monto 
total de los depósitos de ahorro que reciban las 
instituciones. 

Articulo 102. Son aplicables a los depósitos 
de ahorro en las instituciones las disposiciones 
del articulo 48 de la Ley General de Bancos 
y de Otras Instituciones, acerca de las cuentas 
de ahorro conjuntas de dos o más personas. 

También les son aplicables los artículos 
49, 51, 52, 53 y 54 de esa misma ley, debiendo 
entenderse que se refieren a la instituciones 
aquellos conceptos que dicha ley aplica a los 
bancos. 

Articulo 103. Si fuere del caso distribuir o 
capitalizar dividendos en las instituciones mu- 
tualista éstos se calcularán sobre el valor de 
cada cuenta, estableciendo el respectivo prome- 
dio anual de los saldos mensuales, no compu- 
tándose las cantidades retiradas antes del tér- 
mino del ejercicio. Los depósitos hechos en 
el curso de cada mes se considerarán abona- 
dos el primer día del mes siguiente. Las nor- 
mas que apruebe el Banco señalarán cómo se 
harán las liquidaciones. 

Articulo 104. S610 tendrán derecho a divi- 
dendos o intereses las cuentas cuyo valor calcu- 
lado en la forma que se indica en el artículo 
anterior no fuere inferior al límite que fije 
el Banco. 

Articulo 105. La apertura de toda cuenta de 
ahorro, los documentos justificativos de la 
misma, sus giros y depósitos y los intereses o 
dividendos para ahorrantes, estarán exentos 
de todo in~puesto fiscal. El Poder Ejecutivo no 
aprobará planes de arbitrio municipal o de 
asistencia social en que se establezcan impues- 
tos que graven los documentos y actividades a 
que se refiere este artículo. 

Articulo 106. Los depósitos de ahorro se 
operarán por medio de libretas que las insti- 
tuciones entregarán por cada cuenta a los cuen- 
tahabientes. El reglamento respectivo indicará 
todo lo concerniente a las libretas, incluyen- 
do la forma de reposición por pérdidas, des- 
tmcción o traspaso de cuenta. 

También podrá emplearse cualquier otro sis- 
tema de manejo de las cuentas, que el Banco 
apruebe para tal fin. 

Articulo 107. El reglamento de esta Ley de- 
berá contener las disposiciones que se consi- 
deren apropiadas para el manejo de las cuen- 
tas de ahorro en las instituciones. 

Opemciones activas de las instituciones 

Articulo 108. Las instituciones invertirán los 
recursos disponibles provenientes de su propio 
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capital, de los depósitos de cuentas de ahorro, 
de los valores que emitan, de los descuentos de ~ su cartera y de préstamos que obtengan, en la 
concesión de aeditos hipotecarios para la cons 
trucción o mejoramiemo de Viviendas, para 
la adquisición de viviendas y para cancelar gra- 
vámenes hipotecarios que pesen sobre su pro- 
pia vivienda, todo en la forma que defina y 
regule el Banco. Con el propio capital y reser- 
vas de capital y con fondos obtenidos expresa- 
mente para tal fin, también podrán las insti- 
tuciones efectuar cualesquiera desarrollos ur- 
banos, siempre con autorización o aprobación 
del Banco. 

Articulo 109. Podrán optar a préstamos para 
construcción y adquisición, las personas natu- 
rales que a la fecha de solicitarlos cumplan los 
siguientes requisitos: 
a) Caracer de vivienda propia; 
b) Tener una cuenta de ahorro en la insti- 

tución respectiva, por el plazo y con el 
valor mínimo en relación al monto del 
préstamo que fije el Banco mediante reso- 
lución general, teniendo en cuenta que ef 
solicitante sea o no sea dueño del terreno 
donde se hará la edificación; 

c) Tener una renta mensual familiar, cuyo 
25% les permita pagarlo en cuotas mensua- 
les en el plazo que se establezca el cual no 
podrá ser superior a SO años. 

Artlculo 110. Si el préstamo se otorgare a 
un miembro del Consejo Directivo de una Ins- 
titución, o su cónyuge o a sus parientes, hasta 
el segundo grado de consanguinidad o de afi- 
nidad, inclusive, tendrá que requerirse previo 
al acto de otorgamiento la aprobación del 
Banco. 

Articulo 111. Podrán también optar a estos 
préstamos las Cooperativas de Edificación de 
Viviendas para beneficio de sus cooperados que 
carecieren -de ella. 

Si la entidad solicitante fuere dueña del sitio 
en que se construirán las viviendas, sólo se 
exig&i que el saldo de su cuenta no sea infe- 
rior a un mínimo de 500.00 como promedio 
anual para cada uno de los cooperados. 

Articulo 112. El monto del préstamo para 

coilstrucción no excederá del porcentaje que 
señale el Banco, del valor de tasación de cada 
unidad de vivienda. El Banco fijará las nor- 
mas correspondientes que, en todo caso, debe- 
rán contener porcentajes decrecientes con re- 
lación al valor de las viviendas. 

En ningún caso el monto de los préstamos 
podrá ser superior al 90% del valor de tasa- 
ción, incluyendo terreno y edificación, aun 
la proyectada. 

Si el solicitante proporciona toda o parte 
de la mano de obra para la urbanización o 
construcción, el valor de la mano de obra su- 
ministrada por 61 se considerará aportado en 
los términos que indique el reglamento. 

Articulo 113. Será igualmente permitido a 
las instituciones conceder créditos hipotecarios 
para la construcción de viviendas de alquiler, 
debiendo existir entre el monto del crédito y 
el valor total de las viviendas a construirse, 
la relación porcentual que establezca el Ban- 
co, con la limitación de que tal relación no 
podrá ser mayor del 50%. Para estas negocia- 
ciones será requisito indispensable que las hi- 
potecas sean aseguradas ante el FHA del Banco. 

Articulo 114. El Banco podrá autorizar a 
las instituciones la concesión de préstamos para 
otros fines a los ahorrantes, por un monto que 
se establecerá en el reglamento respectivo, en 
los casos en que se justifique tal política. Es- 
tos préstamos no podrsn tener plazos mayores 
de dos años. 

Articulo 115. Cuando una institución obten- 
ga recursos para fines de vivienda, mediante 
emisión de valores o contratación de presta- 
mos que por su tipo de interés o plazo en 
uno u otro caso no le permitan dedicarlos a 
préstamos a que se refiere el artículo 168 de 
esta Ley, podrán destinar dichos recursos al 
financiamiento de vivienda, mediante opera- 
ciones con asociaciones o agrupaciones consti- 
tuidas, sin fines de lucro, o con personas 
individuales que carezcan de vivienda propia, 
o con personas o compañías que se dediquen 
a la construcción de viviendas en el país, en 
los terminos que establezca el reglamento res- 
pectivo. 

Articulo 116. Los préstamos otorgados por 
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las instituciones estarán garantizados con pri- 
mera hipoteca de la propiedad que se constru- 
ya o adquiera. 

S610 en casos excepcionales y con la pre- 
via autorización del Banco, la garantía hipo- 
tecaria de la propiedad que se construya o 
adquiera podrá ser de segundo grado. En todo 
caso la autorización para la constitución de 
hipoteca de segundo grado velará porque la 
capacidad de pago del presunto deudor sea 
lo suficientemente amplia para atender ambas 
obligaciones. 

Sin embargo, los crtditos otorgados con hi- 
poteca de segundo grado no serán asegurables 
por el FHA, conforme quedó establecido en el 
inciso c) del artículo 55 de la presente Ley. 

Articulo 117. El mutuo y la hipoteca que lo 
garantice deberán otorgarse conjuntamente. 

Los mutuos otorgados por las instituciones 
serán siempre a la orden y los derechos del 
acreedor serán transferibles mediante endoso 
escrito a continuación del testimonio de la es- 
critura. 

.Irticulo 118. El endoso deberá contener el 
nombre, apellidos y domicilio del endosatario, 
la fecha en que se haya extendido y las firmas 
del endosante y del endosatario, y deberá ano- 
tarse al margen de la inscripción hipotecaria 
respectiva. Sin estos requisitos, el endoso no 
producirá efecto contra el deudor ni referente a 
terceros. Las firmas de las partes serán auten- 
tificadas por un notario; la autenticación ten- 
drá toda fuerza legal con sólo un "ante mí", 
y sello. 

Articulo 119. En caso de transferencia, ex- 
cepto cuando se trate de descuentos en el Ban- 
co o de endosos definitivos a su favor, la Ins- 
titución cedente sólo se hace responsable de 
la existencia del crédito. Sin embargo, podrá 
encargarse de las gestiones de recaudación para 
el servicio del prkstamo, las que comprende- 
rán el cobro judicial en caso de incumplimien- 
to del deudor. Por estos servicios la institución 
cedente podrá cobrar al cesionario una comi- 
sión de hasta el 1% sobre el monto del crédi- 
to y, además, las costas del juicio en que hu- 
biese incurrido, siempre que no le hubiesen 
sido reembolsadas por el deudor. Cuando la 
cesión del crédito se haga de institución a 

institución, o de una institución o una de las 
entidades aprobadas a que se refiere esta Ley. 
la negociación se concertará libremente entre 
ambas instituciones con la aprobación del Ban- 
co y sin que pueda hacerse cargo de ninguna 
clase al deudor hipotecario. 

En las transferencias a favor del Banco, la 
institución cedente queda solidariamente res- 
ponsable de la obligación cedida, en los térmi- 
nos de la misma o de la propia operación de 
cesión, igualmente sin que pueda hacerse car- 
go adicional de ninguna clase al deudor hipo- 
tecario. 

Articulo 120. El Banco podrá ordenar que 
en los contratos de préstamos se estipule la 
obligación del deudor de cumplir determina- 
das normas que tiendan a la conservación y 
mantenimiento de la propiedad. 

Articulo 121. El deudor podrá pagar antici- 
padamente todo o parte de la deuda. En este 
último caso sólo seguirá pagando intereses por 
el saldo adeudado. El reglamento establecerá 
las bases para determinar las cantidades que 
habrá que abonar al acreedor y al FHA del 
Banco, cuando se produzcan pagos anticipa- 
dos. 

Los pagos anticipados se aplicarán a la re- 
ducción del monto de la deuda dejando igual 
cuantía de los pagos mensuales, reduciendo 
desde luego, el plazo de la obligación hipo- 
tecaria. 

Articulo 122. El simple retraso en más de 
30 días en el pago de las cuotas mensuales, 
podrá ser sancionado con un interés penal de 
las cuotas en mora que se estipulará en  la res- 
pectiva escritura de mutuo e hipoteca y que 
no podrá ser superior en mis del 50% al inte- 
rés pactado por el servicio de la deuda. 

Articulo 123. El atraso en el pago de tres 
cuotas mensuales consecutivas hará exigible el 
total de la obligación como si fuere el plazo 
vencido, sin perjuicio del pago del interés pe- 
nal a que se refiere el articulo anterior. No 
podrá estipularse vencimiento por atraso de 
menos de tres cuotas. 

Articulo 124. Las instituciones podrán ha- 
cer, además, las siguientes operaciones: 
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a) Adquirir inmuebles para establecimiento 
de sus oficinas, con el límite de costo que 
fije el Banco en cada caso; 

b) Invertir en obligaciones directas o garan- 
tizadas en su principal e intereses por el 
Gobierno de la República, con el límite 
que fije el Banco; 

c) Comprar cedulas, bonos o cualquier otra 
obligación del Banco; 

d) Hacer depósitos a plazo en cualquier ban- 
co comercial; 

e) Invertir en aquellas otras obligaciones 
que acuerde el Banco y que haga cono- 
cer piíblicamente; 

1 j) Actuar como fiduciario de operaciones 
1 de fideicomiso cuando la ley autorice es- 
¡ tas operaciones; y 

g) Las demás que les permite la presente 
1 Ley. 

El Banco normará las operaciones a que se 
refiere este articulo. 

Periodos contables y procedimientos 

Articulo 125. El periodo contable de las ins- 
1 
I tituciones coincidirá con el año civil. Al ter- 
! 

i minar cada año, las instituciones levantarán 
balance de activos y pasivos y producirán un 
estado de cuentas de resultado. Copias de di- 1 &os documentos deberán ser enviadas al Ban- 
co a más tardar treinta días después de las 
fechas de cada cierre de operaciones. Ambos 
documentos en forma condensada, deberán ser 
publicados por las instituciones en el Diario 
Oficial "La Gaceta". a más tardar en el mes 

i de mano de cada año. 

l Articulo 126. Con el 15y0 de las utilidades 
netas que produjere un ejercicio financiero, la 

1 institución respectiva formará e incrementar& 
1 una reserva de capital hasta una suma igual al 

capital pagado. Tambien deberán formarse las 
demás reservas que el Banco indique. 

Articulo 127. Las perdidas que hubiese al 
finalizar un ejercicio financiero serán cubier- 
tas con las reservas existentes, en la forma que 

establezca el reglamento respectivo. Si no hu- 
biese reservas o si ellas fueren consumidas can 
parte de la pérdida, el monto total de dicha 
pérdida o el remanente se debitará el capital 
social en el caso de las instituciones constitui- 
das como sociedad por acciones; y a prorrata a 
las cuentas de ahorro, en el caso de institucio- 
nes organizadas como sociedades mutualistas. 

Si las perdidas llegaren a sumar un equiva- 
valente del 50% del capital social en el primer 
caso, el Banco requerirá a los accionistas para 
que: a) restituyan el capital social hasta 50y0 
de su monto original, o b) liquiden la insti- 
tución respectiva, en el segundo, o sea cuando 
se trate de instituciones de carácter mutualis- 
ta, si las perdidas consumieren hasta un 20% 
del total de los depósitos, la asamblea general 
de socios dispondrá, en la reunión que celebre 
para el conocimiento de los documentos con- 
tables del caso, si la institución continúa sus 
operaciones o debe ser disuelta. Una institu- 
ción de carácter mutualista no podrá seguir 
operando cuando por causas de pérdidas ope- 
racionales los dep6sitos respectivos se hayan 
reducido en un 30y0. 

Articulo 128. Los gastos de instalación de 
una institución se harán en proporción al ca- 
pital o a los depósitos, conforme acuerde el 
Banco y éste podrá disponer que se amorticen 
hasta en cinco periodos financieros. 

Articulo 129. Las instituciones observarán 
aquellos principios y prácticas de contabilidad 
que el Banco les indique, y mantendrán regis- 
tros apropiados de los ahorrantes y accionistas 
y prestatarios. 

Superuisidn de las instituciones 

Articulo 130. Toda institución que funcione 
de acuerdo con esta Ley estará bajo la super. 
visión y vigilancia del Banco, el cual ejercerá 
dichas funciones por medio de su Caja Cen- 
tral. 

Quedan exceptuadas del cumplimiento de 
las disposiciones de este artículo, las entidades 
aprobadas que están sujetas a la inspección y 
supervisión de la Superintendencia de Bancos 
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y de Otras Instituciones. No obstante, dichas 
entidades deberán suministrar al Banco cual- 
quier información que este les solicite en rela- 
ción con sus operaciones de vivienda. 

Articulo 131. El Banco examinará sin pre- 
vio aviso y por lo menos una vez al año, las 
instituciones a las que le corresponde vigilar, 
y tendrá libre acceso a todos los libros, corres- 
pondencia y registros de la institución res- 
pectiva. 

Una copia completa del informe de todos 
los exámenes y auditoriajes será prontamente 
suministrada a la institución examinada o au- 
ditoriada. Cada informe de examen o audito- 
riaje deberá presentarse al Directorio de la 
Institución en su próxima sesión ordinaria o 
en una reunión especial convocada para tal 
propósito. 

Articulo 132. Si el Banco como resultado de 
un examen encontrare que cualquier institu- 
ción o cualquier Director, funcionario o em- 
pleado de la misma está violando las disposi- 
ciones del documento constitutivo o Estatutos 
de la institución o de esta Ley, sus Reglamen- 
tos o las disposiciones del Banco, lo hará saber 
al Directorio de la respectiva institución y exi- 
girá la descontinuación de tal violación. La 
institución afectada por tal orden solicitará 
dentro de diez días después de que la misma 
le haya sido entregada, una audiencia ante el 
Banco, en la cual puede presentarse cualquier 
prueba pertinente relativa a dicha orden o a 
los hechos afirmados en la misma. Después de 
tal audiencia, el Banco, sobre la base de la 
prueba presentada y los demás asuntos regis- 
trados, modificará o mantendrá la orden o la 
revocará, según lo estime conveniente. 

Artículo 133. En cualquier circunstancia que 
el Banco observare que: a) los activos de una 
institución tienen un valor menor que los pa- 
sivos. incluyendo las cuentas de ahorro, y 
b) que una institución en forma reiterada 
viola su instrumento constitutivo o sus Esta- 
tutos, esta Ley o sus Keglamentos o las dis- 
posiciones del Banco podrá acordar que tal 
institución sea intervenida en sus operaciones. 

Si el Banco acordare la intervención, ésta 
la ejercerá la Caja. En su función de interven- 
tora la Caja tratará de salvaguardar los intere- 
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ses de la respectiva institución, y a menos que 
en un  tiempo prudencial el Banco retirare la 
intervención por haber cesado las causas que 
la motivaron, el Banco procederá a solicitar 
del Ministerio de Economía una resolución de 
disolución de la Institución, acordada la cual, 
la Caja procederá a la liquidación de la ins- 
titución en la forma que establece la Ley Gene- 
ral de Bancos y de Otras Instituciones para 
estos efectos. 

Cuando el Banco tome disposiciones de in- 
tervención o de solicitud de disolución de una 
institución, los representantes legales de ésta 
podrán hacer ante el mismo los alegatos que 
estimen procedentes. Si al Banco satisfacen los 
razonamientos, acordará lo procedente. En igua- 
les circunstancias podrán actuar los represen- 
tantes ante el Ministerio de Economía para 
el caso de que el Banco haya pedido la diso- 
lución. 

Entidades aprobadas 

Articulo 134. Son entidades aprobadas, para 
los efectos de esta Ley, los bancos comerciales 
que obtengan del Banco la Autorización de 
operar en el ramo de vivienda dentrn de los 
términos de la presente Ley, siempre que el 
Banco Central de Nicaragua les haya conce- 
dido permiso para hacer esa solicitud. 

A1 obtener tal autorización, ~9 les será apli- 
cable la prohibición del articulo 61, inciso 8 
de la Ley General de Bancw y de Otras Ins- 
tituciones. 

Articulo 135. Las entidades aprobadas esta- 
rán sujetas, aun en sus operacimes de vivien- 
da, a la vigilancia de la Superintendencia de 
Bancos y de Otras Instituciones. 

Título IV 

Disposiciones varias 

Di~posiciones generales 

ilrticulo 136. Los bonos, cédulas y demds 
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obligaciones a que se refiere esta Ley, estarán 
sujetos a las disposiciones de la Ley General 
de Títulos de Créditos, si la hubiere, y, ade- 
más, o en defecto de ella, el Reglamento espe- 
cial que emita el Banco con la aprobación del 
Poder Ejecutivo. 

El Banco Central de Nicaragua fijará la 
tasa máxima de interés de los mencionados va- 
lores. 

Articulo 137. Los valores que emita el Ban- 
co tendrán la garantía específica que 61 deter- 
mine al acordar su emisión y además, tendrán 
la garantía plena del Estado. 

Los valores que emitan las instituciones, ten- 
drán la garantía de la parte de sus carteras hi- 
potecarias que el Banco determine. Éste, a su 
vez, podrá garantizar esas emisiones cuando lo 
estime conveniente. 

Articulo 138. Los valores a que se refiere 
esta Ley que se encuentra en circulación con 
plazo vencido o que resultaren favore4dos en 
un sorteo o fueren aceptados en ur r licita- 
ción, constituirán títulos ejecutivos cmtra  el 
emisor para exigir judicialmente el  valor no- 
minal de ellos y sus respectivos intereses. 

Artículo 139. Los valores que emita el Ban- 
co serán aceptados por su valor nominal en 
pago de impuestos y derechos fiscales. 

Serán asimismo admitidos a la par como ga- 
rantía suficiente en cualquier caso en que por 
disposición de Ley se requiera la rendición 
de caución. 

Articulo 140. La Superintendencia de Ban- 
cos y de Otras Instituciones vigilará y fiscali- 
zará al Banco, pero únicamente en las propias 
operaciones de éste. 

Artic.,lo 141. E1 Banco contribuirá anual- 
mente al mantenimiento de la Superintenden- 
cia de Bancos y de Otras Instituciones con una 
suma que no excederá del i/4 del 1% el volu- 
men total de sus operaciones de crédito en el 
año precedente. 

Articulo 142. Los organismos y dependen- 
cias del Estado están obligados a cooperar con 
el Banco en aquellas actividades y obras en 
que el Banco se lo solicite de acuerdo con su 

finalidad. Asimismo, el Distrito Nacional, los 
Entes Autónomos del Estado, las empresas de  
servicio público y las Municipalidades coope- 
rarán con el Banco en el establecimiento de 
los servicios públicos en los desarrollos de vi- 
vienda en que intervenga el Banco. 

Articulo 143. El Banco y las instituciones 
que operen conforme a lo estatuido por la 
presente Ley gozarán de los derechos y privi- 
legios especiales otorgados a los Bancos, de  con- 
formidad con la Ley General de Bancos y de 
Otras Instituciones, en lo que se refiere a obli- 
gaciones constituidas a su favor. También go- 
zarán de los mismos derechos y privilegios espe- 
ciales respecto a las garantías, los documentos 
en que consten y los procedimientos judiciales 
a seguirse cuando sea necesaria la ejecución 
para el cobro de las mismas. 

Articulo 144. En las ejecuciones que se sigan 
por créditos hipotecarios asegurados, el avalúo 
para la subasti deberá practkarlo únicamente 
el Banco. 

Articulo 145. Las propiedades hipotecadas 
en garantía de prestamos otorgados de confor- 
midad con la presente Ley, serán inembarga- 
bles por deudas de cualquier origen o natura- 
leza, siempre que el deudor o su sucesor en el 
dominio, la ocupen como su habitación prin- 
cipal. Esta ocupación se presumirá, salvo prue- 
ba en contrario. 

Sin embargo, la inembargabilidad menciona- 
da en el inciso anterior no será oponible en 
los casos de crPditos que provengan de contri- 
buciones por deudas de pavimentación u otros 
gravámenes de esta naturaleza que afecten a 
la propiedad, como tampoco a la institución 
acreedora, a los cesionarios del respectivo cré- 
dito hipotecario ni a aquellos acreedores a cu- 
yo favor se haya constituido hipoteca en los 
casos a que se refiere el párrafo segundo del 
artículo 116. 

Articulo 146. Toda inversión que el Institu- 
to Nacional de Seguridad Social destine a con- 
tribuir a la solución del problema de la vi- 
vienda, a que se refiere el N? l del ordinal 
c) del artículo 58 de la Ley Orgánica de  Segu- 
ridad Social, deberá ser realizada por medio 
del Banco, ya fuere por construcciones que éste 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3799

www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 1971. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



TEXTOS LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 

efectúe por cuenta de aquél o que el Instituto 
de Seguridad Social adquiera cédulas o valores 
que emita el Banco. 

Las Compañías de Seguro deberán invertir, 
de sus reservas matemáticas por operaciones 
realizadas en Nicaragua, en bonos y otras obli- 
gaciones del Banco o de las Instituciones, un 
porcentaje mínimo de las mismas reservas que 
fije el Banco Central de Nicaragua. 

Articulo 147. No podrán ser funcionarios o 
empleados del Banco personas que fueren córi- 
yuges o tuvieren entre sí o con los miembros 
del Directorio, relaciones de parentesco hasta 
el cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad. 

Sin embargo, esta restricción no afectara a 
los funcionarios y empleados al servicio del 
Banco que tuvieren relaciones de parentesco 
dentro de los grados nlencionados con las per- 
sonas que posteriormente fueren designados 
miembros del Directorio. 

Artículo 148. Periódicamente, pero no en 
lapsos mayores de un año, el Banco deberá so- 
licitar la opinión del Banco Central de Nica- 
ragua acerca de los préstamos en moneda ex- 
tranjera que planee solicitar aqutl, debiéndose 
sujetar para tal efecto al criterio del Banco 
Central de Nicaragua. 

Articulo 149. Por convenio de ambas partes, 
el Banco Central de Nicaragua podrá avalar 
documentos negociables emitidos por el Ban- 
co, pero en condiciones tales de recuperabi- 
lidad de inversiones por parte del Banco, que 
si el Banco Central de Nicaragua se viese pre- 
cisado, en un momento determinado, a hacer 
efectiva una obligación avalada, el Banco pue- 
da cubrirla al Banco Central de Nicaragua, en 
un término no mayor de seis meses. 

Articulo 150. El Poder Ejecutivo en el ramo 
de Economía, de acuerdo con el Banco Cen- 
tral de Nicaragua, deberá incluir en las nor- 
mas generales que dictare en relación con lo 
dispuesto en el artículo 43 de la Ley General 
de Bancos y de Otras Instituciones, el por- 
centaje de los depósitos de ahorro que los ban- 
cos podrán invertir en valores que emita el 
Banco. 

Articulo 151. A partir de la fecha de vigen- 
cia de esta Ley, ninguna persona, natural o 
juridica, excepto las cooperativas u otras socie- 
dades o agrupaciones sin fines de lucro que 
el Banco autorice, podrá dedicarse a activida- 
des de ahorro y prPstamo con finalidad de cons- 
trucción, mejoramiento o adquisición de vi- 
viendas sin haber obtenido la autorización 
del caso por la autoridad correspondiente y 
estar sujeta a los términos de esta Ley. Asimis- 
mo no sc.rá permitido legalmente a ninguna 
persona natural o juridica, ofrecer al público 
contratos de ahorro con ulterior finalidad de 
préstamos para vivienda, en cualquier forma 
que el ofrecimiento se haga, si no está autori- 
zada y funciona como institución de ahorro y 
préstamo de conformidad con lo dispuesto por 
esta Ley. 

A quien el Banco comprobare, por cual- 
quier medio, que ha infringido lo dispuesto 
en este artículo, le notificará la suspensión de 
tal actividad y por primera vez le aplicará una 
multa de cinco mil a diez mil córdobas; de 
quince mil a veinte mil, la segunda, y de vein- 
tincinco mil a treinta mil la tercera, sin per- 
juicio de que tal persona, natural o juridica, 
deberá devolver en efectivo y en forma total 
el ahorro a quienes lo hubicsen integrado bajo 
tal procedimiento. 

Las multas que impusiere el Banco se les 
harán efectivas gubernativamente y serán a be- 
neficio del Fisco. 

Articulo 153. Toda persona natural o jurídi- 
ca, que deseare llevar a cabo en el territorio 
nacional cualquier plan de construcción de vi- 
viendas que, por su número constituya un pro- 
grama de construcción de amplitud considera- 
ble, a juicio del Banco, deberá presentar a este 
previamente, el plan de construcción y planos. 
especificaciones y presupuestos, para fines es- 
tadísticos. 

Si las construcciones se han de llevar a cabo, 
total o parcialmente, con fondos de las Insti- 
tuciones del Sistema de que trata el Título 111, 
los programas deberán ser aprobadas previa- 
mente por el Banco 

En todo caso el FHA no a s e p a r a  los cré- 
ditos hipotecarios de las Instituciones del Sis- 
tema de particulares, cuando los programas de 
construcción de las viviendas que garanticen los 
créditos no hayan sido aprobados por el Banco. 
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Articulo 153. Ninguna institución podrá po- 
ner en práctica planes publicitarios que direc- 
ta o indirectamente pudieren causar perjuicio 
a otra institución o que pudieren presentar 
caracteristicas de competencia desleal. En lo 
general las instituciones deberán usar los me- 
dios publicitarios con base institucional o edu- 
cativa y de estímulo al ahorro. El Banco dic- 
tará normas generales al respecto. 

Articulo 154. Las actividades o servicios del 
Banco y de las instituciones se considerarán de 
interés público. 

Articulo 155. Para las demandas de resolu- 
ción de contrato, desahucio o restitución de in- 
muebles que entable el Banco. se seguirá el 
procedimiento siguiente: 

1. No será necesario acompañar a la deman- 
da boletas o constancias de ninguna clase; 

2. Todas las diligencias se seguirán en papel 
común; 

3. Presentada la demanda en el juzgado 
competente, se pondrá en conocimiento 
del demandado para que la conteste den- 
tro de tercero día bajo apercibimiento de 
declararlo rebelde si no lo hace. Todas 
las excepciones deberán oponerse en la 
contestación de la demanda; 

4. Notificada la demanda personalmente o 
por cCdula y pasados los tres días de que 
habla el inciso anterior, con la contesta- 
ción o sin ella, se abrirá el juicio a prue- 
bas de oficio con todos cargos por el tbr- 
mino de seis dias; 

5. Vencido el término de pruebas, el Juez 
a solicitud de cualquiera de las partes o 

! aun de oficio, dictará su fallo dentro de 
i los tres días siguientes, pronunciándose 

en éste sobre las excepciones opuestas por 
el demandado, en su caso; 

6. Si se declara con lugar la demanda, el 
Juez eri la misma sentencia concederá 
quince dias al demandado para restituir 
el inmueble al Banco, so pena de librar 
al decimosexto día la orden de lawamien- 
to respectiva; 

7. Las dema~das se notificarán en la forma 

ordinaria establecida en el Código de Pro- 
cedimiento Civil y cuando no fuere po- 
sible hacerlo asi se hará la notificación 
en la forma establecida para el desahu- 
cio en el articulo 1430 Pr., teniendo en 
este caso el demandado cinco dias para 
contestarla. 

Articulo 156. El Banco estará autorizado para 
efectuar aquellos arreglos que sean necesarios 
y convenientes para hacer efectiva la recupe- 
ración de aquella parte existente de la cartera 
que el Instituto Nicaragüense de la Vivienda 
le traspasó el Banco Hipotecario de Nicaragua. 

Articulo 157. El Banco y las instituciones es- 
tarán obligadas a enviar al Banco Central de 
Nicaragua copia de sus balances y estados, así 
como a suministrarle cualquier información 
que con fines estadísticos este les solicite sobre 
sus propias operaciones. 

Artículo 158. A partir de la fecha de vigen- 
cia de esta Ley, no se autorizará a ninguna 
persona, natural o juridica, el ejercicio de la 
actividad de ahorro y préstamo para vivienda 
en términos distintos a los expresados en este 
Decreto. 

Asimismo, las compañías que operaren el sis- 
tema contractual y que no optaren por trans- 
formar sus operaciones al sistema establecido 
en la presente Ley, no podrán operar en este 
último sistema, ni por sí mismas ni por medio 
de compañías en que fueren accionistas las 
mismas personas, sus cónyuges o sus parientes, 
dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
afinidad. 

Articulo 159. El Banco estará exento del pago 
de todo impuesto fiscal, establecido o por es- 
tablecerse, tanto en sus bienes, rentas u obras 
que ejecute como en todos aquellos casos 
en que dichos impuestos deberían ser pagados 
por el Banco. Asimismo estará exento del pago 
de todo impuesto o derecho fiscal sobre impor- 
taciones de equipo y materiales para su propio 
uso y de equipo y materiales de construcción 
cuando estos últimos sean destinados a opera- 
ciones de su Departamento INVI. 

El Poder Ejecutivo no aprobará los Planes 
de arbitrios 1Municipales o de Asistencia Social 
en que se establezcan impuestos locales sobre 
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los bienes, rentas, obras o impuestos que se 
exencionan de impuestos fiscales en el párrafo 
anterior. 

Articulo 160. Se autoriza al Poder Ejecutivo, 
al Distrito Nacional y a las Municipalidades 
para donar al Banco cualquier clase de bienes 
inmuebles. 

Articulo 161. El Banco estará exento de ren- 
dir fianzas o de hacer depósitos en los asuntos 
judiciales en que intervenga. 

Disposiciones transitorim 

rfrtfculo 163. A más tardar quince días des- 
pués de la publicación de la presente ley en 
"La Gaceta", Diario Oficial, el Poder Ejecu- 
tivo procederá a organizar el primer Directorio 
del Banco. El primer periodo será, para el 
Presidente, de dos años, y para los miembros 
a que se refieren los incisos e) ,  f) y g) , de un 
año. 

drticulo 163. Mientras no existan dos insti- 
tuciones, por lo menos, que funcionen de 
acuerdo a esta Ley, no serán designados los 
Directores representantes a que se refiere 
el ordinal e )  del artículo 12. En tal caso, el 
Poder Ejecutivo nombrará libremente a tales 
Directores, quienes cesarán en sus funciones en 
cualquier tiempo en que se cumpla el requi- 
hito de existir dos instituciones y que éstas de. 
\ignen a los candidatos para directores. 

Articulo 164. Tan  pronto como esté integrado 
el primer Directorio del Banco, cesad en sus 
funciones el Directorio del Instituto Nicara- 
güense de la Vivienda y el Directorio del 
Banco dirigirá los negocios de aquél, hasta su 
extinci6n legal. 

El Directorio del Banco procederi adema:.. 
a realizar todo lo necesario para la organiza- 
ción del mismo, con facultad para contratar 
personal para el Banco, solicitar y obtener asis- 
tencia técnica, disponer lo concerniente a capa- 
citación del personal. preparar la papelería, 
instalar las oficinas, etcétera. 

TEXTOS LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 

873 

El Instituto Nicaragüense de la Vivienda 
proveerá los recursos que se requieran para los 
efectos de este articulo. 

Articulo 165. El Banco deberá iniciar sus 
operaciones el día uno del cuarto mes, contán- 
dose como primero, el mes en que sea publi- 
cada la presente Ley en "La Gaceta", Diario 
Oficial. 

Articulo 166. Al extinguirse el Instituto Ni- 
caragüense de la Vivienda, se entenderán auto- 
máticamente transferidos al Banco, todas las 
propiedades, derechos reales y títulos que per- 
tenecen a dicho Instituto, directamente o como 
sucesor del Banco Hipotecario de Nicaragua, 
sin necesidad de  ninguna escritura de tras- 
paso o cesión. 

Todos los asientos de inscripción en los Re- 
gistros Públicos, tanto en la Sección de Dere- 
chos Reales como en la de Hipotecas, que 
aparezcan a favor del mencionado Instituto y 
del Banco Hipotecario de Nicaragua se deberán 
transferir a favor del Banco, mediante la si- 
guiente nota puesta al margen del asiento res- 
pectivo: 

"Todos los derechos que conforme este asien- 
to corresponden al Instituto Nicaragüense de 
la Vivienda o al (Banco Hipotecario de Nica- 
ragua, en su caso), pertenecen al Banco de la 
Vivienda de Nicaragua, conforme el articulo 
166 de Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Ahorro y Préstamo." A continuación el Regis- 
trador pondrá lugar y fecha de la anotación y 
firmará y sellará esta iIltima. 

Por estas diligencias el Registrador no po- 
drá cobrar más de dos córdobas por gastos y 
honorarios de cada anotación. 

Articulo 167. Al día anterior a aquel en que 
el Banco deba iniciar sus operaciones, el Ins- 
tituto Nicaragüense de la Vivienda preparará 
un Balance General y un Estado de Cuentas de 
Resultado, los cuales servirán de base para la 
apertura de las operaciones de dicho Banco. 
Tales documentos serán presentados al día si- 
guiente al conocimiento de la Superintendencia 
de Bancos y de otras Instituciones, a fin de 
que ésta, dentro del término de 15 días de ha- 
berlos recibido, formule cualesquiera observa- 
ciones o reparos que tuviere contra ellos. 
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Articulo 168. Las compañias de ahorro y prés- 
tamo para vivienda, que al entrar en vigencia 
la presente Ley, operaren el sistema con- 
tractual de acuerdo con la Ley General de 
Bancos y de Otras Instituciones, podrán aco- 
gerse a las disposiciones de la presente Ley, a 
más tardar dentro de los primeros siete meses 
de vigencia de la misma, y en caso de ser 
autorizadas, quedarán en igual pie que las 
instituciones de que tratan los articulas 64 y 
siguientes de la presente Ley. 

Para tal objeto bastara la resolución de la 
respectiva asamblea general de accionistas y 
la presentación de la correspondiente solicitud 
a] Poder Ejecutivo, ramo de Economía el cual, 
sin exigir el trámite a que se refiere esta ley 
para la constitución de nuevas instituciones, 
resolverá lo conducente, a más tardar 10 días 
después de recibida aquélla. 

Tales compañias, en el presente caso, esta- 
rán exoneradas del requisito de capital a que 
se refiere el articulo 73. Al recibir la autoriza- 
ción para operar en conformidad con la pre- 
sente Ley, deberán formular un balance de 
apertura, con la intervención del Banco, al 
cual además deberán presentar el balance del 
mes preanterior, debidamente certificado por 
la Superintendencia de Bancos y de Otras Ins- 
tituciones, junto con las listas completas de sus 
ahorrantes contractuales, con indicación de 
nombre y dirección del diente, monto del con- 
trato y condiciones del mismo. 

El Banco dictará a las compañias las normas 
que sean necesarias para la transformación. 

Artículo 169. El Banco queda autorizado para 
realizar cualquier operación financiera, directa 
o indirecta, que tenga por objeto propiciar la 
transformación a que se refiere el articulo pre- 
cedente, siempre que a su propio juicio tal 
operación fuere necesaria. 

Articulo 170. Las compañías a que se refiere 
el articulo 168, que en el plazo establecido en el 
mismo no se acogiesen a las disposiciones 
de la presente Ley podrán hacerlo con poste- 
rioridad, pero entonces deberán cumplir todos 
los requisitos y trámites exigidos a las institu- 

ciones que se fundaren de conformidad w n  el 
presente decreto. 

Mientras funcionaren de conformidad con 
la Ley General de Bancos y de Otras Institu- 
ciones, no les será aplicable la prohibición del 
articulo 93 y 151 de la presente Ley. 

Articulo 171. Ninguna compañía de ahorro 
y prdstamo contractual, que reciba autoriza- 
ción para operar conforme esta Ley podrá, a 
partir de la fecha en que inicie sus nuevas acti- 
vidades celebrar nuevas operaciones del sistema 
contractual, distintas a las indicadas en esta 
Ley y si las hiciere Ie s e rh  canceladas por la 
autoridad respectiva, a pedimento del Banco, 
las autorizaciones que haya recibido para ope- 
rar cualquier sistema de ahorro y préstamo 
para vivienda. 

Articulo 172. Salvo en el caso de mutuo 
acuerdo entre las partes, todo contrato de 
ahorro y prdstamo que una compañia de ahorro 
y prdstamo contractual hubiese suscrito antes 
de la fecha de iniciar operaciones de acuerdo 
con esta Ley, seguirá en vigencia hasta su total 
cumplimiento y las relaciones entre las partes 
se desarrollarán de acuerdo con lo dispuesto 
por el Titulo 111 - Capitulo 11, de la Ley 
General de Bancos y de Otras Instituciones, de 
las voces del mismo contrato y de aquellas dic 
posiciones de la presente Ley que le fueren 
aplicables. 

Articulo 173. Al iniciar operaciones de acuer- 
do con esta Ley toda compañia que haya ope- 
rado antes el ahorro y prdstamo contractual, 
deberá mantener contabilidad separada para 
las actividades del sistema contractual por todo 
el tiempo que sea necesario hasta la total can- 
celación de tales actividades. 

Articulo 174. El Titulo 111 de la Ley Gene- 
ral de Bancos y de Otras Instituciones tendrá 
vigencia por todo el tiempo que las compa- 
ñías de ahorro y prestarno contractual mane- 
jen operaciones de tal laturaleza. 

Articulo 175. El Banco quedará autorizado 
para asegurar las carteras hipotecarias que, al 
momento de transformación de las compañias 
de ahorro y prestamo que han venido operando 
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en el país, éstas posean y que se refieran a ope- 
raciones para vivienda. 

Este seguro que se autoriza excepcionalmente 
y por una sola vez, se concederá en la forma y 
bajo las condiciones que se establezcan en 
las Normas Operativas del Departamento FHA 
del Banco. 

Artículo 176. Las solicitudes presentadas al 

Disposiciones finales 

Articulo 177. A partir del día en que inicie 
sus operaciones el Banco, quedará derogada la 
Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de 
la Vivienda, de 19 de marzo de 1959, sus refor- 
mas y toda disposición que se oponga a la 
presente Ley. 

tenor del articulo 64 y siguientes, no se resol- Articulo 178. La presente Ley entrará en vi- 
verán sino hasta transcurridos seis meses de la gor desde la fecha de su Dublicación en - L ~  
vigencia de esta Ley. Gaceta", Diario Oficial. 

PANAMA 

DECRETO-LEY No 39 (29-IX-1966, G.  0. 26- e )  Promover la realización de obras de fo- 
X-1966). Legislación Forestal de la RepIi- restación y reforestación, con miras a cons- 
blica. tituir masas forestales para la protecci6n 

de cultivos y defensa y embellecimien- 
TfTULO 1 to de vías de comunicación, obras sanita- 

rias y áreas de recreación y turisnio; 
Objetivos y jurisdicción f) Fomentar, en coordinación con los ser- 

Articulo l .  Declárase obligatorio en todo el 
país la protección, conservación, mejoramiento 
y acrecentamiento de los recursos forestales, 
a cuyo efecto se declara de interés público y 
sujetos a las normas que se establezcan en los 
reglamentos respectivos, el aprovechamiento y 
manejo racional de los bosques y tierras fores- 
tales de la Nación, así como también el de los 
recursos renovables que se declaren incluidos 
en el régimen de este Decreto-Ley. 

Articulo 2 .  Decláranse de interés nacional 
y constituyen objetivos fundamentales del Es- 
tado: 

Proteger, conservar, aumentar, renovar 
y aprovechar racionalmente las riquezas 
forestales del país; 
Incorporar a la economía nacional las 
tierras inapropiadas para la agricultura 
o ganadería, que puedan mantener vege- 
tación; 
Evitar y controlar la erosión del suelo; 
Regular y proteger las hoyas hidrográ- 
ficas y manantiales para el mejor apro- 
vechamiento de los caudales de agua; 

, , 
vicios de vialidad, la construcción de toda 
clase de vías de comunicación permanente 
o temporales integradas en el sistema vial 
de la Nación, que permitan el acceso 
económico a las zonas boscosas de pro- 
ducción; 

g) Conservar y aumentar los recursos natu- 
rales de caza y pesca fluvial y lacustre, 
con el objeto de-obtener de estas activi- 
dades el máximo beneficio social; 

h)  Fomentar la creación de asociaciones y 
cooperativas forestales; 

i) Promover la radicación y desarrollo y 
mejoramiento de industrias forestales ra- 
cionalmente concebidas, utilizando al 
máximo la materia prima forestal; y 

j) Estudiar, investigar y divulgar la natura- 
leza forestal y sus productos. 

Articulo 3 .  Decláranse sometidos al régimen 
del presente Decreto-Ley todos los bosques y 
tierras forestales existentes en el territorio de la 
Nación. 

Artículo 4 .  Facúltese al Gobierno Nacional 
para reglamentar el ejercicio de los derechos 
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sobre los bosques y tierras forestales de propie- 
dad pilblica y privada, estableciendo las limi- 
taciones y restricciones necesarias para asegu- 
rar el logro de los fines y objetivos de este 
Deaeto-Ley. 

Articulo 5. Para los fines del presente De- 
creto-Ley, entiéndese por tierras forestales aque- 
llas que por su capacidad agrológica posean 
aptitud para dedicarlas a la producción de 
maderas u otros productos forestales o bien 
corresponda destinarlas a fines forestales en 
merito a sus implicancias beneficiosas o de pro- 
tección de aguas y suelos, por su valor estetico 
y recreativo o por razones de interés general 
que determinen la inconveniencia de dedicar- 
las a la agricultura o ganadería. 

Asimismo, definense como bosques a las for- 
maciones leñosas, naturales o artificiales, que 
por su contenido y/o función se declaren in- 
cluidas dentro del régimen que este Decreto- 
Ley establece. 

Artfculo 6. A los efectos de facilitar la apli- 
cación de reglamentaciones y disposiciones que 
promuevan el mayor desarrollo forestal del 
país, queda establecida la siguiente clasifica- 
ción de tierras forestales y los bosques: 

a) De producción; 

b) Protectores; 

c) Especiales. 

Articulo 7. Decláranse tierras forestales y 
bosques de producción aquellos cuyo uso prin- 
cipal posibilita la obtención de una renta anual 
o periódica, mediante el aprovechamiento orde- 
nado de los mismos. 

Articulo 8. Decláranse tierras forestales y bos 
ques protectores aquellos que, por su ubica- 
ción, pueden cumplir fines de interés para: 

1. Regularizar el régimen de las aguas; 

2. Proteger el suelo, los cultivos agrícolas, las 
explotaciones ganaderas, los caminos, las 
orillas de los ríos, arroyos, lagos, islas, ca- 
nales y embalses; 

3. Prevenir los fenómenos de erosión y la 
acción de aludes e inundaciones; v 

4. Albergar y proteger especies de la flora 
y fauna cuya existencia se declare nece- 
saria. 

Artículo 9. Decláranse bosques especiales to- 
dos aquellos que deben conservarse como ta- 
les, por razones de orden cientifico, educacio- 
nal, histórico, turistico o recreativo, ubicados 
en tierras actualmente fiscales o que el Estado 
adquiera con estos fines. Inclúyanse dentro de 
esta clasificación, entre otros, a parques y bos 
ques de uso público. reservas biológicas, áreas 
de recreación, arbolado de caminos y los maci- 
zos y bosquetes anexos a los mismos. 

Articulo 10. El Ministerio de Agricultura, 
Comercio e Industrias. a través del Servicio 
Forestal y en coordinación con los demás orga- 
nismos o servicios que tengan competencia en 
la materia. realizará la dasificación de todas 
las tierras fiscales, según su capacidad natural 
de uso. 

Artlculo 11. Todas las tierras forestales y 
bosques resultantes de lo anterior serán dasi- 
ficados de acuerdo a lo dispuesto en los artfcu- 
los 7, 8 y 9, se fijarán sus deslindes mate- 
rialmente en el terreno, según las formas y 
procedimientos que fije el reglamento respec- 
tivo y pasarán a constituir, junto con los vive- 
ros forestales fiscales, el patrimonio forestal 
del Estado, que quedará bajo la jurisdicción ad- 
ministrativa exclusiva del Servicio Forestal. 

Arttculo 12. Las tareas que se especifican en 
los dos (2) artículos precedentes deberán ser 
coordinados y armonizados con las de orga- 
nismos que dirijan los planes de colonización 
y con la Comisión de Reforma Agraria, a los 
fines de delimitar la jurisdicción territorial de 
cada uno de ellos. 

Artículo 13. Caso de que la aplicación del 
artículo 12 provoque cuestiones jurisdicciona- 
les, se requerirá la opinión del Departamento 
de Suelos, del Ministerio de Agricultura, Co- 
mercio e Industrias, a los efectos de determinar 
si las tierras respectivas pueden destinarse al 
cultivo agrícola o a la explotación ganadera 
permanentemente o corresponde que se les 
conserve como bosques de producción o pro- 
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tección o deben ser restauradas mediante obras 
de  repoblación forestal, tomando el Ministe- 
rio de ASqicultura, Comercio e Industrias la 
decisión más apropiada. 

Articulo 14. Decláranse irialienables las tie- 
rras forestales y los bosques del Estado, pudién- 
dose excluir de esta declaración las tierras que, 
con motivo de promover el mayor bienestar 
social de la población rural del país y en ra- 
zón de los estudios tecnicos realizados por los 
organismos competentes, se considere conve- 
niente destinar para la ejecución de los pla- 
nes de la Comisión de Reforma Agraria. 

Articulo 19. Toda persona física o jurídica 
que se dedique a la explotación, transporte, 
industrialización o comercio de productos fo- 
restales y de caza o recolección y venta de se- 
millas y plantas forestales o realice obras de 
repoblación, deberá inscribirse en los registros 
que a tal efecto habilitará el Servicio Fores- 
tal. 

Articulo 20. La autoridad forestal compe- 
tente autorizará, restringirá o prohibirá, en 
todas las zonas forestales del país, cualquiera 
fuere el régimen de propiedad de las mismas, 
las roturaciones, rozas, quemas y pastoreos, de 
acuerdo con las normas que establezcan los 
reglamentos. 

Rkgimen forestal general 

Disposiciones generales 

Articulo 15. Prohíbese la devastación de 
ljosques y tierras forestales, como asimismo la 
utilización irracional de los productos forestales. 

Articulo I6. Deberá solicitarse autorización 
previa del Servicio Forestal, para la explota- 
cion de los bosques, por parte de los propieta- 
rios, arrendatarios o poseedores a cualquier títu- 
lo de los mismos, acompaiíando la solicitud 
respectiva con el plan de trabajos correspon- 
dientes. 

Articulo 17. Cuando un bosque de produc- 
ciOn no fuera explotado dentro del plan dc 
trabajo a que se refiere el artículo anterior, la 
autoridad forestal podrá intimar al propietario 
para hacer cumplir dicho plan y si no lo hicie- 
ra, aplicará las sanciones correspondientes pu- 
diendo llegar a paralizar la explotación. 

-4rticztlo 1s. El transporte y comercio de las 
maderas y otros productos forestales. no podrán 
realizarse si los mismos no están amparados por 
las correspondientes guías forestales extendidas 
por el Servicio Forestal. Dichas guías s e r h  
confeccionadas por cuadruplicado y las misinas 
especificarrín: cantidad, especie, peso o volu- 
men, procedenci:~ y destino del producto trans- 
portado. 

Articulo 21. Queda prohibida la ocupación 
de tierras forestales y bosques que constituyan 
el patrimonio forestal del Estado y el pasto- 
reo en los mismos, sin autorización de la au- 
toridad forestal, que podrá disponer de la fuer- 
za pública para su cumplimiento, caso de que 
fuera necesario requerir su auxilio. 

Estas prohibiciones se extienden también a 
las tierras forestales y bosques fiscales que aún 
no se hayan incluido en el patrimonio fores- 
tal del Estado, hasta que no se cumpla la exi- 
gencia a que se refieren los artículos 10 y 11 de 
este Decreto-Ley. 

Prevención y lucha contra incendios forestales 

Articulo 22. El Servicio Forestal tendrá a su 
cargo la acción contra los incendios forestales, 
adoptando para este efecto, medidas preventi- 
vas y combatiras, como así también las obras 
necesarias para proceder a la recuperación de 
las áreas destruidas por el fuego. 

Articulo 23. Toda persona que tenga cono- 
cimiento de haberse originado un incendio de 
bosques, está obligada a comunicar el hecho de 
inmediato a la autoridad más próxima. Los 
servicios telefónicos, telegáficos y de radio-co- 
municaciones oficiales o prirados deberán trans- 
mitir gratuitamente y con carácter urgente las 
denunciar que reciban al respecto. 
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Articulo 24. Caso de producirse incendios 
de bosques, tanto las autoridades civiles, como 
las militares y las fuerzas de seguridad. deberán 
contribuir a la extinción de los mismos, facili- 
tando elementos de transporte y personal de 
sus respectivas dependencias. 

Articulo 25. Todos los propietarios, arren- 
datarios, encargados y ocupantes, a cualquier 
titulo. de fincas rurales deberán facilitar el ac- 
ceso, tránsito o permanencia dentro de sus 
predios, del personal forestal y de todas las 
personas que colaboran con él mismo, en 
la prevención y lucha contra incendios de bos- 
ques. aportándoles toda la ayuda necesaria para 
el mejor cumplimiento de esta tarea. 

Articulo 26. Si un incendio de bosque se ori- 
gina en zona fronteriza y existe peligro de que 
se propague al país vecino, las autoridades na- 
cionales, municipales o militares que interven- 
gan, deberán comunicar de inmediato el hecho 
a las autoridades de dicho país más cercanas a 
la zona que pudiera resultar perjudicada. 

El órgano Ejecutivo gestionará reciprocidad 
internacional al respecto. 

Articulo 27. Se prohíbe en el interior de los 
bosques y en zonas adyacentes a los mismos, 
suficientemente amplias como para prevenir la 
propagación del fuego, la instalación de esta- 
blecimientos que puedan provocar incendios, 
sin autorización de la autoridad forestal com- 
petente. 

Articluo 28. El Servicio Forestal o cualquier 
autoridad competente quedan facultados para 
convocar a todas las personas varones físicamen- 
te aptos entre los quince (15) y cuarenta (40) 
años, que habiten dentro de los treinta (80) 
kilómetros del lugar del incendio, para que 
colaboren con su esfuerzo personal a la extin- 
ción del fuego en los bosques y para que pro- 
porcionen elementos necesarios para tal fin, los 
que se indemnizarán en los casos de deterioro 
de los mismos. 

Articulo 29. Todas las obligaciones y presta- 
ciones para la prevención y lucha contra incen- 
dios forestales enumerados en los articulos pre- 
cedentes tienen el carácter de cargas públicas, 

cuyo incumplimiento ningún ciudadano o auto- 
ridad podrán eludir. 

Control de plagas y enfermedades forestales 

Articulo 30. Los propietarios, arrendatarios, 
encargados u ocupantes a cualquier título de 
áreas forestales, así como las autoridades regio- 
nales y locales, están obligados a dar cuenta al 
Servicio Forestal de las plagas y enfermedades 
forestales inmediatamente de ponerse en evi- 
dencia la aparición de las mismas. 

Articulo 31. Caso de que se produzcan pla- 
gas y enfermedades en áreas forestales privadas, 
el Servicio Forestal podrá dar cooperación y asis- 
tencia técnica al propietario. pudiendo de  
común acuerdo con éste, adoptar las medidas 
para proteger la masa boscosa afectada. 

Articulo 32. Si el propietario no prestara su 
conformidad al procedimiento expuesto en el 
articulo anterior y no presenta un plan tecnico 
racional para la protección de la masa boscosa 
atacada, el Servicio Forestal, por medio de sus 
dependencias específicas, formulará un plan de 
lucha, cuya ejecución ser& obligatoria por parte 
del propietario, dentro de un plazo perentorio. 

Si el Servicio Forestal comprueba que un bos- 
que afectado por plagas o enfermedades no está 
siendo tratado de acuerdo con el plan de lucha 
establecido, podrá exigir del propietario la en- 
trega de la administración del mismo, a fin de 
aplicar con la debida eficacia el tratamiento 
prescriptivo, corriendo por cuenta del titular 
los gastos resultantes. 

Articulo 33. El Servicio Forestal pondrá en 
situaci6n de cuarentena las áreas y terrenos fo- 
restales, cualquiera fuere su estado legal, en un 
radio no menor a tres (3) kilómetros, contando 
desde la periferia de los focos de plagas y en- 
fermedades que afecten las masas boscosas. 

Cuando se declara en cuarentena una deter- 
minada área forestal, ello implica la consecuen- 
te restricci6n al aprovechamiento y transporte 
de productos del bosque, al tránsito y pasto- 
reo de hacienda y dentro del mismo, así como 
también la limitación de todos los trabajos que 
puedan falicitar la propagación de la plaga O 

enfermedad, pudiendo además la autoridad fo- 
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i-estal proceder al decomiso y destrucción de los 
productos afectados sin indemnización alguna. 

Protección de aguas y suelos 

Articulo 34. Queda prohibido el aprovecha- 
miento forestal, como así también, dañar o des- 
truir árboles o arbustos en  las zonas circun- 
dantes al nacimiento de cualquier curso de 
agua. Cuando se trate de ríos, arroyos, lagunas 
y lagos, dicha prohibición afecta una franja no 
inferior a treinta (50) metros, desde y paralela 
a la orilla de los mismos. 

Articulo 35. Las áreas afectadas de acuerdo 
con el artículo que antecede, serán declaradas 
bosques protectores y su manejo sujeto a las 
limitaciones y restricciones que se establezcan 
en los reglamentos respectivos. 

Articulo 36. El Servicio Forestal deberá rea- 
lizar con la colaboración de otros organismos 
de1 Estado, el estudio y ejecuciún de proyec- 
tos de corrección de torrentes, ordenación de 
vcrtientes, restauración de laderas de montañas, 
conservación de suelos forestales y fijaciún de 
suelos inestables, con el fin de regularizar el 
régimen dc las aguas, evitar el arrastre de los 
materiales sólidos y propender a la protección 
de embalses, presas, vías de comunicación, cul- 
tivos y poblados. 

Articulo 37. En cumplimiento de lo expuesto 
en el artículo anterior, el Servicio Forestal de- 
berá cooperar con la Comisión de Reforma 
Agraria, a los efectos de que en los planes de 
ésta se tenga en cuenta la protección y conser- 
vación de aguas y suelos y se logre una per- 
fecta armonización de los planes agrícolas, pe- 
cuarios y forestales, en todas las áreas donde 
se habrán de poner en marcha programas de 
desarrollo agrario. 

Régimen de los aprovechamientos 

Artículo 38. Los bosques protectores sola- 
mente podrán ser sometidos a aprovechamientos 
de carácter mejorador, con las excepciones que 
establezcan los reglamentos. 

Articulo 39. Los propietarios de bosques pro- 
tectores, declarados como tales por decreto eje- 
cutivo, serán indemnizados dentro de un plazo 
no mayor de un (1) año por la disminución de 
la renta del bosque que fuera consecuencia di- 
recta e inmediata de la declaración del mismo 
como protector. 

Articulo 40. Los bosques especiales no po- 
drán ser sometidos a explotación alguna, salvo 
el aprovechamiento de interes general que mo- 
tivó su creación. 

Articulo 41. El aprovechamiento de los bos- 
ques de producción del patrimonio forestal del 
Estado se realizará previo inventario y aproba- 
ción del plan de trabajo correspondiente, en la 
medida que las circunstancias lo permitan res- 
pecto a la disponibilidad de personal técnico 
y recursos financieros, por parte del Servicio 
Forestal. 

Los bosques que se encuentren en terrenos 
iiscales y mientras estos no sean clasificados en 
conformidad al artículo 11 del presente Decre- 
to-Ley, podrán ser susceptibles de explotación, 
previo plan de cortas aprobado por el Servicio 
Forestal. 

Artículo 42. El Servicio Forestal podrá acor- 
dar, en forma directa, permisos de aprovecha- 
miento para la extracción de mil toneladas 
(1 000 ton) o metros cúbicos en  parcelas deli- 

mitadas o en superficies de hasta cien (100) 
hectáreas boscosas, por persona y por año, cuan- 
do los mismos sean solicitados por productores 
inscritos en los registros respectivos. 

Articulo 43 .  El Servicio Forestal podrá ajudi- 
car, a pequeños industriales y cooperativas, el 
aprovechamiento de superficies de hasta dos mil 
(2 000) hectáreas boscosas por plazos de hasta 
cinco (5) años, dándose preferencia en el 
otorgamiento de estas concesiones a aquellos 
productores que posean plantas industriales 
radicadas en las zonas boscosas. 

.Irticulo 44.  En el caso de los permisos y de 
las concesiones que se otorgan con arreglo a 
lo establecido en los artículos 42 y 43, el apro- 
vechamiento de las masas boscosas se regirá por 
normas de carácter general, establecidas por el 
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Servicio Forestal en base a la información dis- 
ponible sobre las caracteristicas cuantitativas de 
los bosques de cada región. 

Articulo 45. El Servicio Forestal adjudicará 
por concesión directa o licitación privada, hasta 
cinco mil (5 000) hectáreas boscosas por per- 
sona física o jurídica, cuando las mismas posean 
industrias evolucionadas o aserraderos radicados 
o a radicarse en las zonas de producción de ma- 
teria prima. 

El plazo de estas concesiones será de hasta 
cinco (5) años, pudiendo el Servicio Forestal 
otorgar prórrogas de hasta dos (2) años cuando 
existan razones de fuerza mayor o motivos de 
orden económico que lo justifiquen. 

Articulo 46. En los casos de industrias que 
posean capacidad técnica y equipos que requie- 
ran mayor superficie, el Servicio Forestal podrá 
conceder hasta diez mil (10 000) hectáreas 
boscosas por plazos que no excedan de ocho 
(8) años, pudiéndose acordar prórrogas de 
hasta cinco (5) años cuando existan razones de 
fuerza mayor o motivos de orden económico 
que asi lo justifiquen. 

Estas concesiones deberán ser otorgadas por 
el Servicio Forestal mediante el procedimiento 
de la licitación pública. 

Articulo 47. Es requisito ineludible para la 
realización de los aprovechamientos de los bos- 
ques con arreglo a los articulas 45 y 46, la eje- 
cución del inventario y plan de trabajos a que 
se refiere el articulo 41. 

La magnitud de las superficies boscosas a con- 
ceder será determinada de acuerdo con la capa- 
cidad real de elaboración de las industrias y 
la existencia de materia prima aprovechable por 
hectárea que determinen los estudios a reali- 
zarse en cada caso. 

Para estar en grado de que el Servicio Fo- 
restal considere las solicitudes para estas adju- 
dicaciones, los interesados deberán presentar 
con carácter de declaración jurada una infor- 
maci6n detallada de los equipos con que cuen- 
tan o que se comprometan a instalar, así como 
todos los datos de carácter técnico y económico 
que se le requieran. 

Articulo 48. Los permisos y concesiones fo- 
restales que se otorgan para los aprovecha- 

mientos referidos son instransferibles y los'titu- 
lares de los mismos están obligados a realizar 
la explotación bajo su responsabilidad, penán- 
dose con la caducidad cualquier transgresi6n a 
estas condiciones. 

Articulo 19. Las personas carentes de recur- 
sos podrán ser beneficiadas con el otorgamien- 
to de permisos limitados y gratuitos, para la 
recolección de frutos y productos forestales. 

Articulo 50. El aprovechamiento de los bos- 
ques del patrimonio forestal del Estado y los de 
tierras fiscales aún no clasificadas queda sujeto 
al pago de un aforo cuyo monto se establecerá 
teniendo en cuenta los siguientes factores: 

a) La especie, calidad y aplicación final de 
los productos obtenidos; 

b) Los distintos factores que determinan el 
costo de producción; 

c) Los precios de venta, y 
d) El fomento de las maderas panameñas. 

El aforo será móvil y variará cuando las 
circunstancias económicas y sociales lo aconse- 
jen. 

La aplicación de cada nuevo aforo será efec- 
tuada por el órgano Ejecutivo a propuesta del 
Servicio Forestal y no podrá aplicarse a los 
permisos anuales que se hallen en ejecución. 

En el caso de las concesiones acordadas por 
licitación, el nuevo aforo reemplazará a la base 
establecida para la misma y su aplicación tegirá 
a partir de los sesenta (60) días de su aproba- 
ción por el órgano Ejecutivo. 

Articulo 51. Los productos p e  pueda obte- 
ner el Servicio Forestal a través de propias 
explotaciones y que no sean utilizados en las 
mejoras de su patrimonio, se :najenarán por li- 
citaciones públicas, salvo que se trate de canti- 
dades cuyo volumen no ercede a cuatrocientos 
(400 mts3) metros cúbicos por cada explota- 
ción, en cuyo caso se hará por venta directa, 
a través del Servicio Forestal. 

Articulo 52. El control de todas las explota- 
ciones o aprovechamientos forestales correspon- 
de al Servicio Forestal, el que deberá hacer 
cumplir las normas de carácter general o los 
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planes de trabajo que regirán para cada aprove- 
chamiento, debiendo los beneficiarios de conce- 
siones, permisos y licencias de aprovechamiento, 
facilitar a los inspectores del Servicio Forestal 
la supervisión de las mismas. 

A este efecto los agentes del Servicio Fores- 
tal tendrán libre acceso a las áreas en explo- 
tación, vías de saca, patios de maderas y otras 
instalaciones en las cuales podrán realizar 
cualquier operación de supervisión. 

TfTULO ZV 

Fomento 

Articulo 53. A los efectos de asegurar para 
el país los beneficios derivados del mejor y 
mayor aprovechamiento de su riqueza forestal, 
se promoverá el desarrollo de la producción 
y la industria forestal, a cuyo fin, el órgano 
Ejecutivo, a propuesta del Servicio Forestal, 
dictará medidas en favor de aquéllas para fa- 
cilitar la importación de equipos y la finan- 
ciación que requieran. 

Articulo 54. Los bosques artificiales estable- 
cidos en tierras forestales se declaran exentos 
de impuestos a partir de la promulgación del 
presente Decreto-Ley y por el tiempo que 
establezca la reglamentación respectiva. 

Artículo 55. Serán considerados como gastos 
deducibles del impuesto sobre la renta las in- 
versiones en  plantaciones forestales, a partir 
de la promulgación de este Decreto-Ley, de- 
biendo el  ministerio de Hacienda y Tesoro 
dictar la reglamentación respectiva. 

Artículo 56. Decláranse exceptuados del pa- 
go de derechos aduaneros y demás tasas, la in- 
ternación de los equipos, instrumental, sus- 
tancias químicas, semillas, estacas y plantas 
forestales y demás elementos necesarios para 
la reforestación del país y para los trabajos 
de investigación que deba realizar el Servicio 
Forestal. 

Para extender este beneficio a los particu- 
lares, los mismos deberán solicitarlo previa 
representación de sus planes al Servicio Fo- 
restal, sin cuya aprobación no pueden conce- 
derse las franquicias solicitadas. 

Articulo 57. El Servicio Forestal podrá con- 
ceder primas y premios de estímulo a las 
actividades forestales científicas, de fomento y 
de industrialización de nuevos productos fo- 
restales. 

T f T U L O  V 

El Fondo Forestal 

Articulo 38. Créase, a partir de la promul- 
gación del presente Decreto-Ley, el Fondo 
Forestal Nacional que como parte del presu- 
puesto general de la Nación se destinará al 
cumplimiento de las funciones forestales. 

Articulo 59. Con el fin de proveer recursos 
para las actividades forestales establecidas en 
este Decreto-Ley el Estado establecerá las co- 
rrespondientes partidas en los presupuestos de 
la Nación así como los siguientes renglones 
de ingresos que con destino a la Caja Común 
servirán para atender las necesidades públicas 
en materia forestal, incluyendo lo siguiente: 

1. Los derechos, tasas y aforos creados por 
este Decreto-Ley y que se fijen para el apro- 
vechamiento de los bosques fiscales, multas, 
comisos, indemnizaciones, peritajes, estudios y 
servicios tkcnicos prestados en bosques priva- 
dos, cuyos montos fijarán los reglamentos. 

2. El producto de los derechos de inspec- 
ción en los aprovechamientos de bosques fis- 
cales y en la extracción de maderas en bo,ques 
privados y extensión de guías para su trans- 
porte, cuyas tasas fijarán los reglamentos. 

T f T U L O  V I  

Organismos de aplicación 

Articulo 60. La organización de carácter 
técnico-administrativo que tendrá a su cargo 
la aplicación del presente Decreto-Ley corres- 
ponderá al Servicio Forestal y dependerá de1 
Ministerio de Agricultura, Comercio e Indus- 
trias. - --  

Articulo 61. El Servicio Forestal será la de- 
pendencia técnica-administrativa del Gobierno 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3799

www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 1971. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



REPERTORIO ANUAL DE EGISLACZdN 1966 

Nacional, con facultades y atribuciones espe- 
cíficas, que por el presente Decreto-Ley se le 
conceden expresamente, para atender, promo- 
ver y desarrollar los recursos naturales reno- 
vables del país en cuanto a su defensa, mejo- 
ramiento y ampliación. 

Articulo 62. Se faculta al órgano Ejecutivo 
para que a los fines de promover el mejor 
desenvolvimiento tecnico y funcional del Ser- 
vicio Forestal proceda a su estructuracjón, 
organización y ampliación cuando las necesida- 
des y posibilidades del desarrolllo económi- 
co del país lo requieran. 

Artículo 63. A la mayor brevedad posible 
de promulgado este Decreto-Ley, el órgano 
Ejecutivo establecerá la reglamentación del 
mismo y estructurará la organización que debe- 
r& tener el Servicio Forestal para asegurar el 
estricto cumplimiento de este Decreto-Ley. 

Articulo 64. Las atribuciones y funciones 
del Servicio Forestal serán las que seguida- 
mente se especifican, dejándose expresamente 
aclarado que las mismas no son limitativas y 
deben considerarse complementarias y concu- 
rrentes respecto a todas las que surjan de la 
aplicación del articulado del presente Decre- 
to-Ley: 

1. Formulará la política forestal, coordinán- 
dola y armonizándola con las de los otros 
sectores estatales que actúan en el campo del 
desarrollo económico del país; 

2. Administrará, protegerá, conservará, me- 
jorari y utilizará en forma racional y econ6- 
mica el patrimonio forestal del Estado, de 
acuerdo con las normas del presente Decreto- 
Ley y de sus Reglamentos; 

3. Realizará el inventario de los bosques 
y recursos naturales renovables del país; 

4. Fiscalizará el aprovechamiento de los bos- 
ques y el de todos los recursos naturales reno- 
vables del país, a cuyo efecto deberá incluir 
en su estructura orgánica un cuerpo de ins- 
pectores forestales, el que tendrá facultades de 
policía forestal; 

5. Establecerá las áreas forestales nacionales 
y clasificará los bosques de acuerdo con lo es- 
pecificado en el artículo 11; 

6. Realizará estudios de economía forestal, 
de mejoramiento y de aprovechamiento racio- 
nal de los bosques naturales y artificiales; 

7. Efectuará estudios tecnológicos y económi- 
cos para el fomento de la comercialización y 
nuevas aplicaciones de los productos y sub- 
productos forestales, provenientes del aprove- 
chamiento de las especies autóctonas poco co- 
nocidas en el mercado de consumo; 

8. Determinará con arreglo del artículo 50 
el valor correspondiente al aforo a percibir 
por las maderas y productos forestales prove- 
nientes del aprovechamiento de los bosques 
fiscales; 

9. Proyectará las tasas y contribuciones que 
estime necesarias; 

10. Establecerá la tipificauón de los prduc- 
tos forestales y reglamentaid las tarifas de 
transporte, a efectos de promover su mayor 
elaboración y atender las necesidades del con- 
sumo a precios razonables; 

11. Fomentará la instalacidn de secadores de 
maderas y de plantas de Impregnación, así 
como la de industrias poco conocidas destina- 
das a incrementar el aprovechamiento de los 
bosques naturales, a cuyo tfecto, se le faculta 
para constituir sociedades mixtas con produc- 
tores y con industriales; 

12. Deberá crear estaciones silvicolas y vive- 
ros forestales donde se producirán plantas pa- 
ra los planes de forestación y reforestación del 
Estado y de los particulares; 

13. Distribuirá gratis o a precios de fomento 
semillas, estacas y plantas forestales; 

14. Recuperará las tierras erosionadas y des- 
arrollará una intensa acción de repoblación fo- 
restal en las áreas sometidas a explotaciones 
excesivas; 

15. Reglamentará y supervisará la conserva- 
ción. recuperación y utilización de las tierras 
forestales y controlará el pastoreo en las mis- 
mas; 

16. Evitará y sancionará la explotación irra- 
cional de los bosques protegiendoles contra 
incendios, enfermedades y plagas; 
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17. Protegerá la fauna silvestre y la caza del 
país, así como la pesca fluvial y lacustre; Csta 
última de acuerdo con las reglamentaciones del 
Departamento de Pesca y coordinará con el 
mismo las medidas a aplicar. Reglamentará 
asimismo la caza; 

18. Difundirá la edu~ación forestal y pronio- 
\rerá la creación de una conciencia forestal 
cn todo el país, mediante la organización de 
cursos, exposiciones, conferencias y publica- 
< iones; 

19. Fomentará la creación de colonias foresta- 
les y de cooperativas para intensificar el 
aprovechamiento de los bosques naturales y 
mejorar el nivel de las zonas forestales del 
país, y 

30. Promoverá la creación de bosques co- 
munales con el lin de satisfacer necesidades 
locales de maderas y otros productos forestales 
por parte de las poblaciones rurales, así como 
para crear lugares de expansión y recreo para 
las mismas. 

Artículo 65. El Servicio Forestal y el Minis- 
terio de Educación se coordinarh estreclia- 
mente de modo que los programas de educa- 
ción rural en los Primeros Ciclos, Colegios 
Secundarios y Vocacionales incluyan unidades 
de enseñanza para el fomento y promoción de 
roriocimientos y actividades propias para la 
producción, preservación y desarrollo de la ri- 
queza forestal del país. 

Articulo 66. Créase la Comisión Nacional 
de Bosques, entidad de carácter honorario 
cuyas funciones serán consultivas y estará in- 
tegrada por un representante de las siguientes 
instituciones: Ministerio de Agricultura, Co- 
mercio e Industrias, Ministerio de Educación, 
Ministerio de Hacienda y Tesoro, Facultad de 
Agronomía, Comisión de Reforma Agraria, un 
representante de la Asociación de Madereros, 
un representante del Instituto de Recursos 
Hidráulicos y Electrificación o cualquier Ins- 
titución o Ministerio que asuma sus funciones; 
un representante del Instituto de Acueductos 
y Alcantarillados Nacionales o cualquier Ins- 
titución o Ministerio que asuma sus funciones. 

Articulo 67. Serán funciones de la Comisión 
Nacional de Bosques: 

a) Dictaminar respecto a los asuntos que so- 
meta a su consideración el Servicio Forestal; 

b) Formular iniciativas y sugerencias ten- 
dientes al mejor cumplimiento de este Decreto- 
Ley. 

A los efectos del cumplimiento de su mi- 
sión, la Comisión Nacional de Bosques se 
deberá reunir bimestralmente y el Servicio 
Forestal deberá proveerle lugar para sus deli- 
beraciones y personal administrativo. 

Infracciones furestnles 

Articulo 68. Constituyen infracciones fores- 
tales, posibles de sanción por la autoridad com- 
petente, las siguientes: 

1. El incumplimiento de los planes de explo- 
tación aprobados por el Servicio Forestal; 

2. La corta de árboles, la extracción de resi- 
nas, cortezas o frutos de los bosques, sin auto- 
rización del Servicio Forestal; 

3. Desobedecer las órdenes emanadas de la 
autoridad forestal competente en cumplimiento 
de las normas legales o reglamentarias vigen- 
tes; 

4. Falsear declaraciones e inforines; 

5. Provocar incendios en los bosques; 

6. No efectuar la denuncia a que obliga el 
artículo 23; 

7. Realizar pastoreo en bosques y tierras fo- 
restales sin autorización del Servicio Forestal, y 

8. Todo incumplimiento del presente Decre- 
to-Ley y los decretos, resoluciones y disposi- 
ciones que se dicten en su consecuencia. 

Articulo 69. Las contravenciones forestales 
especificadas en el artículo anterior son posi- 
bles de multa de diez balboas (B/. 10.00) 
hasta cien balboas (B/. 100.00), según la mag- 
nitud de la infracción cometida. En caso de 
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reincidencia o reiteración se podrán duplicar 
o triplicar los montos de la sanción aplicada, 
pudiéndose llegar a disponer la suspensión de 
hasta tres (8) años de los registros respectivos 
o bien la eliminación de los mismos como 
sanción principal o accesoria, según las cir- 
cunstancias del caso. 

Articulo 70. Las sanciones que aplique la 
autoridad forestal, son sin perjuicio de la apli- 
cación de la Ley Penal si así correspondiera. 

Articulo 71. Cuando la infracción ha sido 
cometida con apropiación de los productos, 
Pstos serán decomisados y quien los tuviere 
o los hubiere consumido indebidamente, será 
posible de las sanciones que correspondan. 

Articulo 72. Cuando las infracciones fores- 
tales hayan sido cometidas por agentes o em- 
pleados al servicio de, personas físicas o jurídi- 
cas, sin perjuicio de la responsabilidad personal 
de aquéllos, se podrá responsabilizar y sancio- 
nar a éstas. 

Articulo 73. Las multas que se deben aplicar 
por infringir el presente Decreto-Ley o los 
reglamentos y disposiciones emanadas del mis- 
mo, serán impuestas por el Servicio Forestal 
Nacional. 

Articulo 74.  Los efectos de la suspensión o 
eliminación de los registros respectivos consis- 
tirán en la inhabilitación para obtener licen- 

cias, permisos y concesiones forestales fiscales 
durante el plazo de las mismas. 

Articulo 75. El plazo de la prescripción de 
la infracción será de cinco (5) años. 

Articulo 76. A partir de la fecha de la pro- 
mulgación de este Decreto-Ley, quedan dero- 
gadas todas las disposiciones legales en con- 
trario. 

Disposiciones transitorias 

Articulo 77. El personal, presupuesto, bie- 
nes y todos los elementos de estudio y trabajos 
afectados actualmente en las dependencias que 
realizan tareas forestales, pasarán a formar par- 
te del Servicio Forestal. 

Articulo 78. Dentro del primer año de sancio- 
nado este Decreto-Ley, las concesiones forestales 
vigentes reajustarán las normas de aprovecha- 
miento que las rigen a las que dicte el Servicio 
Forestal. 

Articulo 79. Hasta tanto se realice el inven- 
tario de los recursos naturales renovables del 
país, el Servicio Forestal deberá determinar 
áreas provisorias de bosques y tierras foresta- 
les, para asegurar el mantenimiento de las in- 
dustrias del país. 

Articulo 80. Este Decreto-Ley comenzará a re- 
gir desde su promulgación. 

VENEZUELA 

LEY (7-XXII-1966, G.O. 16-XII-1966) . Ley 
sobre Depósito Judicial. 

Articulo lo Todo lo relacionado con el De- 
pósito Judicial y la actividad de los Deposi- 
tarios, queda sujeto a las disposiciones de esta 
Ley, las del Código Civil y las del Código de 
Procedimiento Civil. 

derechos que hayan sido puestos bajo la pose- 
sión de un  depositario, por orden de un Juez 
o de otra autoridad competente para decretar 
el secuestro, embargo, ocupación, comiso o de- 
pósito de bienes y toda actividad conexa o ne- 
cesaria para el cumplimiento de esta función. 

De los requisitos exigidos para ejercer las 
funciones de depositario judicial 

Articulo 20 El Depósito Judicial comprende Articulo 30 Para ejercer las funciones de 
la guarda, custodia, conservación, administra- Depositario Judicial se requerirá una autori- 
ción, defensa y manejo de aquellos bienes o zación expedida por el Ministerio de Justicia, 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3799

www.juridicas.unam.mx  
http://biblio.juridicas.unam.mx

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
 

DR © 1971. Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



TEXTOS LEGISLATIVOS EXTRANJEROS 

mediante resolución motivada siempre y cuan- 
do el solicitante haya cumplido con los requi- 
sitos exigidos por esta Ley. 

Artic~tlo 4Q La autorización a que se refiere 
el artículo anterior sólo podrá ser otorgada 
a la persona natural o jurídica que llene los 
siguientes requisitos: 

l ?  Tener a su disposición todo el personal, 
almacenes, transporte, y demás equipos necesa- 
rios para dar cabal cumplimiento a sus funcio- 
nes definidas en el artículo 20 <le esta Ley; 

20 Constituir y mantener garantía suficiente 
prestada por un Banco o una Co~npaííía de 
Seguros, para responder de todos los daños, 
perjuicios, « pérdidas que se causen por moti- 
vo, con ocasión o durante el depósito judicial, 
hasta el inonto fijado por la presente Ley, y 

3? Constituir y inanteriei una pGliza de se- 
guros qiic cubra los riesgos de incendio, inun- 
dación y robo hasta el monto fijado por la 
presente Ley. En este caso el Depositario está 
cn la obligación de presentar al Ministerio de 
Justicia, con treinta (30) días de anticipación 
al vencimiento de la pólila, const;incia de su 
renovaciúri. 

Parágrafo Primero. La persona interesada, a 
falta de las garantías indicadas en el numeral 
20, podrá constituir o hacer constituir por ella, 
garantía hipotecaria por una cantidad equiva- 
lente a una vez y media del valor mínimo esti- 
pulado por la Ley, sobre ininuebles ubicados en 
el don~icilio del interesado y cuyo precio real 
sea cuando menos el doble de la garantía cons- 
tituida. 

Parágrafo Segundo. Las garantías deberán 
constituirse para responder en forma directa y 
solidaria a los perjudicados. 

Parágrafo Tercero. El R/Iinisterio de Justicia 
deberá exigir al depositario que eleve el monto 
de las virantías previstas en este artículo, en 
proporción al valor de todos los bienes de 
que haya sido puesto en posesióii el deposita- 
rio. 

Articulo 5Q Las garantías a que se refieren 
los ordinales 20 y 30 del artículo anterior, ten- 
drán el monto que le señale el Ejecutivo Na- 
cional a través del Ministerio de Justicia. Para 
los depositarios que vayan a actuar en el 

área metropolitana de la ciudad de Caracas 
y en la ciudad de Maracaibo, el monto inicial 
serli de doscientos mil bolívares (Bs. 
200,000.00) . 

El Banco o la Compañía de Seguros ga- 
rantes, notificarán por la vía más rápida y 
con treinta días de anticipación al Ministerio 
de Justicia, el vencimiento de la garantía cons- 
tituida, a fin de que se resuelva lo conducente. 
Mientras no se haya hecho esta participación 
en tiempo hábil, el vencimiento de la garantía 
no será oponible a terceros. 

Articzílo 60 Los depositarios que se consti- 
tuyari bajo la forma de Compañías Anónimas 
o de Responsabilidad Limitada, deberán lle- 
nar, adeinás, los siguientes requisitos: 

10 El objeto exclusivo de la sociedad será 
el ejercicio de las funciones de depósito judi- 
cial; 

20 Las acciones de las compañías anónimas 
serán siempre nominativas no convertibles en 
acciones al portador y su cesión o traspaso así 
como las cuotas de las compariías de Respon- 
saldidad Limitada deberá ser participado por 
los administradores al i\Iinisterio de Justicia 
y a1 correspondiente Registrador Mercantil 
dentro de los cinco (5) días siguientes al acto, 
indicando el nombre del cedente y los datos 
personales del cesionario. 

Parágrafo Onico. Tanto en las Compañías 
-4nóniinas como en la de Responsabilidad Li- 
mitada que se dediquen a la actividad de De- 
pósito Judicial, será aplicable lo establecido 
en la segunda parte del artículo 313 del Código 
de Comercio. 

Ariiculo í0 Quien aspire a obtener la au- 
torización a que se refiere el artículo 30 deberá 
dirigir una solicitud al Ministerio de Justicia, 
expresando en ella todos sus datos personales 
J' :icompañada de los siguientes recaudos: 

10 Dos cartas de referencia expedidas por 
comerciantes acreditados de la localidad y una 
expedida por la Cámara de Comercio, si la 
hubiere en la plaza; 

20 Si el depositario fuere una compafiia, 
presentará copia certificada de su acta cons- 
titutiva y estatutos sociales y los datos per- 
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sonales de todos sus administradores, apode- 
rado y encargados del manejo de los bienes 
depositados y copias auténticas de las actas 
y documentos en los cuales fueron designados 
o autorizados; 

30 Certificado de solvencia del Impuesto 
sobre la Renta; 

40 Certificado de antecedentes penales y 
policiales del depositario, si fuere una per- 
sona natural y de sus administradores, apode- 
rados y encargados del manejo de los bienes 
depositados, si los tuviere o si fuere una per- 
sona jurídica; 

50 Una descripción detallada de los depósi- 
tos, almacenes, equipo, medios de transporte 
y personal de que dispone para el ejercicio 
de sus funciones; 

60 Copia de los documentos que acrediten 
haber cumplido con todos los requisitos exigi- 
dos por esta Ley, y 

70 Constancia de haber llenado las exigencias 
requeridas en el Capítulo IV de la presente 
Ley. 

Articulo 80 Si la autorización fuere negada, 
el interesado podrá recurrir dentro de los cin- 
co días hábiles siguientes a su notificación para 
ante la Corte Suprema de Justicia. 

El Ministerio de Justicia deberá remitir el 
expediente respectivo a la Corte Suprema de 
Justicia, dentro de los diez (10) días continuos 
siguientes al vencimiento del término fijado 
para el recurso, si éste fuere anunciado. 

La Corte Suprema de Justicia resolverá den- 
tro del plazo de treinta (30) días hAbiles, y 
su decisión agotará la vía administrativa. 

De las obligaciones de los depositarios 
judíciales 

.Artículo 90 Los Depositarios Judiciales están 
obligados a remitir al Ministerio de Justicia 
dentro de los seis (6) primeros dias de cada 
mes, una relación detallada de  los depósitos que 
se les hayan encomendado en el  mes inmedia- 
tamente anterior, con especificación de los 

bienes depositados. su clase, su valor y el  lugar 
en que fueron dejados o almacenados, sin 
perjuicio de lo establecido en los artículos 
467 del Código de Procedimierito Civil y 12 
de esta Ley. 

También remitirán al mismo Despacho, y 
a1 correspondiente Registro Mercantil, cada vez 
que ocurran, cualesquiera modificacioiies del 
Acta Constitutiva o Estatutos Sociale% si el de- 
positario fuere una compañía, así coino twn- 
bién los cambios en los administradores, man- 
datarios y personal encargado del manejo de 
los bienes depositados. 

Articulo 10. En el acto en que el Juez ponga 
al depositario judicial en posesión de bienes, 
deberá hacer una estimación prudencial del 
valor de cada uno de ellos y los asentará en 
el acta respectiva. Con tal fin, podrá hacerse 
asesorar por un práctico. 

Si se tratare de bienes no individualizables 
o de difícil individualización tales como g h e -  
ros, granos, mercaderías de una misma clase o 
que suelen enajenarse en  globo, la estimación 
se hará en atención a su cantidad, peso o volu- 
men, según el caso. 

Los interesados podrán objetar esta estima- 
ción y tal objeción se tramitará y decidirá si- 
guiendo el procedimiento establecido en el 
artículo 386 del Código de Procedimiento 
Civil. 

Articulo 11. El Depositario trasladará a sus 
depósitos los bienes muebles inmediatamente 
después de haber sido puesto en posesión de 
ellos por la autoridad judicial. Sin embargo, 
a petición de la parte solicitante de la medida, 
el Tribunal acordará que los bienes perma- 
nezcan bajo la custodia y responsabilidad de la 
persona en cuyo poder se hallaban en el mo- 
mento de practicarla. pero en este caso el Depo- 
sitario Judicial que hubiere nombrado el Tri- 
bunal no responderá por esos bienes sino en 
caso de dolo o culpa cuando hubiere dejado 
de informar al Tribunal de la causa de cual- 
quier hecho o circunstancia que pudiere afec- 
tarlos y del cual haya tenido conocimiento. 

Parágrafo Único. Podrá asimismo el Tribu- 
nal nombrar como Depositario Judicial a la 
persona contra la cual se ejecute la medida, 
siempre que sean muebles u objetos de su habi- 
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tación u hogar legalmente embargables, y que 
la medida sea de carácter preventivo. 

Articulo 12. El Depositario Judicial está en 
la obligación de proveer a todo lo necesario 
para la conservación y administración de los 
bienes depositados, anticipando los gastos que 
fiieren necesarios y dando cuenta al Tribunal 
de estos dentro de los seis primeros días de 
cada mes, mediante escrito que se agregará a 
los autos. 

Parágrafo único. Los gastos de transporte a 
los almacenes de depósito, así como los nece- 
sarios para la remoción de maquinarias adhe- 
ridas a inmuebles o a otros muebles deberán 
ser adelantados o afianzados por el solicitante 
de la medida a petición del Depositario, y su 
monto será estimado provisionalmente por 
acuerdo de los interesados o en su defecto, 
por el Juez ejecutor. 

Articido 13. Terminado el depósito, el depo- 
sitario tendrá derecho a que se le paguen los 
emolumentos y tasas fijadas de conformidad 
con esta Ley y a que se le reembolsen los gas- 
tos que hubiere hecho para la conservación, 
administración y defensa de los bienes clepo- 
sitados, que excedan de la simple custodia, al- 
macenamiento y manejo, y para ello tendrá 
acción contra la persona a cuya instancia se 
hubiere acordado el depósito. 

Articulo 14. A los fines previstos en el ar- 
tículo anterior, el Depositario presentará su 
cuenta en el expediente respectivo a la parte 
obligada a pagarla, dentro de los cinco (5) 
días hábiles siguientes a la terminación del 
depósito. 

La persona o personas obligadas a pagar los 
emolumentos, tasas y gastos de depósito podrán 
objetar esta cuenta dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes a su presentación en el 
espediente, y, si ninguna de ellas lo hiciere 
quedará firme y con fuerza de sentencia eje- 
cutoriada. 

Parágrafo Oriico. Cuando el juicio se en- 
cuentre paralizado, haya terminado por sen- 
tencia o por cualquier otro acto equivalente, el 
lapso de objeción empezará a contarse a partir 
de la notiiicación de la parte que deba pagar. 

Articulo 15. Si la cuenta fuere objetada, el 
Tribunal abrirá una articulación probatoria de 
ocho (8) días, y decidirá el noveno día en Úni- 
ca instancia. Antes del día en que deba deci- 
dirse la articulación cualquier interesado podrá 
solicitar que la decisión se dicte con asociados, 
en cuyo caso el Tribunal fijará una hora de la 
segunda audiencia siguiente para proceder a 
su elección, siguiéndose en  los demás las reglas 
del Código de Procedimiento Civil. Los candi- 
datos asociados podrán ser comerciantes que 
cumplan los requisitos exigidos por el artículo 
1 083 del Código de Comercio. 

En los juicios breves la articulación proba- 
toria será de cuatro (4) días, y el Juez decidirá 
al quinto día, también en única instancia, sin 
que proceda la petición de asociados. 

Articulo 16. El depositario tendrá derecho 
de retención sobre los bienes depositados hasta 
tanto le sea cancelada su cuenta, sólo cuando 
tales bienes hayan de ser entregados a la parte 
que solicitó la medida que dio origen el depó- 
sito o a la persona que hubiere quedado obli- 
gada a pagar los gastos de depósito. 

.4rticulo 17. El depositario será responsable 
de todos los daños y perjuicios que sufran los 
bienes depositados mientras dure el depósito. 

Si estuviere en mora en entregar los bienes 
responderá aún en caso de fuerza mayor, caso 
fortuito o hecho de un tercero. 

Articulo 18. LOS depositarios judiciales po- 
d r h  ejercer sus funciones por intermedio de 
apoderados suficientemente autorizados me- 
diante un poder registrado. 

La persona que actúe como apoderado de un 
depositario judicial, obliga a éste con su firma 
en todas las actuaciones relacionadas con las 
actividades específicas de depósito judicial. 

Articulo 19. La revocatoria del Poder otor- 
gado por un Depositario Judicial se participará 
a1 Ministerio de Justicia, y no producirá efec- 
tos respecto de terceros sino después de publi- 
cado un aviso en dos (2) diarios de circulación 
nacional y en otro del domicilio del depositario 
si lo hubiere. 
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De las condiciones generales de los 
depdslitos judiciales 

Articulo 20. Los depósitos, locales, personal 
y equipo a que se refiere el ordinal l? del ar- 
ticulo 49. deberán ser apropiados para el fin 
al cual se destinan y ofrecer las máximas con- 
diciones de seguridad y preservación de los 
bienes que en ellos se hayan de depositar o 
manejar. 

Para almacenaje se seguirán las tecnicas usua- 
les más convenientes. 

Articulo 21. Las substancias inflamables o 
explosivas deberán ser depositadas separada- 
mente de los demás bienes depositados, de 
modo que en caso de combustión o explosión, 
estos no resulten dañados o destruidos. El pago 
de las tarifas de almacenaje de estas substancias 
quedar& regido por las condiciones y precios 
de mercado. 

Se aplicarán en todo caso las disposiciones 
de la Ley sobre Armas y Explosivos y su Regla- 
mento. 

Articulo 22. Cuando los bienes depositados 
sean sernovientes, el depósito podrá hacerse 
fuera de los locales del depositario si los de 
este no fueren suficientes. En este caso los 
derechos de depósito se pagarán al precio de 
mercado, a menos que el Tribunal-disponga 
de conformidad con la segunda parte del ar- 
ticulo 466 del Código de Procedimiento Civil. 

Articulo 23. Cuando los bienes depositados 
fueren títulos que no requieran administración, 
moneda extranjera, alhajas, metales o piedras 
preciosas y bienes similares de mucho valor y 
poco volumen. el Tribunal podrá, a solicitud 
y por cuenta de alguna de las partes interesa- 
das, guardarlas en una caja de seguridad o como 
valores en custodia en un Banco u otra em- 
presa similar de reconocida solvencia. En todo 
caso, estos bienes serán guardados dentro de 
uno o varios sobres sellados y lacrados en los 
cuales se estamparán lo nombres de la partes 
en el juicio, la medida judicial que afecta a 
los bienes, el contenido del sobre, el nombre 
del depositario o guardián designado para ellos 

y las demás circunstancias que el Tribunal 
estime conveniente. 

Si se trata de sumas de dinero en efectivo, 
el Juez designará depositario a un Banco, pre- 
ferentemente del Estado, o las depositará en 
la cuenta bancaria que lleve el Tribunal. 

Articulo 24. Cualesquiera cantidades de di- 
nero que sean producto de los bienes deposi- 
tados, serán remitidas al Tribunal respectivo 
dentro de los tres días siguientes a su percep- 
ción, a los fines previstos en la última parte 
del artículo anterior. 

Sin embargo, si estas sumas provienen de 
intereses, rentas, retenciones u otros ingresos 
que deban cobrarse periódicamente, la remesa 
a que se refiere este artículo podrá hacerse 
dentro de los diez (10) primeros días de cada 
mes. 

Fiscalización de los depositarios judiciales 

Articulo 25. El Ministerio de Justicia desig- 
nará una o más personas de reconocida probi- 
dad para ejercer las funciones de fiscales de 
depositarios judiciales. 

Los fiscales de depositarios judiciales se en- 
cargarán de inspeccionar y vigilar las actividades 
de los depositarios. A tal efecto, periódicamente 
visitarán sus depósitos, almacenes, instalaciones 
y equipos revisando cuidadosamente el estado 
de éstos, así como también la contabilidad, los 
libros, comprobantes del depositario y los ex- 
pedientes de los juicios en que actúen. 

Parágrafo Onico. El Ministro de Justicia po- 
drá solicitar al Fiscal General de la República, 
que ordene a los Fiscales del Ministerio Público 
ejercer las funciones de Fiscales de Deposita- 
rios Judiciales en aquellas jurisdicciones en 
donde no los hubiere. 

Articulo 26. Los depositarios y autoridades 
judiciales están en la obligación de prestar 
toda su colaboración a los Fiscales de Deposi- 
tarios Judiciales en el ejercicio de sus funciones. 

Articulo 27. En aquellas inspecciones en que 
se comprueben irregularidades, el Fiscal proce- 
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derá a levantar un acta que firmarán tanto 61 
como el depositario o su administrador, cuyo 
original se remitirá al Ministerio de Justicia 
para la imposición de las sanciones que requie- 
ra el caso. 

De la cesucibn de las funciones 
del depositario judicial 

Articulo 28. El Ministerio de Justicia podrá 
revocar la autorización concedida al depositario 
judicial en los casos siguientes: 

10 Cuando hubiere dejado de llenar algunos 
de los requisitos exigidos por los artículos 40, 
50 y 60 de esta Ley; 

20 En caso de cesación de pago o cuando 
hubiere temor fundado de que el depositario 
judicial pueda lesionar los intereses de los par- 
ticulares o no pueda responder de los daños y 
perjuicios que se causen con ocasión del depó- 
sito judicial y con arreglo a lo dispuesto en 1:i 
presente Ley; 

30 Cuando no cumpla con la orden de ele- 
var el monto de la garantía a que se refieren 
los ordinales 20 y 30 del artículo 40 de esta 
Ley, dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la fecha en que quede firme la resolución 
que así lo disponga. 

Articulo 29. De la decisión del Ministerio 
de Justicia se podrá recurrir para ante la Cortc 
Suprema de Justicia, dentro de los primeros 
diez (10) días hábiles subsiguientes a la publi- 
cación de la resolución Ministerial, siguién- 
dose el procedimiento pautado en el artículo 
80 de esta Ley. 

El dictamen de la Corte Suprema de Justicia 
se publicará en la GACETA OFICIAL DE LA REPÚ-  

BLICA DE VENEZUELA. 
Parágrafo Único. Mientras se encuentre pen- 

diente el recurso, el Depositario no podrá 
hacerse cargo de ningún otro depósito. 

Articitlo 30. Firme la resolución que revoca 
la autorización concedida al Depositario, todos 
los bienes que se les Iiubieren confiado con 
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iiiotiro de medidas judiciales, serán puestos a 
la mayor brevedad, en posesión de otro u otros 
Depositarios autorizados, corriendo los gastos 
así ocasionados, por cuenta del Depositario 
anterior. El Ministerio de Justicia podrá no 
obstante, y sin perjuicio de lo que decidan los 
l'rihiinales en cada caso en particular, tomar 
inctlidas distintas a las aquí indicadas, cuando 
lo considere necesario a la salvaguarda de los 
intereses representados en los bienes deposi- 
tados. 

Articulo 31. Una vez firme la revocatoria de 
la autorización, cuando la Depositaria Judicial 
sea una sociedad, el Administrador o Adminis- 
tradores deberán dentro del lapso de quince 
días, designar uno o más Liquidadores haciendo 
la debida participación al Registro Mercantil 
de la jurisdiccibn, a cuyo efecto, y en todo lo 
que no contraviniere disposicioncs de esta Ley, 
seguirán el procedimiento pautado por el Có- 
digo de Comercio para la liquidación de las 
sociedades anónimas y de responsabilidad limi- 
tada. Cuando la Depositaria Judicial sea una 
persona natural, ésta procederá a su liquidaci6n 
dentro del término arriba indicado. 

Transcurrido el lapso serialado, sin que los 
adn~inistradores o la persona natural, según sea 
el caso, cumplieren con la obligación aquí con- 
tenida, el Ministerio de Justicia procederá a 
solicitar del Tribunal competente, la liquida- 
ción que pudiere corresponder. Uno o varios 
Fiscales Judiciales, debidamente autorizados, 
procederán a supervisar la actuación del Liqui- 
dador o Liquidadores, y en los casos de quiebra, 
del Síndico. 

De los derechos del  depo~itario 

Articzclo 33. Los emolumentos y tasas que 
correspondan al Depositario y la forma de 
calcularlos, serán establecidas por el Ejecutivo 
Nacional mediante resolución que dictará el 
Ministerio de Justicia en el mes de enero de 
cada año. 

Articulo 33. El Depositario o el represeii- 
tnnte que asiste al acto en el cual el Jue7 le 
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pone en posesión de los bienes, tiene derecho 
a recibir un emolumento que no excederá de 
diez (10) bolívares por cada hora o fracción 
que dure la ejecución de la medida en los asun- 
tos cuya cuantía no exceda de diez mil bolívares 
(Bs. 10 000 00) ; y de veinte (20) bolívares en 

aquellos cuya cuantía sea superior. 
Este anticipo será deducible de lo que deba 

pagarse al depositario en definitiva. 

Articulo 34.  Los depositarios percibirán los 
emolumentos a que se refieren los artículos 
anteriores, de la Oficina de Recaudación del 
Arancel Judicial o de quien haga sus veces, 
previo cumplimiento de lo establecido en los 
articulos 2, 21 y 22 y 29 de la Ley de Arancel 
Judicial vigente. 

Disposiciones generales 

Articulo 35. Cuando no hubiere en la locali- 
dad ningún Depositario Judicial autorizado, o 
los que hubieren rehusaren aceptar el cargo, 
el Juez podrá designar depositario provisional 
a cualquier otra persona de reconocida hones- 
tidad y solvencia a quien tomará juramento de 
cumplir bien y fielmente su cargo. También 
podrá, de oficio o a petición de una de las 
partes, exigirle que presente garantía suficiente 
para responder de sus obligaciones como depo- 
sitario. El Tribunal, a la mayor brevedad posi- 
ble, pondrá los bienes sobre los cuales ha 
recaído la medida, en posesión de un Deposi- 
tario Judicial autorizado, aun cuando no preste 
sus servicios en la localidad. 

Articulo 36. Los bienes sobre los cuales hayan 
sido practicadas medidas judiciales y puestos 
en posesión de  un Depositario Judicial, no 
podrán ser trasladados fuera de la Circunscrip- 
ción Judicial a la cual pertenezca el Tribunal 
que haya practicado la medida, a excepción 
de aquellos bienes sujetos a corrupción; y una 
vez que haya sido autorizada la venta de los 
mismos, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
460 del Código de Procedimiento Civil. 

Articulo 37. En caso de que el depositario 

solicite del Tribunal autorización para vender 
los bienes depositados de conformidad con el 
artículo 483 del Código de Procedimiento Civil, 
&te notificará a las partes imponi6ndolas del 
contenido de la solicikd y emplazándolas para 
que comparezcan a exponer lo que crean per- 
tinente al respecto, dentro de  las tres (3) au- 
diencias siguientes. Cuando la notificación no 
pudiere hacerse personalmente, se hará por 
carteles que se publicarán dos (2) veces con 
intervalos de tres (3) días, en un periódico 
de la localidad, de diaria circulación o, en su 
defecto, en un periódico de circulación na- 
cional. 

Caso de autorizarse la venta, el Juez nom- 
brará un experto para que haga el avalúo de 
los bienes que vayan a venderse. Si del avalúo 
de los bienes apareciere que su valor excede de 
diez mil bolívares (Bs. 10 000 00) , la venta no 
podrá efectuarse sino en la quinta audiencia 
siguiente a la publicación que se haga de un 
cartel que llenará los requisitos exigidos por 
el Código de Procedimiento Civil para al Último 
cartel del remate. 

Parágrafo Único. Cuando el Juez lo consi- 
dere oportuno, podrá disponer que los objetos 
embargados sean confiados a un comisionista 
a fin de que proceda a su venta. En la misma 
providencia nombrará un tasador que fijará el 
precio mínimo de la venta y el importe global 
hasta cuya obtención debe ejecutarse la venta. 

El Juez puede imponer a l  Comisionista una 
caución y, en todo caso, la venta sólo podrá 
hacerse á1 contado. 

Articulo 38. Salvo lo dispuesto en el Pará- 
grafo ú'nico del artículo anterior, para la venta 
se observarán las formalidades establecidas en 
las secciones 8a y 9% Título VII, Libro Segundo 
del Código de Procedimiento Civil, en cuanto 
fueren aplicables de conformidad con esta Ley. 

De las sanciones 

Articulo 39. Quien actuare como depositario 
judicial u ofreciere sus servicios como tal sin 
estar autorizado en la forma establecida en esta 
Ley, ser9 castigado con la pena prevista en el 
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artículo 214 del Código Penal, salvo el caso 
del artículo 35 de  esta Ley. 

Igual pena se impondrá a la persona que se 
presente como representante o administrador 
de un  depositario judicial, si la persona en nom- 
bre de la cual actúa no ha obtenido la autori- 
iacióii correspondiente o le ha sido revocado 
o si no tuviere el autor del hecho la represen- 
iación que se atribiiye o le hubiere sido re- 
1 ocada. 

Articulo 40. Cualquiera que, sin ser deposi- 
tario, se apropie para sí o para un tercero, 
enajene, grave, oculte, destruya o deprecie total 
o parcialmente cualesquiera bienes a sabiendas 
de que sobre ellos pesa una medida judicial, 
seri castigado con la pena establecida en el 
ordinal G? del artículo 465 del Código Penal. 

Si el autor del hecho fuera el depositario 
judicial de los bienes, o su administrador, apo- 
derado o encargado de su manejo, será castigado 
como reo de apropiaci6n indebida calificada. 

En todo caso queclarh a salvo las disposi- 
ciones legales sobre la inexistencia de la ena- 
jenación o gravamcn de bienes aiertados por 
inedid:is judiciales. 

Articulo 41. Cuando los bienes depositados 
fueren sustraídos, destruidos o deteriorados por 
negligencia del depositario éste será castigado 
con multa de cien a mil bolívares sin perjuicio 
de la responsabilidad civil a que haya lugar 
ni de las sanciones aplicables a los autores de 
1:i sustracción, destriiccitiii o deterioro. 

Articulo 42. La infracción del artículo 9 de 
esta Ley, se castigará con multa de quinientos 
a mil quinientos bolívares por cada falta. 

rlrticub 43. La infracción de los artículos 
21 y 22 se castigará con multa de cincuenta a 
quinientos bolívares además de los daños y per- 
juicios a quc liubiere lugar. 

Articulo 44. La infracción del artículo 24 de 
esta Ley se castigará con multa de quinientos 
a mil quinientos bolívares, más un interés del 
uno por ciento (1%) mensual durante el ticm- 
PO en que el depositario estuviere en mora de 
ciimplir esta obligación. 

Estos intereses se abonarln al monto de la 
c;intidad depositada. 

Artíczilo 45. El depositario que fraudulenta- 
mente cobrare emolumentos o tasas, perderá 
los dereclios de depósito que le correspondieren 
y deberá reintegrar todo lo que hubiere reci- 
I~ido. 

Articulo 46. El depositario que percibiere 
ciialesquiera caiitidades de dinero por concepto 
de derechos de depósito sin dar cumplimiento 
a lo pautado en el artículo 34 de esta Ley, será 
castigado con multa de cien a quinientos bolí- 
vares. 

Articulo 47. Las multas a que se refiere este 
Capítulo serán impuestas por el Ministerio de 
Justicia mediante resoluciún motivada respecto 
de la cual se aplicará lo establecido en el ;ir- 
tículo 80, pero el recurso no se admitirá, cri 
caso de multa, sin previo pago o afianzamiento 
de la misma. 

Firme la resolución que imponga una multa. 
si1 producto ingresará al Fisco Nacional. 

Articulo 48. En caso de reincidencia en la 
infracción, el Ministerio de Justicia podrá re- 
vocar la autorización concedida al depositario 
infractor en la forma prevista en el artículo 28 
de la presente Ley. 

A~,ticulo 49. Las disposiciones de la presente 
Ley no son aplicables a la Nación, los Estados 
y las Municipalidades en los casos en que ejer- 
zan lunciones de depositarios judiciales. 

Las clisposiciones de los Capítulos 11, VI y 
VI1 no son aplicables a los Institutos Autóno- 
nios cuyas respectivas leyes los autoricen para 
actuar como depositarios judiciales. 

Las disposiciones del Capítulo 11 de esta Ley, 
no son aplicables a los bancos legalmcntc esta- 
blecidos en el país. 

Disposicio~les transitorias y fi?in les 

A )  ticdo 50. LOS depositarios judiciales que 
actualmente operan en el país deberán dar 
cuinplimiento a todas las previsiones de esta 
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Ley dentro del plazo de seis (6) meses a contar Articulo 51. Mientras se dicta la resolución 
de la fecha de su publicaci6n y los que no lo a que se refiere el artículo 32 de esta Ley, se 
liicieren, quedarán impedidos para ejercer tales aplicarán las tarifas establecidas en la Ley de 
funciones. Arancel Judicial y los usos del comercio. 
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